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RESUMEN EJECUTIVO 
 
 
Efectos  del incumplimientos de los términos y plazos en los procesos  civiles por parte de 
los funcionarios judiciales  en la legislación ecuatoriana 
 
 
En nuestra legislación ecuatoriana existen  en los juicios civiles términos y plazos, que no son 
más que el periodo de tiempo que establece la ley o el juez, para la práctica de cualquier 
diligencia o acto judicial; sin embargo la prolongación de los funcionarios judiciales provocan 
incumplimientos en los tiempos procesales, como efecto de ellos conlleva a la vulneración  del 
principio de celeridad en el proceso, y no permite garantizar el derecho al acceso gratuito a la 
justicia y a la tutela efectiva, imparcial y expedita de los derechos e intereses de los sujetos 
procesales, el  presente trabajo de investigación propone la sofisticación y actualización de los 
medios electrónicos en los procesos, con el fin de poder detener la dilatación de los juicios en 
perjuicio de los usuarios, y  poder mejorar ---y sancionar a los operadores de justicia por estas 
malas prácticas en beneficio de la Administración de justicia sobre todo de los usuarios.  
 
 
Palabras Claves: TÉRMINOS Y PLAZOS. INCUMPLIMIENTO. PRINCIPIOS 
CONSTITUCIONALES. SEGURIDAD JURÍDICA. DERECHOS FUNDAMENTALES. 
 
  
xv 
ABSTRACT 
 
 
Effects of non-compliance with the deadlines in civil proceedings by 
the judicial officers in Ecuadorian legislation 
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INTRODUCCIÓN 
 
El presente trabajo investigativo tiene como finalidad la implementación de mecanismos 
tecnológicos, que evite el Incumplimiento de los Términos y Plazos en los Procesos  Civiles por 
parte de los Funcionarios Judiciales  en la Legislación Ecuatoriana., obteniendo como resultado 
la velocidad en los procesos evitando el incumplimiento de los términos y Plazos establecidos 
en nuestra normativa legal e impedir la dilatación de la justicia en perjuicio de los ciudadanos; 
previo a la obtención del Título de Abogada de los Tribunales y Juzgados de la Republica. 
 
El Trabajo Investigativo se desarrolla en Cinco Capítulos cuyos contenidos son: Capítulo I que 
se refiere al Proceso entendido como una serie de actos que se desenvuelven progresivamente, 
con el objeto de resolver, mediante un juicio de la autoridad, el conflicto sometido a su decisión, 
en este proceso hay ciertos actos predefinidos denominados procedimientos que no son más, 
que la actuación de trámites, actos, diligencies y resoluciones dentro del proceso; se realiza 
también un análisis breve del proceso civil y penal, y sus diferencias, tomando en consideración 
que la materia civil es un proceso entre personas dotadas de civilidad, al contrario del proceso 
penal  que persigue el delito e impone una pena; luego se ha realizado el desarrollo histórico del 
Proceso Civil Ecuatoriano, donde se detalla  el vivir jurídico de la Republica de los procesos en 
su desarrollo; seguidamente hemos visto la Función que tiene el Proceso para dirimir por acto 
de juicio el conflicto de intereses sometidos ante la autoridad competente y concluimos con el 
señalamiento que realizan el juez sobre los días y horas en que recaen las providencias. 
 
El Capítulo II, este hace referencia específicamente al factor tiempo, todo lo atinente a los 
Términos y plazos dando su definición doctrinaria y legal de los mismos,  la clasificación de 
acuerdo a la materia civil y adjetiva, diferencia existente entre los mismos, su análisis socio 
jurídico en cuanto a los términos y plazos, como afecta el incumplimiento de los tiempos 
provocando la dilatación en perjuicio de los usuarios. 
 
El Capítulo III, hace referencia sobre la Responsabilidad, Jurisdicción y Competencia del juez, 
quien es un operador de justicia envestido de poderes y exorbitancias, así como también la 
Función del Abogado en la Sustanciación de Oficio, dando muestras claras de los estudios 
impartidos en las diferentes universidades teniendo como obligación la lealtad y el buen 
asesoramiento al usuarios, posteriormente analizamos la sustanciación de oficio por parte de los 
servidores de justicia la misión que tiene el juzgador intentando lograr la convicción de éste 
sobre el material probatorio, y disipar las dudas que tenga antes de dictar sentencia, el 
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acatamiento de los sujetos procesales en cuanto a los tiempo establecidos en la ley, la omisión y 
retardo injustificado por parte del juez en los procesos que tramita. 
 
Capítulo IV, al incumplir los términos y plazos causa efectos dentro la materia constitucional, 
ya que el Ecuador es un Estado constitucional de derechos, Con la vigencia de la nueva 
Constitución, surge un nuevo paradigma denominado Estado Constitucional de Derechos y 
Justicia; el incumplimiento de los términos y los plazos da como resultado la violación de los 
derechos y principios constitucionales, este capítulo trato sobre los principios de aplicación 
siendo estos: de Economía Procesal, de Oficialidad, Imparcialidad, Igualdad de las Partes, 
Preclusión, Eventualidad, concentración, Impugnación, Sana Critica, Indubio Pro-Actione, 
Transparencia, Eficacia, Inmediación, y la Celeridad en el Proceso, ya que debido a los años que 
tardan en el trámite del procesos vulnera los derechos de los usuarios, creando desconfianza en 
la justicia del nuestra Legislación. 
 
La Investigación y desarrollo de la propuesta lo trato en un Capítulo más, que es el V, donde se 
expone el marco metodológico de la investigación misma que fue cualitativa, utilizo una 
investigación de campo, bibliográfica y descriptiva, la técnica o instrumentos de investigación 
fue empleados fueron la encuesta y entrevista, mediante la formulación de preguntas, diseñados 
en forma específica para los sectores investigados, la información obtenida fue tabulada, 
procesada y plasmada en cuadros y gráficos, cuyo análisis e interpretación permite establecer las 
conclusiones y recomendaciones.  
 
También se detalla el desarrollo de la propuestas, que es la implementación de mecanismos 
tecnológicos, con la aplicación de un mecanismo de acción para los operadores de justicia, 
tratando como alternativa para evitar la dilatación del proceso en nuestro marco constitucional 
de derechos y justicia, Los anexos que son  algunos procesos donde se evidencia de manera real 
como se demoran los juicios en el ámbito civil,  la encuesta, y se transcribe la entrevista que se 
realizó al Juez Séptimo de lo Civil, que sirvió para obtener las conclusiones y recomendaciones. 
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CAPÍTULO I 
 
GENERALIDADES DEL PROCEDIMIENTO CIVIL 
ECUATORIANO: 
 
 
Cuando nos referimos que el proceso se desenvuelve desde la demanda hasta la sentencia, nos 
referimos solamente a una metáfora, en este capítulo se tratara de definir al proceso, es oportuno 
mencionar que es el cúmulo de actos de una conducta jurídica, que dirime por acto de juicio de 
una autoridad competente, el conflicto de intereses surgido entre las partes, y los pasos  el 
camino para ello es por medio de un procedimiento; todo esto enmarcado en el campo civil; 
pero también es una relación de carácter temporal etapas que se van desplazando hacia el 
pasado y preparan otras para el porvenir, en este capítulo veremos que el proceso no es una cosa 
hecha, sino una cosa que debe hacerse a lo largo de todo el tiempo. 
 
1.1.- QUÉ ES EL PROCESO LEGAL: 
 
El proceso en una acepción literal no jurídica según la Real Academia de la Lengua significa o 
equivale al avance, a la acción o efecto de avanzar o ir para adelante, al paso del tiempo y al 
conjunto de etapas, es decir, a una serie o sucesión de actos. (Real Academia española, 2005). 
 
A si mismo ROCCO dice: “Que el proceso es algo dinámico de cualquier fenómeno en 
especial en su devenir y sirve para representar la evolución de alguna cosa, es por eso 
que el proceso lo veremos en el desenvolvimiento de una de las tres funciones del 
Estado, que se asigna a la Función Judicial la administración de justicia, la misma que 
se ejerce a través de los distintos órganos de la Función Judicial.   Por lo que lo define  
al  Proceso Civil como el conjunto de actividades de los órganos jurisdiccionales y de 
las partes necesarias para el desenvolvimiento de la función jurisdiccional civil”. 
 
Respecto del Proceso el jurista Uruguayo COUTURE E. nos dice que:  
 
“El proceso legal es una secuencia o serie de actos que se desenvuelven 
progresivamente, con el objeto de resolver, mediante un juicio de la autoridad, el 
conflicto sometido a su decisión”. (Guayaquil, 2005-2006). 
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PALACIOS L. se refiere al proceso:  
 
“como el conjunto de actos recíprocamente coordinados entre sí de acuerdo con las 
reglas preestablecidas, que conducen a la creación de una norma individual destinada 
a regir un determinado aspecto de la conducta del sujeto o sujetos, ajenos al órgano, 
que han requerido la intervención de este en un caso concreto, así como la conducta 
del sujeto o sujetos, también extraños al órgano, frente a quienes se ha requerido esa 
intervención también dice que la doctrina define al proceso  como el conjunto de actos 
que tienen por objeto la decisión de un conflicto o litigio” (Palacios Lino, 2005, pág. 
223) 
 
ROBLES G. dice que:  
 
“El proceso no es sino la serie de acciones y actos que se deciden con la finalidad de 
resolver una situación de orden estrictamente legal. Ahora es muy cierto que en un 
proceso intervienen principal y primordialmente las partes, al extremo que sin la 
concurrencia de las mismas mal podemos hablar de proceso. De hecho, no está por 
demás señalar que un elemento que también participa es el Estado por intermedio de 
los órganos jurisdiccionales”. (Robles López, 2004, pág. 67). 
 
PEÑAHERRERA. Definió el derecho procesal como:  
 
“conjunto armónico de principios que regulan la jurisdicción y el procedimiento, o bien 
el conjunto armónico de principios que deben observarse para que la autoridad judicial 
aplique la ley y haga efectivo los derechos”. (Troya, 1978) 
 
En referencia a lo antes señalado se entiende que, cuando se han agotado los medios pacíficos 
para la solución de la Litis,  debe actuar el Estado, por medio de los órganos jurisdiccionales 
encargados de la aplicación de la norma, con el propósito de mantener un equilibrio en la 
sociedad.  En el caso de que  se traba la Litis, hasta la sentencia, hay un largo camino lleno de 
una serie de actos cuyo conjunto se llama proceso  y a la forma de concatenarlos se llama 
procedimiento. Es por tal motivo que el proceso es el sendero, el camino que las partes 
litigantes deben recorrer en el enrevesado y nada seguro afán de  enaltecer la justicia. 
 
El Proceso Judicial.- Es básicamente la exigencia constitucional para el desarrollo de la 
jurisdicción. El proceso sirve a la satisfacción de los intereses jurídicos socialmente relevantes, 
siendo el medio constitucionalmente instituido para ello. En función del momento al que nos 
estemos refiriendo, el proceso tendrá diferente significado:  
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1. En el momento constitucional, el debido proceso es el instrumento constitucionalmente 
previsto para la tutela de los intereses legítimos de las personas.  
 
2. En el momento dinámico o procesal, el proceso tiene ya un contenido concreto, y se 
trata de un proceso específico, que es la articulación concreta que posibilita el desarrollo 
de la función jurisdiccional.  
 
 
1.1.1.- CONCEPTO DE HECHO Y DE ACTO JURÍDICO: 
 
De las definiciones expresadas anteriormente conocemos que el Proceso es un Acto, entonces 
para darle un mayor enfoque a estos conceptos debemos entender que es hecho y acto jurídico: 
 
Hecho Jurídico: Es el acontecimiento susceptible de ser percibido por los sentidos, un 
acontecimiento y que tiene trascendencia en el ámbito del derecho, es decir, los sucesos que 
tienen referencia legal dentro del proceso. 
 
Acto Jurídico: Es el hecho humano, voluntario o consciente y lícito, que tiene por fin 
inmediato establecer entre las personas, relaciones jurídicas, crear, modificar o extinguir 
derechos y obligaciones. El acto jurídico produce una modificación en las cosas o en el mundo 
exterior porque así lo ha dispuesto el ordenamiento jurídico. 
 
Para que se dé el acto jurídico no solo se requiere la presencia del sujeto y el objeto, sino que es 
necesario establecer un vínculo a través y esclarecer los hechos entre el sujeto y el objeto. Es el 
vehículo o instrumento establecido por el Estado para la resolución de las contiendas de esta 
índole, e interesa muchísimo a esté que sea lo que acontezca a dicho proceso y el que llegue lo 
más posible a la exacta administración de la justicia. En efecto,   el proceso resulta ser el cúmulo 
de actos de la conducta jurídica, un medio idóneo para dirimir imparcialmente por acto de juicio 
de la autoridad competente, un conflicto de intereses con relevancia jurídica. 
 
Significa entonces que el acto jurídico es el conjunto de normas que regulan el proceso. El  
mismo que regula la competencia del Órgano Público que actúa en él; la capacidad de las partes  
y los efectos de la cosa juzgada, frente a esta idea  
 
El proceso puede variar dependiendo de la materia a la que se refiere como es el caso de lo civil 
y de lo  penal. Veamos a que se refiere cada uno de estos procesos: 
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El proceso puede variar dependiendo de la materia a la que se refiere como es el caso de lo civil 
y de lo  penal. Veamos a que se refiere cada uno de estos procesos: 
 
 
1.1.2.- PROCESO CIVIL: 
 
La Civilidad:  
 
“Civilitas es el modo de ser del civis o también de los civitas, es decir, del ciudadano y 
de la ciudad. También desde este punto de vista surge un rayo de luz de la palabra: 
Civis, probablemente se deriva, de cum ire, ir o andar conjuntamente. La civilidad no 
es, pues, otra cosa que un andar de acuerdo” (Carnelutti, 1997, pág. 25) 
 
Solo  el proceso es el instrumento idóneo para dirimir por acto de juicio, imparcial, irrevocable, coercible, 
emanado por la autoridad el conflicto surgido,  a cargo de los órganos del poder judicial; Frente a esta 
idea  KISCH W., dice:  
 
“en todo las ocasiones en que esto suceda, debe existir  una vía o procedimiento que 
sirva para terminar la controversia y la duda de modo vinculante, e incluso para hacer 
posible, aunque sea valiéndose de la fuerza, frente al obligado, que este cumpla la 
obligación correspondiente al derecho declarado. Esta vía es el proceso civil y el 
derecho que lo regula es el derecho procesal civil”. (1978, pág. 111),  dentro del 
contexto, sólo el inherente a la materia Civil.  
 
Es decir la Función Jurisdiccional tiene por objeto, tutelar el ordenamiento jurídico que sea 
cumplido, de esta manera otorgan certeza y certidumbre jurídica a los ciudadanos y 
administrados,  esto de acuerdo a lo que establece la Constitución de la Republica en su Art. 75; 
el proceso civil entonces es el conjunto de actividades, que son necesarias para el buen 
desenvolvimiento de la función jurisdiccional en el campo civil.  
 
La finalidad  del Proceso Civil es para algunos autores, la actuación del derecho objetivo, y para 
otros que es la tutela de los derechos subjetivos; el primero es el derecho considerado como 
norma; el segundo son las obligaciones jurídicas, también es la facultad del individuo, facultad 
resultante de la norma, y que entraña como consecuencia, obligación para los que deben respetar 
tal facultad. 
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Pero considero que el proceso es la columna vertebral de todo proceso en general, a veces como 
norma supletoria en algunos trámites y responde a etapas y fases predeterminadas por la norma 
procedimental civil de allí que sirve de equilibrio para la sustanciación del proceso de manera 
obligatoria, y si se tuviera un incumplimiento podría dar como efecto la nulidad sea esta 
total o parcial de todo lo actuado. Es por ello que el proceso es por sí mismo un instrumento 
de protección del derecho, pero si los principios se desnaturalizan que son los que deben 
constituir una garantía de justicia y en algunas oportunidades es la propia ley procesal la que por 
imperfección, priva de la función tutelar. 
 
Es por eso que existe ciertos procedimientos que son: el Ordinario, ejecutivos y el Verbal 
Sumario; cada uno de estos procedimientos estas articulados entre sí, atendiendo a lo que ordena 
la ley Adjetiva Civil, cada etapa en el proceso tienen su respectiva naturaleza y finalidad, esto 
lleva a la determinación de que el proceso civil representa una actividad jurídica coherente y 
sistematizada con el propósito  de llegar a un fin. 
 
JUICIO ORDINARIO: La doctrina lo conoce como juicio de conocimiento, esto porque se 
investiga el hecho para conocer la verdad y otorgar el derecho a quien le corresponda, sus 
trámites son más largos y solemnes. Ofrece a las partes mayores oportunidades y mejores 
garantías para la defensa de sus derechos, contrariamente a los sumarios y sumarísimos. 
 
JUICIO EJECUTIVO: Tiene por objeto hacer efectivo el cumplimiento o pago de una 
obligación, de una deuda. Su tramitación es más rápida que en el proceso ordinario, y se basa en 
que a la demanda va aparejada un título ejecutivo. 
 
JUICIO  VERBAL SUMARIO: El juez que conoce estos juicios es el civil, también es 
denominado de conocimiento, se investigan también los hechos demandados para otorgar el 
derecho. Si no que a diferencia de los primeros estos casos son resumidos y compendiado ej. 
Desalojo. 
 
1.1.3.- PROCESO PENAL: 
 
El Proceso Penal también llamado inquisitivo, a diferencia del proceso Civil que 
es dispositivo. Existen varios conceptos que tomaremos los de los siguientes 
autores: “JOFFRE. Dice que. Es una serie de actos solemnes, mediante los cuales el 
juez natural conoce del delito y sus autores a fin de que la pena se aplique al culpable. 
GONZÁLEZ B. manifiesta que el Proceso Penal. Es el conjunto de actividades y formas 
regidas por el Derecho Procesal Penal, que se inician desde que la autoridad interviene 
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al tener conocimiento de que se ha cometido un delito y lo investiga y se prolonga hasta 
el pronunciamiento de la sentencia donde se obtiene la cabal definición de las 
relaciones de Derecho Penal (determina las fases o etapas del proceso penal). PÉREZ 
S. dice que: Es el conjunto de actos sucesivos y ordenados, regulados por el Derecho 
Procesal Penal, que deben realizar los particulares y el estado para la investigación y 
esclarecimiento de los hecho punibles y para determinar la responsabilidad de las 
personas involucradas en aquellos y que si bien implica el uso de medios coercitivos 
por parte del estado, también deben comportar el respeto a los derechos fundamentales 
de las personas y la garantía del derecho a la defensa. Es una sucesión de actos 
procesales regulados por la ley, emanados del estado, encargados de la persecución, 
investigación y represión del delito”. (Gonzales Perez, 2010)  
 
 
1.1.4.- DIFERENCIAS ENTRE DEL PROCESO CIVIL Y EL PROCESO 
PENAL: 
 
Sobre la base de las consideraciones anteriores la diferencia existente entre  ambos es:  
 
 El proceso civil se distingue a simple vista del proceso penal, por un carácter negativo: la 
distinción entre el proceso civil y proceso penal, se da debido a que el proceso civil se realiza 
entre hombres dotados de civilidad, CARNELUTTI dice que: El proceso civil  se realiza inter 
cives;  mientras que el proceso penal, refiriéndonos al mismo autor seria incivil, ya que se 
persigue el delito y se reclama una pena. Otra diferencia marcadas entre el Proceso Civil y el 
Proceso Penal es que, el primero hace referencia al derecho privado y se lo activa con la 
presentación de la demanda;  mientras que el segundo hace referencia al derecho público y se lo 
activa se acciona con la denuncia. Para ejemplificar esto Pérez Guerrero dice que. Un ejemplo 
marcado de dicha diferencia se da  cuando existe conflicto de intereses, si alguien tiene hambre 
tiene el interés de disponer de un alimento con que saciarse, si son dos quienes tienen  hambre y 
el alimento no es más que para uno, surge el conflicto entre ellos, conflicto que si ambos son 
inciviles se convertirá en una lucha,  en conclusión el más fuerte se saciara y el otro se quedara 
con hambre, pero si fueran enteramente civiles o civilizados se dividirían el pan no según sus 
fuerzas sino según sus necesidades, pero puede darse también en que uno de ellos quiera el pan 
para sí solo dando como resultado una guerra entre ellos, para la cual se entiende que algo debe 
intervenir para evitarla, ese es el proceso  Civil, porque aún no ha surgido un delito. La 
situación que interviene aquí es la Litis o Litigio, siendo éste  un desacuerdo, siendo el 
Conflicto de Intereses su elemento esencial. Por tanto que no se puede satisfacer el interés de 
ambos, se satisface el interés de uno o del otro, frente a esto existe un comportamiento 
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correlativo entre ambos, uno de ellos exige que tolere al otro y  la satisfacción de sus intereses, y 
a esa exigencia se llama pretensión; pero el otro en vez de tolerarlo, se opone. En este propósito 
el litigio  y la delincuencia son dos índices correlativos de incivilidad, en la litis siempre va 
inmersa una injusticia, pues nos es posible que ambos litigantes tengan razón, esto es, que tanto 
la pretensión como la oposición respondan a la justicia, o es justa la una o es justa la otra, o una 
y otra solo son justas en parte, para eso incluso llegar a un acuerdo no ayuda, porque siempre 
socialmente implica que uno de los dos se rinda a la voluntad del otro es injusticia; ya que están 
a la decisión del juez competente en materia civil, el mismo que valorara toda la carga procesal;  
pues éste opera para combatir la litis, como el proceso penal opera para combatir el delito. El 
proceso civil  su reacción es más compleja que la del proceso penal, porque puede operar, no 
solo para la represión, sino también para la prevención del litigio, en tanto que en el proceso 
penal, mientras no se dé, si no propiamente la existencia, por lo menos la apariencia de un 
delito, no se pone en movimiento.  
 
En otras palabras el proceso civil el voluntario y el contencioso, dentro del primero, no hay 
conflicto y el juez solo debe velar que los actos que se realicen sea dotados de justicia; mientras 
que el segundo surge por el egoísmo que pone en desacuerdo a los hombres que se encuentran 
en conflictos de intereses, vemos que se dirigen al juez para pedirle cada cual que le dé la razón 
y se niegue al otro litigante. Entonces se caracteriza por que cada quien pretende tener la razón 
en busca de la justicia; mientras que el proceso penal busca un culpable que debe ser castigado, 
buscando la subsanación del daño cometido.  
 
Establecidos el campo de acción del proceso, veamos a continuación lo atinente al 
procedimiento. 
 
 
1.2.- QUÉ ES PROCEDIMIENTO LEGAL: 
 
ZAMORA A. da las siguientes acepciones del procedimiento legal:  
 
“1. Sinónimo de juicio; 2. Designa una fase procesal autónoma y delimitada respecto 
del juicio con que se entronca; 3. Sinónimo de apremio; 4. Despacho de la ejecución; 5. 
Diligencias actuaciones o medidas; 6. Tramitación o substanciación total o parcial”… 
(Pallares, 1983, pág. 645) 
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ROBLES define al procedimiento es:  
 
“En general, acción de proceder. Sistema o método de ejecución, actuación o 
fabricación. Modo de proceder en justicia, actuación de trámites judiciales o 
administrativos; es decir, el conjunto de actos y diligencia y resoluciones que 
comprenden la iniciación, instrucción, desenvolvimiento, fallo y ejecución de una 
causa”  (1983, pág. 65) 
 
Sobre la base de las consideraciones anteriores decimos que el procedimiento es un término que 
hace referencia a la acción que consiste en proceder, que significa actuar de una forma 
determinada. El concepto, por otra parte, está vinculado a un método o una manera de ejecutar 
algo. 
 
Un procedimiento, en este sentido, consiste en seguir ciertos pasos predefinidos para desarrollar 
una labor de manera eficaz. Su objetivo debería ser único y de fácil identificación, aunque es 
posible que existan diversos procedimientos que persigan el mismo fin, cada uno con 
estructuras y etapas diferentes, y que ofrezcan más o menos la eficiencia. 
 
En el campo del derecho, se conoce como procedimiento a una actuación que se desarrolla a 
partir de un trámite judicial. En este contexto se asume el respeto por diversas normas que están 
fijadas por la ley. Todo procedimiento judicial está compuesto por diversos actos jurídicos que 
son autónomos respecto al proceso y que tienen como finalidad producir un efecto jurídico. 
 
El procedimiento es parte del proceso, varios procedimiento forman un proceso, entonces el 
procedimiento son la serie o sucesión de actos que de manera ordenada se desarrollan en el 
tiempo, y de acuerdo con la ley y a las normas reguladoras, que constituyen en un proceso. 
 
En el mismo sentido se observa claramente que el procedimiento civil es la serie o sucesión de 
actos de manera ordenada que se desarrolla en el tiempo  ante los juzgados competentes en 
materias civil. El proceso es el conjunto de actos procesales realizados por el órgano 
jurisdiccional y las partes, tendientes a dar solución del litigio y en el cual se declara el derecho 
a favor de aquél que tenga la razón. Se trata de un sistema estructurado, luego entonces. En 
referencia a lo anterior hay que conocer la estructura del procedimiento, los pasos a seguir para 
poder desarrollarlo de manera adecuada. 
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1.2.1.- ETAPAS DEL PROCEDIMIENTO CIVIL: 
 
El proceso va a iniciarse con la acción que ejerce la parte actora, a través de la demanda, a partir 
de la cual se desprenden diversas etapas del procedimiento civil las cuales tienen la finalidad de 
resolver el conflicto de intereses, es decir, del litigio. 
 
Se ha tocado un tema importante, antes de proseguir con las consideraciones posteriores, se 
debe entender ¿Qué es acción?, que no es si el obtener la administración de justicia, viéndolo de 
otra manera es el derecho de petición, el derecho que tiene cualquier persona a pedir al Estado 
que se resuelva su requerimiento y este a su vez está en la obligación de hacerlo.  
 
El derecho de acción; es entonces el derecho de obtener la prestación de servicios 
jurisdiccionales por parte del Estado, es necesario para ello realizar un acto por el cual se pide al 
Estado, este acto es la demanda.  
 
Hechas las consideraciones anteriores podemos decir que el Proceso Civil tiene las siguientes 
etapas: 1.- Etapa Postulatoria (planteamiento de las pretensiones de las partes, que se establece 
en la litis);  2.- Etapa Probatoria (apertura, admisión, preparación y desahogo de las pruebas). 3.- 
Etapa Conclusiva o de Alegatos (vista de la causa y conclusiones, se induce el sentido de la 
sentencia, en base a lo que se aceptó, negó o no se probó); y 4.- Etapa Resolutoria también 
llamada del Juicio (valoración de las pruebas, la resolución judicial que pone fin al litigio). 
 
ETAPA POSTULATORIA: Es la primera fase del procedimiento civil, en ésta la parte actora 
le hace saber al órgano jurisdiccional cuál fue el derecho quebrantado y se pide la restauración 
del mismo; hay que mencionar que el juzgador no puede administrar justicia sin ser requerido, 
no puede iniciar un proceso así como tampoco puede avanzar por sí mismo, ésta es una labor 
propia de las partes “a la autoridad lo que no le está permitido le está prohibido”; sin embargo 
esto también tiene sus excepciones. En la fase postulatoria las partes exponen tanto pretensiones 
como resistencias, afirmaciones y negaciones en lo referente a los hechos que invocan normas 
jurídicas y principios del derecho aplicables al caso concreto. 
 
Se lleva a cabo la presentación de la demanda por la parte actora, al ser aceptada se dicta auto de 
radicación, que vamos a entender como el acto mediante el cual el juez acepta la demanda, 
estableciendo así los actos prejudiciales, en el que el juez indicará los términos de admisión de 
la demanda y los requerimientos a la parte actora para que subsane alguna deficiencia en su 
demanda, es decir, que reúna los requisitos establecidos en la ley, ese primer auto se lo 
denomina auto de calificación de la demanda. 
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En el momento en que se notifica a la parte demandada se le da un término marcado por la ley 
para hacer la contestación de la demanda, y que pueda ser establecida la litis, a esta notificación 
se le va a dar el nombre de emplazamiento; la parte demandada puede contestar la demanda y 
expresar sus excepciones y defensas, o puede allanarse a las pretensiones de la parte actora. 
Dentro de esta etapa de contestación de la demanda, la parte demandada tiene la facultad de 
reconvenir al actor, es decir, demandarlo también dentro de la demanda ya establecida, 
dependiendo el caso y tipo de juicio; de igual forma la parte actora puede hacer la contestación 
de la demanda. En el supuesto de que la parte demandada no contestare la demanda, entonces se 
pedirá al Juez competente que establezca el juicio en rebeldía para poder continuar con el 
proceso. 
 
Se debe tomar en cuenta que en el momento de realizar la demanda, esto con la finalidad de que 
prospere, verificar la competencia del órgano jurisdiccional, la personalidad de las partes, la vía 
en la que se presenta la demanda; sin embargo en lo referente a personalidad, competencia y 
procedencia de la vía, lo que quiere decir, cumplir con los requisitos que emanan del artículo 67 
del Código de Procedimiento Civil, para presentar de forma efectiva la demanda. 
 
ETAPA PROBATORIA: La fase probatoria se da porque hasta esta etapa el juzgador sólo 
tiene conocimiento parcial y subjetivo de las pretensiones de las partes; por esto es 
indispensable proveer al Juez de una visión objetiva sobre la controversia de intereses. 
 
Vamos a distinguir cinco momentos dentro de esta etapa, que son: 
 
Ofrecimiento de la Prueba: Aquí las partes ofrecen al órgano jurisdiccional los diversos 
medios de prueba con los cuales pretenden constatar lo planteado en la litis, las pruebas deben 
llevar una concatenación con los puntos establecidos en la demanda para que puedan prosperar, 
según lo que manifiesta el Código de Procedimiento Civil en su artículo 116, en concordancia 
con el artículo 121 en el  que se reconoce los medios de prueba, de igual forma en el 
artículo 836 establece un plazo de 6 días para su respectiva presentación los mismos que son: 
Confesión Judicial; Instrumentos Públicos; Instrumentos Privados;  Informes; Dictámenes 
Periciales; Reconocimiento e Inspección Judicial; Testigos; Fotografías, Copias Fotostáticas, 
Registros Dactiloscópicos y, en general todos los elementos aportados por los descubrimientos 
de la ciencia y la tecnología etc.,  demás medios que produzcan convicción en el juzgador. 
Significa entonces que sólo pueden dar fe en juicio las pruebas que cumplan con los siguientes 
momentos: 
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Admisión de la Prueba: en este momento de la etapa probatoria, el Juez califica la procedencia 
de las pruebas ofrecidas, aquí se debe de tomar en cuenta la utilidad de los medios ofrecidos, así 
como el hecho de que se hayan ofrecido en el plazo indicado. 
 
Preparación de la Prueba: participan el órgano jurisdiccional las partes y algunos terceros, se 
da la citación de peritos y testigos, se formulan interrogatorios o pliegos de posiciones, se fijan 
fechas para la celebración de audiencias o diligencias. 
 
Desahogo de la Prueba: este momento se da cuando ya se han ofrecido y admitido las pruebas 
presentadas, según el medio de prueba del que se trate así será el trámite y la naturaleza de los 
actos: preguntas a partes y testigos, cuestionarios realizados a peritos y respuesta de estos; así 
como visita del Juez a lugares mencionados en las pruebas. 
 
Valoración de la Prueba: dentro de esta etapa, como su nombre lo indica el juez valorará las 
pruebas ofrecidas por las partes, como ya se había mencionado deben ser enfocadas a los hechos 
que sean objeto del litigio, en caso de que no se dé de esa forma podrán desecharse de acuerdo a 
lo establecido en el artículo 282 del Código de Procedimiento Civil (C.P.C). 
 
ETAPA CONCLUSIVA: Llamada también pre conclusiva y de alegatos, en esta etapa se dan 
las reflexiones, consideraciones, razonamientos y argumentaciones de las partes; se pretende dar 
una idea al órgano jurisdiccional de lo que se pretende obtener del juicio. Los alegatos se 
pueden dar de forma oral o escrita, la forma oral se efectuará al término de la audiencia de 
pruebas una vez, que todas hayan sido desahogadas, se debe evitar la injuria para la otra parte 
así como tocar asuntos fuera de la litis, en cuanto a las escritas se refiere el artículo 434 del 
C.P.C. establece un plazo de 4 días para presentar alegatos, contándose desde el momento en 
que se da por concluida la recepción de pruebas,  
 
ETAPA RESOLUTORIA: En esta etapa la única actividad se va a dar por parte del órgano 
jurisdiccional, el juzgador o juzgadores en caso de tratarse de un órgano jurisdiccional colegiado 
dictan la sentencia que viene a terminar con el proceso y a resolver el litigio. En esta etapa se 
pueden dar dos instancias, en la primera la sentencia es dictada por el Juez que ha conocido del 
litigio, lo único que le corresponde al Juez es leer, estudiar y analizar las pretensiones de las 
partes así como las pruebas del expediente para posteriormente dictar su sentencia. La segunda 
instancia va dirigida a la Corte Provincial o Tribunal Superior de Justicia mediante la 
presentación de la apelación al  Juez que conoció la causa para la revisión de la sentencia 
previamente emitida por el órgano jurisdiccional de primera instancia, los Magistrados del 
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Tribunal se dan a la tarea del análisis correspondiente, citando posteriormente para la sentencia 
definitiva. 
 
1.2.2.- EN QUÉ CONSISTE EL PROCEDIMIENTO PENAL: 
 
El Procedimiento Penal está dividido en dos acciones dependiendo de los respectivos 
requerimientos que nos da previamente el Código de procedimiento penal, el primero es la 
Acción Penal Pública en el que se divide en cuatro etapas que son: Fase Pre-Procesal, Etapa 
Procesal, Etapa Intermedia, Etapa de Juicio; y la segunda Acción Penal Privada.   
 
En la Acción Penal Pública tenemos la Fase Pre-Procesal de Indagación Previa que inicia con la 
denuncia la misma que sirva para llevar a cabo las investigaciones policiales u otros medios 
legales, tiene una duración de un año, el sujeto procesal principal es el Agente Fiscal, como 
representante de la Fiscalía, esta etapa es de carácter reservado. La Resolución que emana de 
ésta etapa puede ir encaminada en dos sentidos, la primera a que el acto denunciado no 
constituye delito y si dicta la correspondiente desestimación, o los insuficientes fundamentos 
para imputar con la que se dicta el archivo provisional, así como en segundo plano se puede ver 
si hay los suficientes fundamentos para imputar se inicia la Instrucción fiscal. 
 
La Etapa Procesal de Instrucción Fiscal inicia con la Audiencia de Formulación de Cargos en la 
que el Fiscal imputando o procesa al acusado ante el Juez de Garantías Penales; tiene una 
duración de 90 días, con la posibilidad de ampliarla a 30 días más si hay nuevo procesado, esta 
etapa ya no es reservada, dando a entender que se pueden sacar las copias necesarias por las 
partes, de ser necesario, no así la anterior etapa. En la Instrucción Fiscal se miran tres hechos 
fundamentales que son: La descripción del hecho presuntamente punible; Los datos personales 
del investigado; y, Los elementos y resultado de la indagación que le sirven como fundamento 
jurídico para formular la imputación. 
 
La Etapa Intermedia inicia con la Audiencia Preparatoria del Juicio en el cual el Fiscal da a 
conocer su dictamen, el mismo que puede ser Acusatorio o Abstentivo, el primero se da a la 
Existencia de datos relevantes sobre el delito y la participación el procesado, la segunda sobre la 
Inexistencia de los mismos datos, el mismo que puede ser elevado a consulta al Fiscal Superior 
para confirmar la resolución y dictar Auto de Sobreseimiento. En la misma Audiencia se puede 
dictar resolución que puede ser Auto de Llamamiento a Juicio cuando hay existencia de 
presunciones graves y fundadas sobre la existencia del delito y participación del procesado; así 
como puede dictarse Auto de Sobreseimiento Provisional en el cual se ve que hay insuficientes 
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funda elementos para llamar a juicio el mismo que puede ser Provisional del Proceso  con 
suspensión del proceso por 5 años o Provisional del Procesado con suspensión del proceso por 3 
años una vez cumplido estos dos se dicta el Sobreseimiento definitivo. Así como también se 
puede dictar de una vez Auto de Sobreseimiento Definitivo con el que concluye el juicio 
considerando la inexistencia del delito o los indicios no conducen a presumir existencia del 
delito o la configuración de causa de justificación. Existiendo la posibilidad de dictar Autos de 
Sobreseimiento Provisional del Proceso y del procesado en el que se miran los suficientes 
elementos para presumir la existencia del delito pero insuficientes para establecer 
responsabilidad del procesado. Ante todo esto se puede solicitar que se califique la denuncia 
como maliciosa o temeraria; La temeridad está sujeta a pagar Costas, daños y perjuicios, 
mientras que la malicia las costas, daños y perjuicios y delitos tipificados en el artículo 494 del 
código penal. 
 
La Etapa Procesal del Juicio ante el Tribunal de Garantías Penales empieza con la audiencia de 
Juicio la misma que tiene el objeto de comprobar en derecho la existencia del delito y la 
responsabilidad del acusado, en ésta comparecen el Fiscal, el acusador Particular, el Defensor 
del Procesado con las exposiciones iniciales, luego en el mismo orden se presenta los medios de 
prueba  y posteriormente vienen los Alegatos de las partes, concluye la audiencia y se pasa a la 
deliberación del tribunal, posteriormente se dicta la resolución dentro de los 3 días siguientes 
donde se emitirá la sentencia motivada, la misma que puede ser Condenatoria, cuando se 
comprueba la existencia del delito y la responsabilidad del procesado; o Absolutoria, en la que 
se ordena la Libertad Inmediata del Acusado, pues se comprobó que la no existencia del delito, 
no se comprobó la responsabilidad del procesado y la existencias de dudas sobre la existencia 
del delito y responsabilidad del acusado. 
 
En la Acción Penal Privada se da con los delitos establecidos en el artículo 36 del Código de 
Procedimiento Penal, los mismos que se presenta con una Querella, en el que no cabe solicitar 
ni orden de prisión preventiva, ni desistimiento ni perdón del acusado. Posteriormente viene la 
Citación, la Contestación en el plazo de 10 días, se abre la prueba en el plazo de 6 días hasta 
llegar a la Audiencia Final en el que si no comparece el querellante se declara desierta con 
efectos de abandono la acusación y se calificará de maliciosa y temeraria, mientras que si no 
comparece el procesado se continúa con la audiencia en su ausencia.  La presente acción tiene 
como finalidad que el acusador y acusado pueda buscar un amigable componedor, para 
conciliar; Si no hay conciliación, el querellante formalizará su querella y luego declararán a sus 
testigos y sus peritos, posteriormente comparecen al Debate el querellante, el querellado con 
derecho a réplica. Por último se dictará sentencia en el plazo de 4 días de terminada la audiencia 
o debate. 
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Ante la situación planteada cabe indicar que es viene a copilar el Proceso Penal que como ya se 
dijo a su tiempo es una proceso encaminada a encontrar la existencia de un delito y el grado de 
responsabilidad del procesado.  
 
 
1.3.- DESARROLLO HISTÓRICO DEL PROCESO CIVIL EN EL ECUADOR: 
 
En el reparo de conocer los antecedentes del Proceso Civil Ecuatoriano estudiaremos las 
nociones del pensamiento latino conservando sus caracteres generales del proceso romano y al 
mismo tiempo señalaremos alguna influencia del proceso germánico que ha influido en nuestro 
proceso civil. 
 
1.3.1.- EL PROCESO CIVIL ROMANO:  
 
En la historia del Proceso Civil romano  dentro de su primer periodo, se distinguieron dos 
épocas importantes que son: las Legis Actiones y la del Procedimiento Formulario, entre ambas 
épocas se dio dos etapas, la primera donde tiene lugar el magistrado (praetor), quien ejerce 
poderes inherentes a la jurisdicción, y el segundo se desarrolla ante un juez privado (iudex), este 
decidido de común acuerdo por las partes, pero carece de imperium. 
 
La Legis Actiones: Era constituido por formulas orales solemnes que debían cumplirse con 
sujeción a lo que determinaba la ley, consistía en que el actor debía exponer el asunto al 
magistrado en presencia del demandado, este sistema cierra con la contestación, (litis 
contestatio), siendo un método en el que el trueque de las formulas orales aprobadas por el 
magistrado quedaba determinado en presencia de testigos, los límites y el estado de la cuestión 
que se sometía a la decisión del juez privado (iudex), cabe decir que todo este proceso histórico 
era exclusivamente de forma oral. 
 
A todo esto y debido al excesivo formalismo de este sistema y bajo la idea de que no se puede 
confiar en los testigos, ya que en el momento de la contestación no se puede decir fielmente lo 
ocurrido ante el magistrado, se promulga una ley Aebutia, donde se autoriza el uso de una 
instrucción escrita, deja al juez con la  decisión de la causa, pero exhorta a los ciudadanos a 
escoger entre las legis actiones, y estas. Posteriormente probablemente en la época de Augusto, 
se suprime definitivamente el sistema de las antiguas acciones y consagra de manera definitiva 
el procedimiento formulario. (Perez Guerrero, 1984) 
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El Procedimiento Formulario: Se lo llamó así porque las antiguas invocaciones rituales que 
debían hacerse de viva voz y en forma literal, fueron reemplazadas por “fórmulas”, que no eran 
otra cosa sino documentos escritos por parte del pretor. 
 
El procedimiento se dividía en dos fases, llamadas “in iure” (en derecho) e “in iudicium” (en 
justicia).  La cosa era así. Si había un pleito, las partes debían acudir ante el pretor. Este trataba 
de dilucidar cuál era el punto en que las partes estaban en desacuerdo, y en base a eso escribía la 
famosa fórmula. Estas fórmulas eran documentos actuales con formato previo en que se rellenan 
los espacios en blanco. He aquí un ejemplo de fórmula, más concretamente una “intentio in 
rem” (es decir, que el demandante tiene la intención de litigar para recuperar una cosa suya): si 
paret hominem Sthicum ex iure Quiritium Auli Ageri esse (es decir, si resulta que el esclavo 
Stico es de propiedad civil de Aulio Agerio, recuérdese que los esclavos no eran personas sino 
cosas susceptibles de propiedad en el Derecho Romano). Constituye una instrucción escrita, el 
magistrado designa al juez los elementos que debe tener al momento de dictar sentencia, esto es: 
el hecho y el derecho invocados por el actor, perfecciona la “litis contestatio”, y tiene lugar al 
tránsito de una a otra etapa del proceso, en otras palabras el “programa procesal”.  (1984, pág. 
45) 
 
1.3.2.- EL PROCESO GERMÁNICO:  
 
En cambio en este proceso, se tenía una estructura y un objeto muy distinto, era un medio de 
pacificación social, que se hallaba configurado como una lucha entre las  partes, dominado por 
el formalismo, era una forma de oralidad y publicidad prácticamente. El proceso germánico 
tenía lugar ante las asambleas populares, la sentencia que se dictaba eran en comisión de unos 
miembros peritos en derecho, luego en el periodo franco era por jueces permanentes. 
 
Este proceso se desenvolvía de la siguiente manera: se citaba al demandado por el actor, se 
constituía un tribunal, se exponía la demanda de forma oral, se realizaba una invocación a la 
divinidad, el demandado debía contestar  allanándose o negándola. Después la asamblea dictaba 
su sentencia probatoria, el demandado tenía la alternativa de justificarse, probando la razón de la 
demanda, o de satisfacer la pretensión del actor, la prueba consistía en provocar al juicio de la 
divinidad, ósea los pueblos veían la expresión de la divinidad, objeto de la prueba no eran los 
hechos particulares sino las afirmaciones de las partes y los medios de prueba que no estaban 
dirigidos a formar la convicción del juez, sino a buscar la manifestación de la divinidad. Quien 
resistía la prueba del fuego era inocente, porque ese ser supremo le proporcionaba de fuerzas 
suficientes para sobreponerse a los sufrimientos, al juez solo le correspondía decidir a quién le 
tocaba la prueba, por eso la primera parte del proceso terminaba con una sentencia, ésta era 
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definitiva cuando se pronunciaba por la asamblea, después de producida la prueba, y obligaba 
no solo a los litigantes sino a todos los que habían asistido a ella, porque era la verdad absoluta 
revelada al pueblo por la divinidad. (Holguín, 1970) 
 
1.3.3.- EL PROCESO COMÚN:  
 
A raíz de la invasión de los barbaros penetra en Italia el derecho germánico, desplazando el 
derecho romano, aunque en el periodo del renacimiento el derecho romano adquirió nuevamente 
preponderancia, pero no se volvió al proceso romano puro, aquel proceso es conocido como 
proceso común, romano-canónico o ítalo-canónico. 
 
1.3.4.- EL PROCESO AMERICANO:  
 
Se lo conocía como  Proceso de Conocimiento. Está hecho para servir los intereses particulares 
más que los públicos relativos a la composición de la Litis, se da inicio con el pleito entre los 
defensores de las partes, que la dirigen al juez, quien asegura imparcialidad, en el 
desenvolvimiento del proceso, esto solo actúa a petición de parte. Esta manera de actuar y de 
mirar el proceso son importantes, las partes determinan los hechos lo que van a probar y como 
deben hacerlo  priman  los principios de disposición, inmediación y concentración. Las pruebas 
deben actuarse ante el jurado,  el jurado conoce el asunto, y se llega ante el jurado cuando no se 
han solucionado los problemas por anticipado, existen dos formas de la prueba que son la 
testimonial y de confesión. La primera se refiere a los documentos que necesitan por lo general 
ir precedidos de una declaración de admisibilidad por considerárseles pertinentes y dignos de 
apreciación, en la segunda  los testigos deben ser interrogados por los defensores de las partes 
que los presentan, los defensores de la parte contraria también pueden realizar preguntas a los 
testigo de la parte afirmativa, en nuestro lenguaje es conocida como “repreguntas”; todo esto se 
realiza frente al juez y en audiencia pública, en el que el interés procesal prima sobre el derecho 
a exponer la vida privada; en conjunto con la tacha que se puede obtener del propio testigo, que 
puede alterar la resolución del jurado. 
 
Los más importante o el punto céntrico está representado por el debate ante el jurado, la petición 
consiste en que los diferentes órganos resuelvan las cuestiones de hecho y de derecho; es el juez 
quien decide si una situación es de hecho y de derecho, hace una estimación de la suficiencia de 
la prueba, tienen facultad de anular el veredicto del jurado, licenciarlo y convocar a otro debate 
si se encuentra que es contrario al pronunciamiento a la apreciación que se ha formado de la 
prueba. El debate es oral, los defensores exponen el objeto del juicio y lo que se propone probar. 
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Da comienzo quien lleva la afirmativa, es decir, el abogado del actor, el defensor del 
demandado ha de probar los hechos que afirman, y el interviene siempre después del actor, en 
dado caso si la prueba del que afirma no es suficiente, sin considerar prueba contraria, no se le 
pide prueba al demandado. El veredicto necesita de cierto porcentaje de votos, si no es posible 
conseguir dicho porcentaje, los votos se envía al jurado y este procede a un  nuevo debate, este 
ya no necesita motivar el veredicto, ni constituye título ejecutivo, lo es la providencia posterior.  
 
No en todos los estados norteamericanos se rigen por éste proceso, ya que se han desarrollado 
procesos simplificados con diversos procedimientos en el que cada uno de ellos es de ley común 
(common law), es decir, que están integrados por normas supletorias expedidas por las cortes 
estatales, el proceso presupone  la cooperación de las partes, la oposición y el obstruccionismo 
injustificado  provocan la intervención del juez, quien recurre hasta la orden de arresto en contra 
del remiso,  dicha conducta puede llevar a esta a un  fallo adverso, por ejemplo, ante la negativa 
de confesar y exhibir documentos.  
 
El proceso se ha desarrollado con miras a satisfacer el pragmatismo propio del ciudadano 
norteamericano, no existe un tratado de Derecho Procesal  americano, en el que solo se concede 
lugar a la historia y poco o ninguno a la teoría. Un punto difícil de seguir es el relativo a la 
presentación de la demanda, dada la prohibición de insertar en ella conclusiones de carácter 
jurídico, puesto que debe referirse solamente a los hechos, lo que se presta a análisis 
necesariamente incompletos, sujetos por lo mismo a una serie de resoluciones interlocutorias 
que obedecen a una especie de casuística. (Derecho Civil del Ecuador, 1970, págs. 45,55,60 ..) 
 
1.3.5.- PERÍODO COLONIAL EN AMÉRICA:  
 
La colonización dura alrededor de 300 años comienza Siglo XVI y término en el Siglo XIX, es 
España quien trajo su legislación a los países del continente conquistados. En el siglo V en 
Europa se produce la invasión de  los bárbaros Germanos, en el que se rompe el corrompido 
organismo de las legiones de Roma. Conquistan Italia, Francia, España, Inglaterra, y llevan a 
ciertos países sus costumbres e instituciones, en lo jurídico no tenían leyes sino costumbres, 
eran muy desarrollado, en cuanto a la libertad y respeto individual del hombre, de tal manera 
que todo hombre libre tenia Derechos Políticos por medio de asambleas,  la principal propiedad 
eran los bienes muebles, (las armas los caballos para la guerra) practicaban la monogamia con 
excepción a los príncipes; la familia a diferencia de roma estaba constituida por lazos de sangre 
y no por vínculos ficticios de la agnación. La tierra era de propiedad comunal. La casa de hogar 
pertenecía a la familia y no al jefe de la misma. 
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La victoria de los germanos en cuanto al derecho dieron su perfección; adoptaron instituciones y 
leyes como lo referente al testamento tomaron muchos normas y prescripciones romanos; y así 
paralelamente vistieron el Derecho germano y el derecho romano, que recíprocamente se 
confundían en una legislación nacional hibrida y variable a través del tiempo en numerosas 
recopilaciones y cuerpos legales. 
 
En la edad media existe una etapa importante en este proceso jurídico al Derecho Feudal  aquí 
se informa tanto al derecho público y el derecho privado, por que creó vínculos jurídicos y 
militares entre el Señor y el Vasallo; para conservar el Feudalismo, se establecieron las 
instituciones de los mayorazgos y las servidumbre de la Gleba, estos dos tienen que ver con la 
propiedad, las primeras porque inmovilizan la propiedad y la tienen integrado a través de las 
generaciones; mientras que la segunda sujeta a los siervos y sus descendientes a una misma 
propiedad. Hay que señalar que debido a que las ciudades alcanzaban algún desarrollo se crea 
derechos municipales, el derecho eclesiástico y canónico, llegan a tener una excelente 
preeminencia. 
 
Es importante en cuanto a los aspectos inherentes a España. El pueblo romano que conquista a 
España eran los visigodos, ocurrió con la civilización romana; al comienzo cada individuo se 
rigió por su ley personal, los jueces tienen que aplicar el derecho romano y el derecho germano 
según el caso. En el siglo V  se da una colección de normas jurídicas y visigodas denominadas 
Edicto de Eurico y las llamadas Brevario de Alarico para los hispano romanos. Esto ocasiona 
graves injusticias e inconvenientes, por lo que los monarcas visigodos mandan que todos se 
rijan  por una sola ley, en consecuencia Siglo VII abolieron la doble legislación personal y se 
dio el Fuero juzgo o fuero de los jueces y en su sexta parte esto constituido por leyes romanas. 
Fue escrito en latín pero en el Siglo XIII fue traducida, constituye en una ordenación de 12 
libros que contienen preceptos de derecho constitucional, político, civil, penal y procesal, fue 
considerado uno de los mejores complementos de la época.  
 
En el Siglo VIII llegan los árabes a la Península Ibérica implantan sus costumbres cultura, 
sistema política y sus ciencias, permanecen en España durante 7 siglos; en el Siglo XV son 
expulsados definitivamente, la formación jurídica social por los romanos y germanos quedo en 
suspensa en gran parte por el sistema de los árabes, en el siglo XIII después del Fuero Juzgo se 
da el Fuero Viejo de Castilla (ley municipal para la nobleza castellana), los príncipes cristianos 
se vieron obligados a reconocer Derechos Especiales a los pueblos que reconquistaban del 
dominio moro, esos derechos son llamados fueros del mismo  género fuero de Avilés y Oviedo, 
Fernando III y Alfonso X llamado el sabio, deciden unificar la legislación española, es una obra 
importante el primero comienza dicha obra y el segundo concluye con el Fuero Real de 1255, y 
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llega a ser el Código general de Castilla. El Fuero Real se asemeja al Fuero Juzgo y conoce 
asuntos eclesiásticos, civiles, procesales y criminales, se divide en cuatro libros. Luego se hace 
una compilación del fuero real llamado Leyes de Estilo, que si bien no tenían fuerza de ley eran 
utilizados en algunos litigios. Alfonso X da gran importancia a la lingüística, las 7 partidas, 
impone el castellano como idioma oficial y destierra el latín, (cantar de Mío Cid escrito en 
español); en 1348 entran en vigencias estas normas en el reinado de Alfonso XI, las siete 
partidas trata: la Primera Partida sobre: principios generales sobre la ley, la costumbre, el 
derecho canónico; Segunda Partida: derecho público y corporaciones; la Tercera Partida: 
derecho procesal con los modos de adquirir y perder el dominio; Cuarta Partida: trata del 
matrimonio; la Quinta Partida: de las obligaciones y  contratos y derechos comerciales; la Sexta 
Partida: de la sucesión por causa de muerte; y la Séptima Partida: del derecho penal. En 
América tuvo este cuerpo de leyes gran trascendencia y aplicación como derecho común en 
efecto de otras leyes especiales. Al rey Alfonso XI, también se le atribuye el Ordenamiento de 
Alcalá que puso corrección en  la aplicación de fueros y leyes, este estaba primero, luego debió 
aplicarse los fueros de las ciudades, y por último las partidas, posteriormente los reyes católicos 
mandaron hacer una compilación de las mismas con el nombre de Ordenamiento de Montalvo, 
el cual pronto fue sustituido y completado el año de 1505 con la llamada Leyes de Toro; se 
volvió un caos la legislación de España ya que era sumamente difícil conocer lo vigente y lo 
derogado, por lo que hubo la necesidad de realizar una ley que adoptara solo lo vigente, por lo 
que en 1805 se realiza la Novísima Recopilación que conforman cuatro mil veinte leyes 
comprendidas en doce libros que reglan los múltiples aspectos del derecho público y privado, es 
obra de mérito, pero adolece de muchos defectos y de falta de sistema jurídico, dejo vigente los 
códigos anteriores en lo no reglado por ella. 
 
En el cuadro sintético de la legislación peninsular con respecto a América colonial, los reyes 
españoles dictaron normas especiales para sus dominios en lo que respecta al derecho público y 
administrativos y para dar protección a los aborígenes de nuestro continente. Se estableció un 
Consejo Real de Indias, y por su intermedio se expidieron esas normas jurídicas especiales, 
conocidas con el nombre de Reales Cedulas. En 1680 se hace una recopilación de dichas 
cedulas, y fue con el nombre de Recopilación de Leyes de los Reinos de las Indias. En lo que 
respecta a América, la Recopilación de  Leyes de Indias se aplicó en primer lugar, y solo en 
defecto de ella, se seguían las leyes españolas. (Derecho Civil del Ecuador, 1970, págs. 
80,87,90) 
 
Hubo necesidad de que pasaran dos mil años 20 siglos desde los principios del derecho romano, 
como es decir desde el primitivo derecho consuetudinario y luego las 12 tablas y todo el 
historial romano clásico y moderno hasta el español, igualmente con todo el camino recorrido 
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de la legislación española pasando por las leyes de burgos, Alfonsina etc. hasta el siglo 15 que 
España llega América e implanta junto con el derecho eclesiástico, o canónico la disposiciones 
legales con las que gobernó más de  trescientos años al continente americano, incluido el 
ecuador, legislación a la que se suma a la que viene del mundo germánico y francés a través de 
los postulados revolucionarios de 1789. 
 
1.3.6.- LA VIDA JURÍDICA DEL ECUADOR:  
 
Demos un breve resumen dividiendo al vivir jurídico de la Republica, en tres etapas importante: 
el Pre-incario y el Incario; la Colonia y la Republica; en el primero, normas de derecho 
rudimentarias, estudios medios o superiores del salvajismo, pueblos primitivos que no existen 
leyes escritas, no hay jueces para resolver, solo en una época cercana a la conquista incásica, 
mediante el empleo de piedrecitas, aquí es la fuerza la fuente de los derechos; en la dominación 
incásica, se encuentra lo que se conoce como el derecho consuetudinario, la organización del 
Incario fue las más perfecta de las que tuvieron los pueblos americanos pre-coloniales, las 
normas era en su mayoría de índole penal, ya que en materia civil acuerdo a como estaba dada 
la propiedad no era de mayor atención, castigaban los vicios y existían ya jueces paras ello, 
existían leyes, y a esa leyes se las conserva en la que se le denominaba los “quipus” y tenían un 
gran adelanto comparado con los de Grecia. Durante la Colonia rigieron las leyes de España, 
tiene un carácter significativo e imborrables dentro de la Republica, etapa en la que los 
conquistadores traen al ecuador sus costumbres y leyes, que las impusieron en tanto duro sus 
dominación, esa leyes como habíamos dicho estaban en lo que se denominó “Recopilación de 
Indias” y mostraban concepciones jurídicas de la madre patria. La Confederación Gran 
Colombiana  se disolvió el año 1830, desde entonces hasta hoy el derecho ha adquirido nuevos 
cauces, bajo el impulso democrático y la inspiración de las conquistas libertarias. Una Asamblea 
del pueblo de Quito, el 13 de mayo de 1830, acordó que el Distrito del sur se erigía como un 
estado independiente, separándose de la Nueva Granada, el 11 de Septiembre de 1830, Este era 
el derecho civil que rigió en el ecuador durante la colonia, luego se da el periodo de la 
Independencia. Desde antes del nacimiento de la República, pues data de 1821 cuando se expide  
la Constitución de Rosario de Cúcuta de ese año y se establece el Poder Judicial. Será la Ley 
sobre la Organización de los Tribunales y Juzgados de 12 de Octubre de 1821 la que 
determinará la existencia de una Corte Superior de Justicia en la ciudad de Quito,  en la cual, en 
lo que toca nuestro estudio, se declara en el Art. 188, que quedan “en su fuerza y vigor las leyes 
que hasta aquí han regido en todas las materias y puntos que directa o indirectamente no se 
oponga a esta constitución, ni a los decretos y leyes que expide el congreso”, y en el Art. 179 
“se prohíbe la formación de mayorazgos y toda clase de vinculaciones”. Esta disposición se  
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repite en el Art. 150 de la constitución dada en Bogotá en abril de 1830, año en el cual el 
Ecuador se separa de la gran Colombia para formar una república independiente en Ambato. 
Cuya primera constitución se sanciona como ya se había mencionado en septiembre del mismo 
año. En todas estas constituciones su aspiración máxima: la garantía de las libertades y los 
derechos ciudadanos, especialmente en 1906, que consagra los famosos principios que fueron la 
bandera de la lucha de los revolucionarios y de la  fiebre libertaria de ideologías de Francia del 
89. En este sentido veamos a continuación como se da el proceso o procedimiento del Ecuador. 
 
1.3.7.- EL PROCESO EN EL ECUADOR:  
 
En el periodo republicano hasta 1860 no hubo muchas innovaciones, debido a que es 
interminable las insurrecciones no daban lugar a un verdadera construcción sistémica y 
duradera, reformas incoherente y aisladas se daba de vez en cuando en el campo jurídico, sobre 
todo en materia de procesal, debido a esto en el año de 1837 el Gobierno y el Senado Delegaron 
al Dr. José Fernández Salvador para que trabajare en un proyecto de Código Civil, en 1857, la 
Corte llega a conocer el Código Civil Chileno, obra del Venezolano Don Andrés Bello, que le 
pareció perfectamente aceptable para el Ecuador, por eso la Comisión una vez revisado dicho 
código toma la decisión de adoptar dicho código. Para el señor Bello la fuente inspiradora para 
redactar un Código muy bien elaborado fue el Código Napoleón, obra máxima de derecho 
francés, que han influido en todas las legislaciones modernas, luego naturalmente el Derecho 
Romano, después la Legislación Española, especialmente las siete partidas, se hicieron varias 
reformas una de ellas que es de nuestro interés, es la del año 1867 sobre computo de tiempo 
para determinados efectos jurídicos. El plan del Derecho Romano era el de Personas, Cosas y 
Acciones y en este se comprendía tanto lo sustantivo, el derecho, cuanto lo adjetivo, el 
reconocimiento de ese derecho en juicio, que  son asuntos netamente de derecho procesal. El 
proceso se inicia con Rocafuerte en la Convención Nacional de Ambato, manifiesta que para 
Salir de un régimen monárquico, sería acertado seguir el ejemplo de Bolivia y abandonar la 
legislación Española, adoptar los códigos civiles, criminales, y de PROCEDIMIENTO, que se 
encontraban en vigencia en el Alto Perú, manifiesta también que en guayas ya  se abolió la 
ordenanza de Bilbao y se reemplazó con un código de comercio. En el mensaje de 1837 al 
Congreso Ordinario, el presidentes insiste ver hacia Bolivia, para de esa manera se pueda 
organizar nuestra administración de justicia, dice que se deba terminar y continuar la discusión 
del Código Civil y del Criminal que dejo pendiente el congreso del año 1833, y el ejecutivo 
nombro una comisión compuesta de tres jurisconsultos para que revisen el código civil y penal 
de Bolivia, y que sea el Ministro del Interior que presente su informe, en 1839, da un nuevo 
mensaje quejándose del estado de anarquía al igual que la imparcialidad de justicia; mas en 
1841 parece haber cambiado en mucho la situación descrita por Rocafuerte ya que el General 
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Juan José Flores manifiesta que la administración de justica es muy acertada, que tal vez es 
lenta y perezosa por ser sus primeros pasos.  
 
En 1853 Urbina solicita al Congreso de ese entonces que la notificación de la demanda al reo no 
constituya solemnidad sustancial que anule el proceso. 
 
En 1886 Caamaño pide el aumento de jueces en los órganos jurisdiccionales, cita el caso del 
juez Letrado del guayas, que en su despacho tenia mil quinientas causas. 
 
En 1974 el 11 de septiembre, se  promulgo la nueva Ley Orgánica de la Función Judicial. En 
consecuencia la Corte Suprema tiene la atribución de ver el número de jueces que han de actuar 
y a los lugares donde han de ir a ejercer el cargo. Establece la Carrera Judicial, la Caja Judicial, 
y sobre todo la Policía Judicial. Por primera vez se habla de los doctores en Jurisprudencia y de 
los Abogados, esta ley en cuanto a lo procesal cabe anotar que la competencia de los Tenientes 
políticos alcanza para conocer de las causas civiles cuya cuantía no pase de un mil sucres y se 
borra la clasificación jerárquica de jueces cantonales y jueces provinciales. 
 
Antonio Flores en 1892, se queja de lo tardío que puede ser los procedimientos judiciales 
llegando a ser un verdadero peligro; al respecto Luis Cordero, en su mensaje de 1896 asegura la 
rectitud y la integridad de las autoridades del Poder Judicial. 
 
En 1896, Eloy Alfaro manifiesta que el servicio judicial ha venido siendo una llaga social 
gangrenosa, igual habla del juez honrado que están sujetos a guiarse de  leyes tenebrosas, por lo 
que termina proponiendo el sistema de arbitraje para cuestiones civiles, a fin de favorecer al 
litigante que es honrado. En 1901 año en el cual existían jueces muy lejos de merecer el cargo 
que desempeñan y termina afirmando que la administración de justicia es deficiente. 
 
En un mensaje del año 1903 Leónidas Plaza denuncia lo anticuado de la legislación, la 
insuficiencia en materia civil, busca a través de la democratización en la elección de 
funcionarios y jueces quiere procedimientos sencillos, a fallos inmediatos. 
 
Dentro de los datos importantes del desarrollo histórico de proceso civil, la convención 
Nacional de 1846 reunida en Cuenca, nos dio un ensayo del código de Enjuiciamiento Civil, que 
sufrió algunas reformas. 
 
En la Convención Nacional de 1869 conformo el embrión de la Legislación Procesal, el código 
editado en 1871 lo tenemos en solo libro se lo tiene en un solo libro conjuntamente con la 
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segunda edición del C.C. donde se ha tomado algunas disposiciones de los códigos Peruano, 
Argentino y la Ley de enjuiciamiento de España. Código que fue reformado muchas veces. En 
1878 sale una  nueva edición que fue redactada por la Corte Suprema de Justicia, donde se 
deroga aun en la parte que no tenían todos los demás códigos antes indicados, también se dice 
que para una nueva edición se haga en los lugares correspondiente. Ignacio de Veintimilla 
expide el nuevo código de enjuiciamiento civil, donde en su primera página señala como texto 
oficial en la Republica desde el 1ro de abril de 1882, las ediciones siguientes iban recogiendo e 
incorporando las sucesivas reformas. Mediante decreto de 19 de febrero de 1900, Eloy Alfaro 
declaro vigente la edición de 1900, con arreglo a leyes de 11 de noviembre de 1904 y 19 de 
octubre de 1905, la Corte Suprema de Justicia  público la edición del código de 1907, vino 
luego por parte de la Academia de Abogados de Quito la edición de 1917, y este último con 
reformas en los años: 1921, 1925, 1927, 1928, 1934. 
 
A partir de  1917 donde se desenvuelve el derecho positivo en el ecuador. El Congreso Nacional 
encargo a la Academia de Abogados de Quito, el 30 de septiembre de 1912, la revisión de los 
códigos de la Republica y de estos debía hacerse una nueva edición, el presidente Baquerizo 
Moreno donde encarga la nueva edición en enero d 1917, y entra en vigencia el 1ro de agosto 
del mismo año, (constaba de 1085 artículos), dentro de esta edición se da muchas reformas pero 
es importante anotar la correspondiente a nuestro tema de estudio, y es de gran importancia la 
reforma de 1921, donde se toca el artículo 498, donde contenía el trámite para la demandas 
donde la acción principal no debiere exceder de los sesenta sucres, es decir eran de mínima 
cuantía y llevaba la siguientes características, Citación personal o por tres boletas al demandado, 
ordenándole comparezca dentro del segundo día, de no comparecer se declara la rebeldía, y fallo 
por las pruebas del actor. Si comparece y se excepciona a la demanda, tiene tres días perentorios 
para pruebas y tachas, y sentencia, nada se daba por escrito, ni formación de expedientes; 
obligación del juez de consignar en el libro de Resoluciones, en sustancia, el objeto de la 
demanda, las pruebas si las hubo, y la sentencia, ningún recursos era procedente con 
excepcional de la queja (hoy conocido como juicio de indemnización). Como vemos en este 
código se nota el proceso actual donde se establece términos para las partes del proceso, y 
sumamente rápido, ya que era de manera oral. Lo escrito lo registraba el juez en el libro de 
resoluciones. El juez también era escribano, la función que hoy la cumplen los secretarios, (las 
funciones se las dividían con los notarios denominados notariales, y con los secretarios del 
juzgado denominados actuariales). Pero en cuanto a este sentido la reforma del 1921 da un paso 
atrás, con lo que era el proceso antes de la reforma, porque ya no tendría nada de oral si no que 
se establece el expedientillo en papel común, pues ya no tenía que comparecer el demandado, 
sino su contestación, sin embargo el legislador no quiso dar la impresión de algo regresivo, lo 
que orden dejo de serlo, en el fondo de la reforma es fácil encontrar desconfianza de la 
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capacidad del órgano jurisdiccional para dirigir un proceso oral, y afianza al proceso escrito, y 
se quiso emprenderé un camino de derrota hacia la oralidad, y solo conservarla en una 
fiscalización de la parte litigante sobre el juez. El art 12 de la reforma de 1925, volvió a dar al 
art. 498 nueva redacción, excluyendo la facultad de presentar solicitudes verbales. El intento de 
juicio oral en lo civil se volvió frustrado. 
 
Con etas  reformas hubo de ser redactados en el año de 1938 el nuevo código, al que se le llamo 
de Procedimiento Civil, quedando abandonada la antigua legislación denominada de 
Enjuiciamiento. 
 
La historia de nuestro derecho adjetivo en materia civil siguió la reglamentación de España 
hasta 1846, donde se dicta la primera ley de Enjuiciamiento Civil, pese a ver sido ya un estado 
independiente, y luego de largo tiempo ya en el año de 1938 con nuestro código de 
Procedimiento Civil, en sus primeros pasos se han  dado múltiples reformas una de ellas el de 
acortar los términos en materia civil donde se procura remediar la lentitud de la administración 
de justicia con tramites breves con el verbal sumario, o la audiencia de conciliación antes de la 
prueba, una vez trabada la litis. Actualmente debido a la acumulación de procesos, debido al 
aumento de la población, se crea un proceso de reestructuración de la Función Judicial,  para dar 
una solución a la  duración de los juicios, creando salas especializadas  para tratar asuntos 
referente a dos de los libros del Código Civil, sin embargo desde todos los tiempos ha venido 
sufriendo el que solicita justicia este tipo de eventualidades y retardaciones, que serán 
solucionables si  acataran los encargados de Administrar justicia (Jueces) los códigos que 
determinan la sanción para el incumplimiento, de las causas que llegan a su conocimiento, como 
lo veremos más adelante. 
 
1.4.- FUNCIÓN DEL PROCESO: 
 
La idea de proceso solo se explica por su fin. El fin del proceso es el de dirimir el conflicto de 
intereses sometidos a los órganos de la jurisdicción. 
 
El proceso satisface al mismo tiempo, el interés individual comprometido en el litigio, y el 
interés social de asegurar la efectividad del Derecho mediante la obra de la jurisdicción. En 
consecuencia el proceso cumple una función privada y otra pública. 
 
Función Privada del Proceso: La primera de todas las concepciones sobre la naturaleza del 
proceso debe ser, pues una concepción eminentemente privada: el derecho sirve al individuo, y 
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tiende a satisfacer sus aspiraciones. Si el individuo no tuviere la seguridad de que existe en el 
orden del derecho un instrumento idóneo para darle la razón cuando lo tiene y hacerle justicia 
cuando le falta, su fe en el derecho habría desaparecido. 
 
Configurado como una garantía individual, el proceso (civil o penal) ampara al individuo y lo 
defiende del abuso de la autoridad del juez, de la prepotencia de los acreedores o de la saña de 
los perseguidores. 
 
Función Pública del Proceso: En un trabajo contemporáneo se afirma que para el proceso civil 
como institución está en primer lugar el interés de la colectividad, ya que sus fines son la 
realización del derecho y el afianzamiento de la paz jurídica. El particular puede ocupar el 
tiempo y las energías de los tribunales estatales solamente y en tanto que para el exista la 
necesidad de tutela jurídica. 
 
 
1.5.- DÍAS Y HORAS HÁBILES SEGÚN LA LEY: 
 
El tiempo es un requisito del cual depende la pérdida o la adquisición de derechos, 
GUERRERO A., dice “Los Plazos y términos están regidos por el calendario, que es institución de 
cultura universal. El sistema vigente se llama gregoriano en honor a Gregorio XII, quien rectifico el 
llamado calendario Juliano, porque los errores de tiempos acumulados desde la creación de este último, 
llegaban en el siglo XVI a diez días. El calendario gregoriano establece que el año se compone de 
trescientos sesenta y cinco días; cada cuatro años se añade un día intercalar al mes de febrero; cada 
cuatrocientos años se suprimen tres intercalaciones. El año, que mide el tiempo de una traslación 
terrestre en torno del sol, se dividen en doce meses: siete de treinta y un días, cuatro de treinta  y uno, el 
de febrero, que tiene veinte y ocho días, o veinte y nueve, en los años en que se hace la intercalación 
indicada. El mes lo dividían los romanos en tres partes llamadas Kalendas, nonas e idus, y la semana 
eran de ocho días. El día señala el tiempo de rotación de la tierra entorno de su eje, y se lo divide en día 
propiamente dicho, mientras el sol está en el horizonte, y noche, cuando ya no está. Los romanos 
dividían el día en doce horas y la noche en otras tantas, donde resultaban que las horas del día eran 
mayor o menor duración que las de las de la noche, según la época del año, es decir, según el día fuera 
más o menos largo. Actualmente se divide el día entendido por tal también la noche- en veinte y cuatro 
horas; la hora en sesenta minutos y el minuto en sesenta segundos”. (Perez Guerrero, 1984, pág. 404) 
Actualmente Se mide según el calendario aceptado por las naciones occidentales, se divide en 
horas, días, semanas, meses y años, refiriéndonos a los meses y años, son desiguales por que se 
aplica las leyes astronómicas, es por ello la razón del cual se tenga meses de 30 y 31 días, sin 
contar el mes de febrero que tiene 28 días, los años tienes 365 y 366 días, el último llamado 
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también bisiesto. El día se compone de dos partes también desiguales esto debido a las 
estaciones, el día propiamente dicho en que el sol se conserva en el horizonte y la noche; el día 
civil es el espacio de tiempo que va de media noche a media noche; el computo civil se hace 
entonces hasta la media noche del  último día del plazo; los plazos de días, meses y años deben 
ser siempre completos; el día se divide en horas, un día tiene veinte y cuatro horas, por lo que 
los actos realizados dentro de cualquier hora del día por regla general se entenderá efectuado en 
ese día, según lo expuesto no cabe plazo de horas, los derechos nacen o expiran a la media 
noche por haberse señalado ese instante como terminación del día e iniciación del siguiente. 
Según la ley en el artículo 34  C.P.C. manifiesta que: “Cuando se dice que un acto debe ejecutarse 
en o dentro de cierto plazo, se entenderá que vale si se ejecuta antes de la media noche en que termina el 
último día del plazo; y cuando se exige que haya transcurrido un espacio de tiempo para que nazcan o 
expiren ciertos derechos, se entenderá que estos derechos no nacen o expiran sino después de la media 
noche en que termina el último día de dicho espacio de tiempo”. (Civil, 2012, pág. 16) 
 
Al tiempo se lo puede clasificar en el campo procesal en tiempo hábil y tiempo inhábil, dentro 
del tiempo hábil también se debe distinguir las horas hábiles y las horas inhábiles, de esta  
manera se podrá establecer los límites para ciertas diligencias. Es por esta razón que existen las 
nociones de plazo y término que en el siguiente capítulo analizaremos detenidamente.  
 
Los días hábiles, también denominados días laborables, son discontinuos  donde no se cuenta 
los feriados,  son días hábiles lunes, martes, miércoles, jueves, viernes. Aquí opera los términos, 
(periodo de tiempo que concede la ley); el Código Orgánica de la Función Judicial, manifiesta 
que son deberes de los servidores públicos cumplir la semana de  trabajo de cuarenta horas de 
trabajo en jornadas de 8 horas diarias a estos horarios se adecuara la práctica de las diligencias 
judiciales y con descansos los días sábados, domingos y feriados, regirá también para la función 
judicial el traslado de días festivos que se hicieren de conformidad con el decreto que dicte la 
Presidenta o el Presidente de la república. Los tribunales y juzgados podrán expedir sus 
providencias en cualquier  hora del día. Fuera de los días y horas hábiles no se podrán práctica 
diligencias judiciales, salvo algunas excepciones. Pero no por eso podríamos decir que solo en 
el horario de los funcionarios corre un término, si se dictara una providencia dándole un término 
de tres días, se entendería por terminado hasta la media noche del último día, y solo se contara 
los días laborables, de lunes a viernes. Pero si se dictare un plazo de 30 días, se terminara 
también hasta la media noche del último día del plazo, pero se contara los días continuos, o 
denominados no hábiles,  son continuos por que se cuentan todos los días, de lunes a domingos 
incluidos días de fiesta o feriados. 
 
 
29 
 
1.6.- SEÑALAMIENTO DE HORA Y DÍA EXACTO: 
 
Una vez que hemos  explicado los días y horas hábiles, hemos manifestado que dentro de estos 
días los tribunales y juzgados laboran en una jornada de ocho horas, los funcionario tienen 
como actividad  proveer de mejor manera,  con la finalidad de resolver mejor, de tender a la 
verdad, de intentar adecuar la resolución ultima a la realidad del asunto debatido,  dicta 
providencias conocidas como despachos dentro del proceso, donde señala días y horas para 
cierto tipo de diligencias, manifestadas anteriormente será dentro del horario laboral que tienen 
los auxiliares de los respectivos juzgados, como regla general la eficacia de los actos procesales 
dependen de su realización en el momento oportuno, en donde se señalara un día exacto, y una 
hora que no deberá excederse sino hasta los 10 minutos que determina la ley para la espera,  
donde se procederá con la diligencia anunciada en la providencia; ejemplo, si dentro de una 
providencia emitida por un juzgado, manifiesta que una vez citada la parte demandada se lleve a 
cabo la Audiencia de Conciliación y Contestación a la Demanda  el día Martes (día exacto), a 
las 9H30, (hora exacta), notificadas que sean las partes con esa providencia, se entenderá que 
deben estar en ese día y hora señalado, y las auxiliares del juez deberán esperar a cualquiera de 
las partes a dicha Audiencia de acuerdo con lo que determina la ley que serán hasta las nueve  
horas con cuarenta minutos, en caso de no comparecencia a esta diligencia después de los 10 
minutos de espera, el juzgado no suspenderá dicha diligencia, si no que seguirá con la 
Audiencia y declara la rebeldía de la parte que no asistió. 
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CAPÍTULO II 
 
LOS PLAZOS Y LOS TÉRMINOS EN LOS PROCESOS CIVILES. HISTORIA  
APLICABILIDAD E INCUMPLIMIENTO. 
 
 
Los procesos se desenvuelven de acuerdo a ciertos lineamientos de lapsos de tiempo, los que el 
código de procedimiento civil y la doctrina los denomina PLAZOS Y TERMINOS, es decir que 
las diligencias y actos procesales tienen que cumplirse  y verificarse dentro de los lapsos y 
tiempos que prevé la norma jurídica procesal. A continuación en este capítulo veremos cada uno 
de ellos: Que son plazos, que son los términos, su clasificación en la doctrina y en la ley 
procedimental, el incumplimiento de cada uno, un análisis socio jurídico de los plazos y 
términos, que señala el Código Orgánico de la Función Judicial. 
 
2.1.- HISTORIA:  
 
En la naturaleza y en la sociedad todo se halla en estado de perenne movimiento y cambio 
constante, como algo que se renueva y se desarrolla incesantemente y donde hay siempre algo 
que nace y se desarrolla y algo que muere y se caduca, el caso es que el tiempo no se detiene. El 
tiempo es la duración de las cosas; y para que se entienda esta durabilidad material es necesario 
que exista quien palpe esa realidad, la mente que razone: ese es el hombre y este a su vez debe 
estar dentro de un esquema de orden como dice  Couture: “En el proceso el tiempo no solo es oro, 
sino algo más, Justicia.” 
 
2.1.1.- QUE SON PLAZOS  QUE SON TÉRMINOS: 
 
La seguridad jurídica no solamente es un principio constitucional de importancia (Art.82 CRE), 
sino que constituye uno de los  valores fundamentales en los que se asienta la convivencia 
social; en definitiva todas las personas tienen interés de saber a ciencia cierta cuáles serán las 
consecuencias de tal o cual acto y, especialmente, sobre los derechos y obligaciones 
reconocidos y garantizados en la ley y en la Constitución. En este sentido uno de los aspectos de 
mayor relevancia es el del tiempo en que se debe cumplir determinadas obligaciones o, en el 
que se extingue la posibilidad para realizar tal o cual acto. Es por esta razón que existen las 
nociones de plazo y término, que permite conocer cuáles son los periodos o épocas en que 
deben operar determinada actuación. 
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2.1.2.- CONCEPTO DOCTRINARIO:  
 
El plazo o término indica el momento desde el cual se inicia o finaliza la eficacia del acto 
jurídico. 
 
El Plazo: como modalidad es el evento futuro y cierto de cuyo acaecimiento se hace depender 
el nacimiento, la exigibilidad o la finalización de los efectos del acto jurídico. 
 
El acto jurídico a plazo es aquel en que la voluntad de las partes quiere que los efectos no se 
produzcan o no sean exigibles sino desde o hasta que llegue un acontecimiento futuro y cierto 
por ellas fijado. Ejemplo  A vende a B un inmueble pactándose que el contrato quedará 
perfeccionado el día 30 de un mes  próximo, fecha en que el vendedor A entregará el bien al 
comprador B. Aquí se difiere el nacimiento de la relación jurídica obligacional que se producirá 
solamente a partir del vencimiento del plazo. 
 
Se aprecia de estos ejemplos que el plazo influye o bien en el nacimiento de la eficacia del acto 
(o sea en la producción de los efectos que le son propios), o bien en el ejercicio de los derechos 
y el cumplimiento de las obligaciones, ya producidos, o bien en la duración de la eficacia. 
 
El acto jurídico es eficaz cuando produce los efectos que son propios consistentes en crear, 
regular, modificar o extinguir relaciones jurídicas. Por ejemplo, el contrato es fuente de 
obligaciones y de los correlativos derechos de las partes; el conjunto de derechos y de 
obligaciones que nacen del contrato constituyen, precisamente, la relación jurídica contractual. 
Cuando el acto es eficaz, las partes están facultadas para el ejercido de los derechos y el 
cumplimiento de las obligaciones de él derivados.  
 
El plazo tiene por función, no de suspender haciendo incierta la eficacia del acto, sino de diferir 
o limitar en el tiempo los efectos del acto jurídico. 
 
Plazo  remite a un espacio de tiempo amplio enmarcado en determinados días, meses o años 
dentro del cual el interesado el juez o la Administración puede elegir el momento de llevar a 
efecto la correspondiente actuación jurídica, sustantiva o formal. 
 
El Término: Se denomina término a los extremos (inicial o final) del plazo. El término es el 
momento (o fecha) en que comienzan o concluyen los efectos del acto. El plazo es el lapso, y el 
término el momento inicial y el momento final de ese espacio de tiempo. Sin embargo, en la 
doctrina predominante, las palabras plazo y término se usan como sinónimas. Al referirse al 
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derecho comparado, Eduardo J. Couture señala que “En las terminología española habitual, las 
palabras de plazo y termino se utilizan indistintamente. No ocurre lo mismo en el derecho alemán, en que 
el termino es el conjunto de días que se separan de un momento dado (una audiencia) y plazo el margen 
del tiempo dentro del cual se puede realizar los actos” (Couture, 1976, págs. 174,175) y, a si mismo 
manifiesta que “Los Plazos son, pues, los lapsos  dados para la realización de los actos procesales” 
(1976, pág. 174), las relaciona también con obras de Barbosa de Magalhaes, De la Peña, 
Rivarola y otros.- “durante ellos. –Dice- deben satisfacerse las cargas si no se desea soportar las 
cargas si no se desea soportar las consecuencias enojosas del incumplimiento. El tiempo crea modifica y 
extingue también los derechos procesales concretos” (1976, pág. 174). 
 
“Según Escriche  es el espacio de tiempo que se concede para hacer alguna cosa o evacuar algún acto 
judicial…Plazo, medida de tiempo establecida en la ley, fijada por los jueces o convencida por las 
partes, para realizar dentro de ella los actos procesales o para separar un acto procesal de otro”.- 
(Troya, 1978, pág. 377)  como ya había dicho el concepto solo se vislumbra a la cuestión 
adjetiva, y este autor toma explicaciones más acentuadas en la temática: “….El termino judicial 
es el tiempo en que un acto procesal debe llevarse a cabo para tener eficiencia y validez legales. Por 
dilación; termino de las actuaciones o plazos se entienden el espacio de tiempo que se concede a los 
litigantes para evacuar algún acto judicial”…siguiendo al mismo autor dice: que según  “Escriche es el 
espacio de tiempo que se concede para hacer algún acto judicial”… “Pallares sienta respecto a la voz 
termino un concepto digno de tomarse en cuenta “El termino judicial es el tiempo en que un acto 
procesal debe llevarse a cabo para tener eficacia y validez jurídica” (1978, pág. 377) 
 
El término es el momento en que debe realizarse un determinado acto, cuando debe originarse 
una determinada actuación jurídica. Por ejemplo, cuando un interesado fue citado, con los 
requisitos que la ley exige, para comparecer personalmente ante un determinado órgano público, 
deberá hacerlo a la hora que se le haya indicado, esto es, con puntualidad horaria; que también 
se debe exigir al funcionario que haya de recibirlo y, en su caso, extender la diligencia 
correspondiente. Se trata, por tanto, de momentos definidos por un día y una hora determinados 
para actuaciones puntuales en el proceso (y así se hace cuando se cita a las partes o a los 
testigos, peritos y demás intervinientes en los procesos y procedimientos). Términos y plazos 
son conceptos que se refieren al enmarque en el tiempo de las actuaciones jurídicas y por ello su 
regulación se efectúa tanto en normas sustantivas, como en normas  procesal. 
 
2.1.3.- CONCEPTO LEGAL:   
 
De manera expresa en nuestra  ley  se habla de “Plazo.”, y no de “Termino”, de manera que solo 
se debe entender Plazo de manera general, porque así se dicen  en los artículos 33, 34,35, del 
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Título Preliminar de nuestro Código Civil, que a más de indicar lo anotado, explícitamente 
indica todos los días, sin diferenciarlos de ninguna manera, El plazo puede concebirse como el 
plazo del acto jurídico que es un elemento accidental que indica el momento temporal en que 
comienzan o terminan los efectos de un acto, y como el plazo de la obligación para referirse al 
momento en que ha de llevarse a cabo el cumplimiento de una obligación determinada.. Al 
desarrollar  el tema de las Obligaciones a Plazo, en el Título V del libro Cuarto del Código Civil 
Ecuatoriano. El Art. 1510 manifiesta lo siguiente: “El plazo es la época que se fija para el 
cumplimiento de una obligación y puede ser expresa o tácito…”.- así expuesto, diremos que es 
una  medida de tiempo, el artículo trata de la manera de computar los plazos; pero no da el 
concepto de plazo, impuesta por las leyes.- Medida de tiempo que está dada por años, meses, 
días, horas,  según lo que manifiesta el artículo 33 de nuestra ley sustantiva. Y según lo 
explicado en el Capítulo I de este trabajo investigativos. Hay que añadir,  no obstante, que el 
plazo en las relaciones jurídicas no afecta generalmente al derecho ósea a su existencia o 
extinción, sino a su cumplimiento o exigencia,  por eso  el Código Civil toma en cuenta al plazo 
en el libro de las obligaciones, y los califica como una época en que una obligación debe ser 
cumplida. Ejemplo, en un préstamo, que se da a un mes plazo, el plazo no significa que el 
derecho del crédito no va existir sino dentro de un mes o que va extinguirse cumplido que sea; 
no, el derecho existe desde el primer momento y el plazo solo significa que la obligación o pago 
debe ser cumplida dentro del lapso dicho, con la pena de que el acreedor pueda proponer las 
acciones judiciales correspondientes.  
 
En cuanto a las relaciones jurídicas debemos considerar que el tiempo puede ser considerado sea 
como prioridad, o ya como transcurso. Si se trata de prioridad del acto jurídico según en 
relación con otro, tiene importancia aun las fracciones de tiempo; pero si se trata de duración –
plazo- entonces se considera solo el periodo denominado día, y no omite tomar en cuenta las 
horas los minutos etc., Ejemplo claro de esto es: es necesario decidir quién tiene el dominio de 
un bien inmueble vendido a varias personas, sería menester, en nuestro sistema de tradición, 
averiguar cuál de los compradores obtuvo primeramente la inscripción de su título de dominio: 
ese será el dueño aunque la inscripción posterior –de haberla- se haya producido después de un 
minuto por así decirlo de la primera. Pero si se considera cuando será exigible una deuda 
contraída las siete de la mañana del día primero de febrero y con el plazo de dos días, no se 
consideraran las horas transcurridas desde las siete de la mañana hasta las doce de la noche del 
mismo día y habrá que resolver que la deuda es exigible desde la primera hora del día cuatro de 
febrero y no desde la siete de la mañana del tres. Siguiendo el mismo Art. 33 CC, en su  inciso 
primero, dispone que el plazo correrá hasta la media noche del último día del plazo, en nuestro 
ejemplo seria hasta la medianoche del día tres de febrero. En la vida práctica sería difícil 
complicarnos en probar la exactitud la hora el minuto en que comienza un término hasta saber 
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qué hora y que minuto concluye, la regla legal evita todas estas dificultades; y los juicios y 
discrepancias correspondientes. Estas reglas se aplican tanto en los plazos señalados en las leyes 
cuanto a los fijados por las autoridades y juzgados. En lo procesal la importancia es máxima, 
porque un derecho no ejercido durante el término señalado, no puede ejercer después. Las reglas 
contenidas en los incisos del artículo que se comenta, son claras y tienen el mérito de establecer 
una sola norma para todos los casos en que hay que considerar plazos y términos. Si se trata de 
plazos de días, de acuerdo al inciso serán hasta la media noche del último día del plazo; si de 
meses o años, se cuenta de fecha a fecha igual, aunque resulte que el mes tenga veinte y ocho, 
veinte y nueve, treinta y treinta y un días, o el año tenga trescientos sesenta y cinco o trescientos 
sesenta y seis días; si la fecha en que tiene mas día que aquel en que ha de terminar el plazo, el 
último día de plazo ha de ser el último día de este segundo mes: así una obligación suscrita el 31 
de enero a un mes plazo terminara el 28 0 29 de febrero, porque este mes tiene como último día 
el 28 0 29 , son generales. 
 
Siguiendo el análisis de los artículos pertinentes a plazo. El código civil en su art 34 manifiesta 
que “Cuando se dice que un acto debe ejecutarse en o dentro de cierto plazo, se entenderá que 
vale si se ejecuta antes de la media noche en que termina el último día del plazo; y cuando se 
exige que haya transcurrido un espacio de tiempo para que nazcan o expiren ciertos derechos, se 
entenderá que estos derechos no nacen o expiran sino después de la media noche en que termina 
el último día de dicho espacio de tiempo”. Esta norma solo es una aplicación del artículo que ya 
se estudió, esto solo sirve para dar mayor claridad y evitar dudas, se puede ver dos casos aquí: 
cuando algo debe ser hecho dentro de cierto plazo; y cuando debe transcurrir un lapso para que 
nazcan o expiren ciertos derechos. Refiriéndonos al primero: el acto vale si se lo ejecuta hasta la 
media noche del último día del plazo, es pertinente expresar un ejemplo para entender mejor. 
Un pago puede ser hecho hasta que llegue esa media noche; el dueño de una cosa puede 
interrumpir la prescripción del poseedor por medio de demanda hasta ese mismo momento.  En 
el segundo caso, los derechos no nacen o expiran sino vencido el último día del plazo hasta el 
último momento, es decir hasta que llegue la media noche. Regla que se aplica por ejemplo a la 
prescripción, a las obligaciones de dar o hacer, a la mayor de edad, etc. Pero en el Art. 35 se 
hace la excepción. Que dice.- En los plazos que  se señalaren en las leyes, o en los decretos del 
Presidente de la Republica o de los Tribunales o Juzgados, se comprenderían aún los días 
feriados…”hasta aquí estamos de acuerdo con la conceptualización indicada del plazo por el 
Código Civil  “… a menos que el plazo señalado sea de días útiles, expresándose así, pues, en 
tal caso, no se contaran los feriados.”.- nótese que, a pesar de la excepción propuesta, en 
ninguna manera se induce la palabra de “Termino”  sino más bien a la consideración de días 
feriados única y exclusivamente.  El artículo trae la diferencia entre días útiles y feriados, en 
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general días útiles son aquellos en que se administra justicia; feriados son cuando ello no ocurre 
y se suspende, por lo mismo el curso de los asuntos judiciales.  
 
En cambio en el Art. 312.- No correrán los términos en los días feriados y de vacante, y los 
jueces no podrán habilitarlos por ningún motivo. Esto no obsta para que, previa habilitación, se 
expidan providencias y se las cite o notifique; pero el término no correrá, conforme se dispone 
en el inciso anterior. Si comparamos con lo que señala el Art. 303 del Código Adjetivo Civil, 
aparece en gran diferencia el vocablo “Termino” con el de “Plazo” que hemos analizado,  se 
llama Termino, el período de tiempo que concede la ley o la jueza o el juez, para la práctica de 
cualquier diligencia o acto judicial; en el ámbito practico, se distingue entre términos y plazos; y 
se ve una gran diferencia con los conceptos que se han indicado doctrinariamente, cuando se 
habla de Plazo y de Termino por un lado se equipara, por otro se los ubica en el ámbito 
estrictamente procesal, saliendo de lo sustantivo, en consideración los términos se cuentan los 
días hábiles y plazos todos los días. Los términos se  contaran conforme a lo que dispone el CC, 
norma que establece que todos los plazos de días, meses o años de que se haga mención en las 
leyes, o en los decretos o providencias de los tribunales o juzgados, se entenderá que han de ser 
completos; y correrán, además, hasta la media noche del último día del plazo. El primero y el 
último día de un plazo de meses o años deberán tener una misma fecha en los respectivos meses. 
El plazo de un mes podrá ser, por consiguiente, de veintiocho, veintinueve, treinta o treinta y un 
días, y el plazo de un año de trescientos sesenta y cinco o trescientos sesenta y seis días, según 
los casos. 
 
Si el mes en que ha de principiar un plazo de meses o años constare de más días que el mes en 
que ha de terminar el plazo, y si el plazo corriere desde alguno de los días en que el primero de 
dichos meses excede al segundo, el último día del plazo será el último día de este segundo mes. 
 
Además, cuando se dice que un acto debe ejecutarse en o dentro de cierto plazo, se entenderá 
que vale si se ejecuta antes de la media noche en que termine el último día del plazo; y, cuando 
se exige que haya transcurrido un espacio de tiempo para que nazca o expiren ciertos derechos, 
se entenderá que estos derechos no nacen o expiran, sino después de la media noche en que 
termina el último día de dicho espacio de tiempo (Art. 34 CC.). Asimismo, cuando la ley o el 
juez  concedan veinticuatro horas, el término correrá hasta la medianoche del día siguiente al de 
la citación o notificación (Art. 304 CPC.). 
 
Es indispensable tomar en cuenta que todos los términos se cuentan desde que se hizo la última 
citación o notificación; han de ser completos y correrán, además  hasta la media noche del 
último día (Art. 305 CPC.)  
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En lo que respecta a la interposición de recursos, la regla general es aquello recursos propuestos 
dentro de los tres días siguientes a la última citación o notificación de una providencia, se 
tendrán por legal y oportunamente interpuestos, no obstante el hecho de presentarse solicitud de 
ampliación, reforma, aclaración o revocación de la providencia recurrida, y sin perjuicio del 
derecho de las partes a interponer también cualquier recursos en los tres días posteriores a la 
notificación del auto que resuelve la preindicada solicitud. Empero, la ley acepta que quien ha 
sido notificado pueda interponer su recurso en los términos correspondientes, aunque las demás 
partes intervinientes en el proceso todavía no haya sido notificadas (Art. 306 CPC.). Hay que 
tener en cuenta que el juez debe señalar términos, en los casos en que la ley no los establezca 
expresamente (Art. 318 CPC.) 
 
2.2. CLASIFICACIÓN DE LOS PLAZOS Y TÉRMINOS SEGÚN LOS 
CÓDIGOS CIVIL Y PROCEDIMIENTO CIVIL: 
 
2.2.1.- DOCTRINARIAMENTE:  
 
Existe una división en este sentido en cuanto a los Plazos y términos son: 1) Legal, judicial, 
convencional;  2) Individuales y Comunes; 3) Perentorios y no perentorios;  4) Prorrogables e 
improrrogables; 5) Ordinarios y extraordinarios. 
 
1.- El término legal son los dispuestos por la ley, corre desde el día siguiente al de la 
notificación de la providencia que lo concede, es decir se aplicara a los plazos y términos 
prescritos en las leyes o en los actos de las autoridades ecuatorianas, salvo que las mimas leyes 
o actos dispongan expresamente otra cosa, ejemplo 6 días para presentar la prueba, termino para 
deducir el recurso de apelación; los judiciales a falta de un término legal fija el  juez lo que 
estime necesario para su realización, de acuerdo con las circunstancias y puede prorrogarse por 
una sola vez, siempre que considere justa la causa y que la solicitud se dé por una sola vez y que 
sea antes del vencimiento, estos también corren ininterrumpidamente, ejemplo dentro del 
término de prueba puede fijar un plazo menor,  asimismo fijar plazos discrecionales para que las 
partes realicen ciertos actos puede ser rendir cuentas o entregar documentos etc.;   convencional 
serán aquellos a petición de ambas parte, nuestra legislación no acepta esta última, pero puede 
darse que ambas partes hayan producido en el término de prueba sus probanzas y en acuerdo de 
ambos dar por concluso el termino probatorio. 
 
2.- Se dice cuando un plazo en común cuando dentro de él la posibilidad de realizar actos 
procesales corresponde a ambas partes. Así el término de prueba es común, plazo para tachar a 
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los testigos es común etc. En cambio cuando un plazo es particular es cuando el margen de la 
ley se refiere tan solo a una de las partes que ha de realizar el acto procesal, así el termino para 
dado para contestar la demanda es termino particular del demanda, el termino para alegar el bien 
probado es término particular del actor o del demandado. 
 
3.- Los Perentorios considerados como termino fatal y no fatal, opera la caducidad de la facultad 
procesal, es decir que produce la caducidad de un derecho, sin necesidad de actividad alguna ni 
del juez ni de la parte contraria. La extinción del derecho se produce por la sola naturaleza del 
término, es decir por el ministerio de la ley, y son términos perentorios: el de oponer 
excepciones dilatorias; el termino de prueba; el termino para deducir recurso de apelación; el 
termino para deducir el recurso extraordinario; en estos casos la perentoriedad supone que, 
vencido el último día, se extinguió definitivamente la posibilidad de realizar el acto procesal, 
pero existe la excepción los termino No perentorios en ello se necesita un acto de la parte 
contraria para producir la caducidad del derecho procesal, ejemplo claro de ello es el Acuse de 
Rebeldía. La condición de perentoriedad va unida a la condición de improrrogabilidad y la 
condición de no perentoriedad va unida a la de prorrogabilidad, es por ello que se llega a 
confundir estos dos caracteres del término procesal, el termino prorrogable o improrrogable es 
solamente en razón de ser o no extensible como analizaremos a continuación.   
 
4.- Por regla general en ningún caso que no sea de los expresamente determinados en la ley, 
podrán suspenderse o prorrogarse los términos, en tal sentido en el decurso de un término, 
continuara sin interrupción hasta su fenecimiento. Los prorrogables.- son aquellos que tienen la 
posibilidad de extenderse a un número de días del señalado por la ley o por el juez, ejemplo el 
término para contestar la demanda es de nueve días prorrogables por cinco días más, pero el 
término de apelación en improrrogable. 
 
Cuando cabe prolongar a través de una petición unilateral, no obstante, cualquier solicitud o 
incidente, ni aun del previo y especial pronunciamiento, y sin que pueda el juez decretar la 
suspensión, ni producirse esta de hecho. (Art. 310, inc. 1 CPC.); en todo caso si la ley permite la 
suspensión o prorrogación de los términos, opera si durante el decurso de un término se 
suspende el despacho por algún acontecimiento extraordinario, por el mismo hecho quedara en 
suspenso el termino correspondiente, conforme lo estipula el inc. segundo del mismo artículo, 
en este caso el actuario dejara constancia en que empezó la suspensión de aquel en caso en que 
ceso el hecho que lo produjo debiendo el juez disponer inmediatamente la continuación del 
término; de igual manera se suspenderá el termino probatorio, cuando ocurriere alguna 
circunstancia imprevista que impida la concurrencia del juez o del actuario; pero la suspensión 
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durara solo el tiempo estrictamente necesario para que desaparezca el impedimento, debiendo 
continuar  previo decreto del juez inc. 3 
 
5.- El artículo 307, del código de Procedimiento Civil nos da la quinta clasificación que dice 
“Los términos son ordinarios o extraordinarios. Son extraordinarios los concedidos por el juez 
para diligencias judiciales que deben practicarse fuera del lugar del juicio” 
 
Ordinarios: Otorgados por la ley o el juez, en situaciones normales dentro del proceso; 
 
Extraordinarios: Conferidos únicamente por el juez, en los cuales se señalara los días en que 
ha de durar, tomando en consideración el tiempo que se emplea en la ida y vuelta del despacho 
y nunca mayor al del término ordinario; contándose a partir de la fecha del deprecatorio, exhorto 
o comisión y se sentará razón  en el proceso. Con esto se trata de decir una distancia, es decir se 
le otorga un término en razón de la distancia que existe entre el lugar donde está el juzgado y el 
lugar donde se realizara la diligencia, esto solo se concederá si la autoridad emplazada o 
encargada de despachar la diligencia fuera del lugar de ubicación del juzgado, se halla a más de 
15 kilómetros del lugar donde está el juicio. Este término será fijado de manera prudente por el 
juez. Y jamás será mayor del triple ordinario. 
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2.3.- DIFERENCIACIÓN ENTRE PLAZOS Y TÉRMINOS: 
 
Pues bien existe una diferencia grande entre los vocablos plazo y termino, dentro de nuestra 
legislación procesal civil.  El art. 304 del Código de Procedimiento Civil indica que  los 
términos se contaran conforme a lo que dispone el Código Civil, es decir todos los días, con lo 
excepción que se indicó en relación al Art. 35 del Código Civil que expresaba de  días útiles 
pero, el Código de Procedimiento Civil previó el cuestionamiento explico un principio 
diferencial al enunciar lo siguiente: Art. 312 no correrán los términos en los días feriados y de 
vacantes, y los jueces no podrán habilitarlos por ningún motivo, en tal sentido  y concatenado 
con esto el Código Orgánico de la función Judicial dice en su Art. 100 . Que son deberes de las 
servidoras o servidores judiciales en su numeral 3 cumplir la semana de trabajo en jornadas de 
ocho horas diarias. A estos horarios se aplicara las prácticas de las diligencias judiciales, y con 
descanso los días sábados, domingos y días feriados; estos feriados son los no útiles arriba 
indicados. Cuando el Art. 312 del Código de Procedimiento Civil, dice que los jueces no podrán 
habilitarlos se deja en claro que existe lo HÁBIL y lo INHÁBIL de los términos o de los plazos. 
Es decir que término y plazo se comparan, pero la diferencia está en que los plazos  corren todos 
los días sin ninguna distinción, en tanto que en los términos no ha de tomárselos en cuenta a los 
feriados y de vacante. 
 
Plazo: es el lapso de tiempo existente entre el día de inicio y  el día de conclusión del mismo. 
(Eje: Tienes un plazo de 15 días a partir de hoy para avisarme); Término: es una fecha 
perentoria, que implica el final de un lapso de tiempo. (Eje: Tienes un término que vencerá el 
día 15 de este mes para avisarme) El no cumplir con ellos puede implicar en un sentido, el 
incurrir en mora en el cumplimiento de las obligaciones que debían acatarse durante la vigencia 
de estos y la imposición de las sanciones por tal motivo o en otro sentido la caducidad de un 
derecho por no haberse ejercido dentro de los plazos (o términos) previstos en la ley. 
 
 
2.4.- INCUMPLIMIENTO DE LOS PLAZOS Y LOS TÉRMINOS:  
 
El incumplimiento de los términos procesales constituye una vulneración a la garantía superior 
del debido proceso contemplados en la Constitución del Ecuador y a la tutela judicial efectiva, 
imparcial y expedita de sus derechos e intereses de los sujetos procesales. La Legislación 
Ecuatoriana contempla los tiempos dentro de los juicios civiles para realizar los actos atinentes 
al proceso, los conceptualiza como el período de tiempo que concede la ley o el juez, para la 
práctica de cualquiera diligencia o acto judicial; sin embargo existen perspicacias que son 
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aplicadas para incumplir los términos procesales, lo que conlleva a la dilatación de la justicia en 
perjuicio de los usuarios.  
 
Podemos visibilizar que existe un problema jurídico procedimental ya que el incumplimiento de 
los  tiempo procesales, causan el retardo de la administración de justicia perjudicando así a los 
intereses de los particulares; cuando los procesos civiles se muestran rezagados sin el despacho 
pronto y oportuno existe lo que los funcionarios denominan  la Carga Procesal, esta 
denominación no es más que la acumulación de los juicios en los juzgados y esto se da por la 
inaplicabilidad de los términos y plazos que se encuentran establecidos en las leyes pertinentes, 
los denodados esfuerzos que hacen la mayoría de servidores judiciales resulta insuficientes ante 
el amontonamiento de juicios; por lo tanto son inaplicables los principios de celeridad y retardo 
en la administración de justicia que evidentemente serán imputables a los jueces y demás 
servidores de la función judicial.  
 
Otro elemento causante de la carga procesal es la falta de preparación científica, tecnológica y 
jurídica de algunos operadores de justicia, en atención a la forma de designación actual para el 
conocimiento de varias materias, en las cuales no se ha instruido suficientemente y no se la 
puede sustituir con simples seminarios, porque la abogacía exige la cultura más amplia y 
formada, demanda estudio y reflexión. Aspiramos a que se pueda disminuir la carga procesal 
para obtener un servicio judicial, rápido y oportuno, que evite pérdida de tiempo y dinero; que 
cause dolor y angustia del usuario. 
 
 
2.4.1.- CONSECUENCIAS DICIPLINARIAS DE ACUERDO AL CODIGO 
ORGANICO DE LA FUNCION JUDICIAL 
 
El Art. 150 del Código Orgánico de la Función Judicial, nos define a la jurisdicción, cuando 
dice: “la jurisdicción consiste en la potestad pública de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, potestad que 
corresponde a las juezas y jueces establecidos por la Constitución y las leyes, y que se ejerce según las 
reglas de la competencia”.  
 
De acuerdo a lo establecido en el artículo precedente se puede señalar que, la jurisdicción se 
cumple por un adecuado proceso, el proceso es una relación jurídica, un procedimiento  de 
debate entre las partes, y son las partes que por igual ejercitan sus medios de defensa, para 
asegurar una justa decisión de los jueces, hasta llegar a la cosa juzgada que quiere decir esto que 
la sentencia se vuelve definitiva, asegurando el derecho de las partes.  
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Entonces frente a esto es el juez que dentro del proceso y dentro de la administración de justicia, 
en su rol, de dirigir el proceso es más dinámica, tiene funciones fundamentales y deberes, hay 
que recordar que de acuerdo a la ley adjetiva civil, son dos las funciones del juez; la función 
esencial y la función accidental; la primera hace referencia es el conocimiento de todo el 
proceso, resuelve declarando el derecho de las partes y ejecutándolo, en otras palabras 
administra justicia, mientras que la segunda se refiere a la intervención de ciertos actos que 
requieren de solemnidad ej. Información sumaria, inspección judicial etc. 
 
En la función esencial el juez tiene facultades y deberes establecido en el Código Orgánico de la 
función Judicial Art.129.-  
 
“FACULTADES Y DEBERES GENERICOS DE LAS JUEZAS Y JUECES.- A más de 
los deberes de toda servidora o servidor judicial, las juezas y jueces, según 
corresponda, tienen las siguientes facultades y deberes genéricos: 
 
1. Aplicar la norma constitucional y la de los instrumentos internacionales de 
derechos humanos por sobre los preceptos legales contrarios a ella; 
2. Administrar justicia aplicando la norma jurídica pertinente; 
3. Resolver los asuntos sometidos a su consideración con estricta observancia de los 
términos previstos en la ley y con sujeción a los principios y garantías que orientan 
el ejercicio de la Función Judicial; 
4. Denegar de plano los pedidos maliciosos y rechazar los escritos y exposiciones 
injuriosas, ofensivas o provocativas, sin perjuicio de la respectiva sanción; 
5. Denunciar ante las autoridades competentes los casos de ejercicio ilegal de la 
abogacía; 
6. Prestarse mutuo auxilio para la práctica de todas las diligencias que fueren 
necesarias y se hayan ordenado en la sustanciación de los asuntos judiciales; 
7. Requerir de toda autoridad pública o de instituciones o personas privadas el 
auxilio que demande en el ejercicio de sus funciones; 
8. Presentar, por la vía correspondiente, consultas sobre la inteligencia de las leyes 
así como anteproyectos de ley o reformas legales que tengan directa relación con la 
jurisdicción y competencia que ejercen; 
9. En cualquier estado de la causa, las juezas y jueces que adviertan ser 
incompetentes para conocer de la misma en razón del fuero personal, territorio o 
los grados, deberán inhibirse de su conocimiento, sin declarar nulo el proceso y 
dispondrán que pase el mismo al tribunal o jueza o juez competente a fin de que, a 
partir del punto en que se produjo la inhibición, continúe sustanciando o lo 
resuelva. 
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Si la incompetencia es en razón de la materia, declarará la nulidad y mandará que 
se remita el proceso al tribunal o jueza o juez competente para que dé inicio al 
juzgamiento, pero el tiempo transcurrido entre la citación con la demanda y la 
declaratoria de nulidad no se computarán dentro de los plazos o términos de 
caducidad o prescripción del derecho o la acción; 
10. Si al resolver una cuestión hubiere mérito para proceder penalmente, el 
tribunal, jueza o juez de la causa dispondrá en la sentencia o el auto definitivo que 
se remitan los antecedentes necesarios a la Fiscalía General. En este supuesto el 
plazo para la prescripción de la acción penal empezará a correr en el momento en 
que se ejecutoríe dicha sentencia o auto; y, 
11. Ejercer las demás atribuciones establecidas por la Constitución, los 
instrumentos internacionales de derechos humanos, las leyes y los reglamentos. 
 
El  Art. 130.- nos manifiesta cuales son las: FACULTADES 
JURISDICCIONALES DE LAS JUEZAS Y JUECES.- Es facultad esencial de las 
juezas y jueces ejercer las atribuciones jurisdiccionales de acuerdo con la 
Constitución, los instrumentos internacionales de derechos humanos y las leyes; por 
lo tanto deben: 
1. Cuidar que se respeten los derechos y garantías de las partes procesales en los 
juicios; 
2. Velar por una eficiente aplicación de los principios procesales; 
3. Propender a la unificación del criterio judicial sobre un mismo punto de derecho; 
4. Motivar debidamente sus resoluciones. No habrá motivación si en la resolución 
no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se explica la 
pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Las resoluciones o fallos 
que no se encuentren debidamente motivados serán nulos; 
5. Velar por el pronto despacho de las causas de acuerdo con la ley; 
6. Vigilar que las servidoras y los servidores judiciales y las partes litigantes que 
intervienen en los procesos a su conocimiento, cumplan fielmente las funciones a su 
cargo y los deberes impuestos por la Constitución y la ley; 
7. Disponer la comparecencia por medio de la Policía Nacional, de las partes 
procesales, testigos y peritos, cuya presencia fuere necesaria para el desarrollo del 
juicio. Esta medida no podrá tener una duración superior a veinticuatro horas, pero 
podrá reiterarse cuantas veces sea necesario hasta que se dé cumplimiento a la 
orden de comparecencia; 
8. Convalidar de oficio o a petición de parte los actos procesales verificados con 
inobservancia de formalidades no esenciales, si no han viciado al proceso de 
nulidad insanable ni han provocado indefensión; 
9. Procurar la celeridad procesal, sancionando las maniobras dilatorias en que 
incurran las partes procesales o sus abogadas y abogados; 
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10. Ordenar de oficio, con las salvedades señaladas en la ley, la práctica de las 
pruebas que juzguen necesarias para el esclarecimiento de la verdad; 
11. Salvo los casos en que la ley expresamente disponga lo contrario, procurar la 
conciliación de las partes, en cualquier estado del proceso; al efecto, pueden de 
oficio convocarlas a audiencia, a las que deberán concurrir las partes 
personalmente o por medio de procuradora o procurador judicial dotado de poder 
suficiente para transigir. De considerarlo conveniente los tribunales o juezas y 
jueces podrán disponer de oficio que pasen los procesos a una oficina judicial de 
mediación intraprocesal con la misma finalidad. Se exceptúan los casos en que se 
halla prohibida la transacción, y si ésta requiere de requisitos especiales previos 
necesariamente se los cumplirán, antes de que el tribunal, jueza o juez de la causa 
homologue el acuerdo transaccional; 
12. Rechazar liminarmente el pedido que reitere otro propuesto por cualquier 
litigante y por la misma razón, o cuando a pesar de fundarse en razón distinta, ésta 
pudo ser alegada al promoverse el petitorio anterior; 
13. Rechazar oportuna y fundamentada mente las peticiones, pretensiones, 
excepciones, 
reconvenciones, incidentes de cualquier clase, que se formulen dentro del juicio que 
conocen, con manifiesto abuso del derecho o evidente fraude a la ley, o con notorio 
propósito de retardar la resolución o su ejecución. Igualmente tienen el deber de 
rechazar de plano los escritos y exposiciones injuriosos, ofensivos o provocativos, 
sin perjuicio de la respectiva sanción; 
14. Ordenar, si lo estima procedente, a pedido de parte y a costa del vencido, la 
publicación de la parte resolutiva de la decisión final en un medio de comunicación 
designado por el tribunal o jueza o juez, si con ello se puede contribuir a reparar el 
agravio derivado de la publicidad que se le hubiere dado al proceso; y, 
15. Ejercer las demás atribuciones establecidas por la Constitución, los 
instrumentos internacionales de derechos humanos, las leyes y los reglamentos. 
 
En el código Orgánico de la Función Judicial, regula las facultades y deberes de los jueces y 
juezas y servidores judiciales, como se puede ver partes de sus literales del artículo nos 
manifiesta sobre el cumplimiento de los tiempos procesales, en concordancia con esto el mismo 
cuerpo legal en su  Art. 139.- nos manifiesta sobre IMPULSO DEL PROCESO.- Las juezas y 
jueces están obligados a proseguir el trámite de los procesos dentro de los términos legales, el 
incumplimiento de esta norma se sancionará de acuerdo con la ley. Si se declarare el abandono 
de una causa o de un recurso por no haberse proseguido el trámite por el tiempo que señala la 
ley, como consecuencia de la incuria probada de las juezas o los jueces, y demás servidores y 
funcionarios que conocían de los mismos, éstos serán administrativa, civil y penalmente 
responsables, de conformidad con la ley. 
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Las sanciones establecidas por incumplimientos en cuanto a Términos y Plazos se refiere o que 
es objetos de nuestro estudio, en su art. 105 del Código Orgánico de la Función Judicial 
establece sanciones como;  amonestación por escrito, sanción pecuniaria que no excede del 10% 
de su remuneración mensual, suspensión del cargo, sin goce de remuneración, por un plazo que 
no deberá exceder de 30 días, y, destitución del cargo.  
 
Bajo estas consideraciones sigue  afectando al usuario que acude a solicitar administración de 
justicia sus derechos y principios. En nuestro Sistema Procesal Civil no solo se muestra 
superado por una sociedad mucho más compleja y exigente, lo que ha conllevado a que la 
justicia colapse, por la enorme cantidad de causas que se tramitan, los tiempos que requieren 
cada una de las causas, para dictar un fallo o una decisión definitiva. 
 
El incumplimiento de estos tiempos tanto los usuarios como los profesionales del derecho, se ha 
podido evidenciar que la administración de justicia no sobresale por la prontitud y la celeridad 
en los procesos, y en la mayoría de los casos estos términos y plazos no son del todo cumplidos 
a cabalidad, desde este panorama el incumplimiento de los términos y plazos es una realidad 
frente a la dilatación de la justicia en perjuicio del usuario, pese a existir  la constitución de la 
Republica, el Código Orgánico de la Función Judicial y código de procedimiento civil. 
 
Tratándose del nuevo estado en el que vivimos la falta de celeridad en los procesos, por retardad 
la defensa adecuada de los derechos, puede que en el camino por no haber dado pronta solución 
al conflicto, este ya no tenga razón de ser porque el daño se vuelve irreparable. 
 
Además cabe mencionar que este incumplimiento no solo afecta a los derechos de las personas, 
sino que también sobrelleva a no creer en la justicia, y esto de la justicia no solo es dar o repartir 
cosas a la humanidad, sino es el saber decidir a quién le corresponde esa cosa por derecho, la 
justicia es ética, equidad, probidad, es la voluntad constante de dar a cada quien lo que es suyo. 
Es aquel sentimiento de rectitud que gobierna la conducta y hace acatar debidamente los 
derechos de los demás, pero la dilatación de la misma tomando una frase de MARTI José nos 
dice que: “En la justicia no cabe demora: y el que dilata su cumplimiento, la vuelve contra sí”. 
(Marti, 2011) 
 
Es por eso que las partes al hacer uso de la justicia, necesitan un procedimiento claro y preciso, 
donde se ventila los asuntos en los cuales surge la litis, pero para ellos confiar en este 
mecanismo necesitan de seguridad jurídica, ofrecida en una parte por el esquema procesal del 
cual ellos tendrán acceso con términos, plazos, instancias, y demás actuaciones que le darán la 
seguridad en su proceder. La seguridad jurídica también suministra en nuestros códigos y leyes 
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acerca de las secuencias de los diferentes momentos procesales que existen en relación a los 
actos que deben desempeñar dentro de ellos. Es por ello que cumplir los términos y plazos es 
asegurar a las partes el debido proceso dentro de los plazos establecidos; el no acatamiento de 
ellos, se está inmerso en una inseguridad que conllevaría a la no certeza de nuestro aparato 
jurisdiccional, despertando dentro de los usuarios la desconfianza. 
 
Es por ello que los términos procesales, inmerso en las formas procesales son necesarios para 
despertar entre las partes la certeza jurídica para confiarle a un tercero llamado juez, la solución 
de nuestros conflictos amparado en el debido proceso, que garantiza la constitución.  El 
principio contemplado en la constitución de celeridad procesal, es quien ha ejercido la necesidad 
de establecer una limitación del tiempo; el proceso es separado en momento procesales, dentro 
de los cuales, las partes deberán realizar ciertos actos procesales en beneficio de sus intereses, 
dejando la salvedad a quienes intervengan, que de no realizar ciertas actividad en un 
determinado periodo, este no tendrá valor.  
 
2.5.- ANÁLISIS SOCIO-JURÍDICO DE LOS PLAZOS Y TÉRMINOS EN LA 
LEGISLACIÓN NACIONAL: 
 
Cuando hablamos que el proceso se desenvuelve avanzando desde la demanda hasta la 
sentencia, utilizamos tan solo una metáfora, pues la realización es de carácter meramente 
temporal, una relación del pasado presente futuro, y como habíamos dicho el proceso no es una 
cosa hecha o un camino que deba recorrerse, sino más bien algo que debe hacerse a lo largo del 
tiempo, los plazos son pues los lapsos dados para la realización de los actos procesales, y 
durante ellos deben satisfacerse las cargas si no desean soportar las consecuencias enojosas del 
incumplimiento, y es el tiempo el que modifica y extingue los derechos procesales concretos, 
muy acertadamente nuestra legislación tiene normado a los plazos dentro de la materia 
sustantiva y a los términos en cuanto a materia procesal, en esta dinámica  todas las sucesivas 
actuaciones de interesados y agentes públicos son realizadas, dirigidas a la obtención de la 
buena administración de justicia, dentro del marco señalado por los principios de celeridad 
previstos en la Constitución en su art. 192 que indica: “el sistema procesal será un medio para la 
realización de la justicia. Hará efectiva las garantías del debido proceso, y velara por los 
principios de inmediación, celeridad, y eficiencia en la administración de justicia”, pero 
transgrede los principios también constitucionales de simplificación, eficacia y agilidad de los 
tramites en la administración de justicia de ahí que se requiere una justicia que opere con las 
características propias de imparcialidad, pero al mismo tiempo que se efectúen los tramites de 
manera rápida y oportuna, que son evidentes en el nuevo estado en el que  estamos viviendo.  
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El tema de la lentitud del procedimiento y su lesión a la efectividad de la tutela efectiva también 
está presente desde tiempo inmemorial en el derecho. Los Gobiernos toman conciencia de que 
la atracción de inversiones pasa de forma prioritaria por dotarse de una Administración eficaz, 
La notoria prolongación, a veces de muchos años, en la tramitación de los asuntos obliga a tener 
una visión reflexiva y serena sobre la importancia actual y potencial de los plazos o términos, no 
sólo en la administración sino también en la justicia, 
 
La Administración de justicia en el Ecuador, a través de la consulta del 7 de mayo del 2011 por 
ser  calamitosa, sin organización sin metodología, propusieron la transformación de la justicia, 
para que  las personas que acuden a dichas instituciones que tenían que deambular en los 
respectivos despachos clamando por justicia, o disque adelantando la causa, es decir  han tenido  
que entrevistarse con todos los servidores que encuentren a su paso, se dé dentro del marco de la 
celeridad y eficacia, y obteniendo la equidad de la justicia, pero hasta la actualidad dichas 
propuestas trazadas y a cargo del  Consejo de la Judicatura que tuvo como inicio 6 ejes, , uno de 
ellos fue realizado, el cambio en cuanto a la infraestructura de los juzgados, mejores salas, y 
cuentan con modernas infraestructuras para los usuarios, ya es un logro contar ya con una 
computadora para los funcionarios, es decir, un cambio de casa mas no en lo sustancia. 
 
La ley tanto sustantiva como adjetiva  tiene establecido los tiempos en que han de tomarse en 
cuenta por parte de los funcionarios para proveer. El juez en un espectador de toda causa que 
llega a su conocimiento, porque ahora con el nuevo Consejo de la Judicatura solo las partes se 
entrevistaran con el juez el momento de la audiencia, convirtiéndose en un juzgador del enorme 
expediente llevado por el funcionario del juzgado, y no teniendo una vivencia real con las partes 
que acuden ante el cómo autoridad,  El incumplimiento de estos tiempo provoca inseguridad 
jurídica, y esto ha provocado que no  se crea en la justicia que sientan temor que no van a tener 
la solución prontamente y oportuna de la petición que llevan a cualquier institución. De todo 
ello sabemos que es el Estado el principal responsable de la justicia según lo manifiesta el art. 
11 de la Constitución de la República del Ecuador, en su Numeral 11 que textualmente dice: “El 
Estado será responsable por detención arbitraria, error judicial, retardo injustificado, o 
inadecuada administración de la justicia, violación del derecho a la tutela judicial efectiva, y por 
violaciones de los principios y reglas del debido proceso”. (Lo subrayado es mío). Como 
podemos apreciar la constitución establece la responsabilidad al estado por el retardo 
injustificado, pero el incumplimiento o el retardo injustificado va más allá, no es saber quién es 
el responsable no solo del  cumplimiento de estos plazos; si no quien es el responsable de tu 
derecho vulnerado. Acceder a una justicia de manera efectiva e inmediata, por parte de la 
administración pública, como lo manifiesta nuestra constitución de la república en su Art. 75 
dice “toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y 
48 
 
expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de inmediación y celeridad; 
en ningún caso quedara en indefensión. El incumplimiento de las resoluciones judiciales será 
sancionado por la ley”. La dilatación prolongada de los proceso por parte del funcionario, afecta 
a la persona que acude ante esta institución a pedir o exigir el resarcimiento de un derecho. 
Entonces aquí cabe la pregunta y  ¿se podrá recuperar el derecho vulnerado?, con esto queremos 
decir  que si bien los plazos son teóricamente obligatorios para la administración y el particular, 
en la realidad el tiempo verdadero de cada uno asume una significación totalmente diversa. En 
primer lugar por las consecuencias jurídicas del transcurso del tiempo, que al funcionario 
probablemente no le acarreará, en forma personal, ninguna consecuencia disvaliosa, en tanto 
que el particular se expone en algunos casos a perder su derecho. Y entonces el interesado el 
plazo se le presenta como una múltiple y quizás, a veces, angustiosa toma de decisión. ¿Se 
enfrentará a la administración y eventualmente asumirá las consecuencias? ¿Consultará un 
abogado o resolverá por sí? En el primer caso, ¿a qué abogado acudirá? ¿Son razonables los 
honorarios que le pide? ¿Cómo los pagara?.  
 
Pero por otro lado el funcionario, por su parte, toma las resoluciones pertinentes como parte de 
su labor profesional, rutinaria o no, pero en todo caso desprovisto del elemento de ansiedad, 
inseguridad, costo, etc., que la decisión opuesta tiene para el particular y las toma con 
tranquilidad, sin prisa. Cuando el horario se acaba, lo natural es que deje lo inconcluso para el 
día siguiente. Cuando el mes se acaba, para el siguiente y así sucesivamente. No se pretenderá 
que haga en una semana o quince días lo que no puede materialmente hacer. El funcionario que 
sin ser de jerarquía quiebra estas reglas es el rulebreaker y lleva sanción social ya que no 
jurídica. No es bien visto. Además, en la administración hay que consultar a colegas, jefes y 
empleados, elaborar consenso antes de actuar. Ése es el modo suave de denotar lo que otros 
señalan como burocracia. Sin apuro, sin urgencia. En ocasiones hasta quizás pueda decirse que 
fríamente, tranquilamente. En cambio el particular no tiene posibilidad de alegar eximente 
parecida: si es necesario ¿debe entonces él postergar su trabajo y su familia, pero no puede dejar 
de cumplirle a la administración el plazo que ella tan placentera, tan plácida y calmadamente le 
fijó...? Se podría abundar mucho sobre el administrado y administrador frente a un plazo de 
procedimiento, pero con lo expuesto basta para demostrar que no se trata de situaciones 
comparables ni mucho menos iguales. Por ello, la afirmación tan común de que los plazos 
obligan “por igual” a la administración y a los administrados nos parece insatisfactorio en 
primer lugar por absolutamente alejada de la realidad. “El hacer esperar, es el pasatiempo 
milenario de toda persona que se siente importante desde el médico al empleado bancario, desde los 
políticos a los jueces. La antesala —esa apropiación del tiempo ajeno— es una metáfora muchas veces 
patética y siempre fastidiosa del poder.” (Tornos, 2000, pág. 174) 
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CAPÍTULO III 
 
LA RESPONSABILIDAD, COMPETENCIA   DE LOS SUJETOS 
PROCESALES EN LA SUSTANCIACIÓN DE LOS PROCESOS 
CIVILES. 
 
 
En este capítulo se tratara de las partes del juicio, comprendidas así el juez, y las partes, (Actor 
y demandado),  ya que sin estas figuras no se podrá realizar un juicio, el grado de 
responsabilidad del juez como parte principal del proceso, la potestad conferida por Estado para 
proporcionar la administración de justicia, su competencia y jurisdicción en el proceso civil, el 
papel del abogado también es importante para la prosecución  de la causa cual es la función del 
profesional del derecho, el acatamiento de los sujetos procesales (las Partes actor y demandado), 
partes del proceso, su intervención la solución de la acción, ya que al no existir solución pacifica 
de intereses son ellos los principales protagonistas de que exista e proceso. De la misma manera 
se analizara en la repercusión que trae el retardo del juez o la omisión dentro del proceso.  
 
3.1.-  LA RESPONSABILIDAD, COMPETENCIA, JURISDICCIÓN  DEL JUEZ 
EN LA SUSTANCIACIÓN DE LOS PROCESOS CIVILES: 
 
La responsabilidad implica a responder, en síntesis quiere decir responsabilizar o 
responsabilizarse, la primera indica que algo o alguien le imputan algo por cierta acción u 
omisión; mientras que la segunda es cuando ha asumido tal situación, entonces así como se mira 
la responsabilidad constituye una especie de carga. 
 
Existe algunas definiciones LOPEZ J. manifiesta acerca de la responsabilidad que: “es la 
obligación de satisfacer cualquier daño o perjuicio, es el estar sujeto a alguna cosa o por alguna 
persona”  (Lopez, 2007, pág. 7), también cita al profesor RODRIGUEZ A. y dice que: “la 
responsabilidad es la obligación que pesa sobre una persona de indemnizar el daño sufrida por otra”, 
(2007, pág. 7) o como también para SOLER A. cuando indica: “Es la obligación de reparar por sí 
o por otro el daño ocasionado contra derecho en la persona o en el patrimonio de un tercero” (2007, 
pág. 7) 
 
50 
 
Existe responsabilidad civil cuando se ha causado un daño como consecuencia de un delito 
civil, lo cual provoca la obligación de reparar patrimonialmente al perjudicado y no a la 
sociedad, distinción ésta que la diferencia de la responsabilidad penal. Se dice que en materia 
pública existe la llamada responsabilidad administrativa o disciplinaria y la denominada 
responsabilidad política; entiéndase por responsabilidad política aquella que deriva del control 
político que ejerce, por regla general, la Asamblea Nacional Constituyente respecto de los 
máximos representantes de las funciones del Estado y de altos funcionarios y representantes de 
organismos de control, responsabilidad que trae como consecuencia la separación del cargo y, 
eventualmente, el inicio de acciones penales, dependiendo de los casos. 
 
La llamada responsabilidad administrativa o disciplinaria es aquella que surge por parte de 
servidores públicos que han violado deberes, obligaciones o prohibiciones establecidos en leyes 
aplicables al ejercicio de sus actividades públicas, por regla general son: atención verbales, 
escritos, multas, suspensión del trabajo sin remuneración y hasta destitución, pudiendo 
establecerse indicios de responsabilidad civil y penal, dependiendo del caso de que se trate; 
tradicionalmente la obligación de reparar un daño civil se da cuando el autor del daño actúa con 
dolo o culpa, es decir, que se debe probar que aquel que causo el daño, a más de haberlo 
irrogado, actuó dolosamente. Pero junto con esta tesis existe la llamada Responsabilidad 
Objetiva, conocida como la responsabilidad de pleno derecho, consiste en el deber de 
indemnizar que se tiene solo por el daño que se cause, es decir, solo por la objetividad de su 
individualidad, sin evaluar ni investigar el aspecto subjetivo. Esta responsabilidad se le atribuye 
al Estado como veremos a continuación. 
 
3.1.1.- DE LA RESPONSABILIDAD DE ACUERDO CON LA 
CONSTITUCIÓN.-  
 
La Constitución Política de la República del Ecuador regula en varias de sus normas la 
responsabilidad del Estado, de sus instituciones, de sus funciones, de sus agentes y de 
particulares vinculados con aquel, respecto de daño ocasionado de manera ilegítima a terceros.  
 
En el Art.11 de la carta Magna nos indica que: “El ejercicio de los derechos se regirá por los 
siguientes principios: (…) Numeral 9. El más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer 
respetar los derechos garantizados en la Constitución. El Estado, sus delegatarios, 
concesionarios y toda persona que actúe en ejercicio de una potestad pública, estarán obligados 
a reparar las violaciones a los derechos de los particulares por la falta o deficiencia en la 
prestación de los servicios públicos, o por las acciones u omisiones de sus funcionarias y 
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funcionarios, y empleadas y empleados públicos en el desempeño de sus cargos. El Estado 
ejercerá de forma inmediata el derecho de repetición en contra de las personas responsables del 
daño producido, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales y administrativas. El 
Estado será responsable por detención arbitraria, error judicial, retardo injustificado o 
inadecuada administración de justicia, violación del derecho a la tutela judicial efectiva, y por 
las violaciones de los principios y reglas del debido proceso. Cuando una sentencia 
condenatoria sea reformada o revocada, el Estado reparará a la persona que haya sufrido pena 
como resultado de tal sentencia y, declarada la responsabilidad por tales actos de servidoras o 
servidores públicos, administrativos o judiciales, se repetirá en contra de ellos”. De lo transcrito 
podemos establecer que: el Estado tiene que respetar el derecho de las personas; que la 
obligación de estado no solo es para los servidores públicos sino para todo persona que actué 
ejerciendo una potestad pública y que ocasione daño a una tercera; que la obligación de reparar 
a cargo del Estado, sus delegatarios y terceros en general relacionados con él se materializa no 
solo en los actos de gobierno, sino que también en los relacionados con el servicio público; que 
todos los funcionarios públicos dentro de cualquiera de las cinco funciones del Estado deberán 
responder por sus acciones u omisiones causantes de perjuicios a terceros; se resalta la 
responsabilidad de los jueces y miembros de la Función Judicial por la mala prestación del 
servicio público; cualquier autoridad pública causante del perjuicio o responsable por su 
verificación, será el Estado que pagara su indemnización al perjudicado; y, habiendo pago el 
estado una indemnización por el perjuicio causado por una agente suyo deberá, en forma 
inmediata, repetir o reclamar al  causante directo del daño la devolución o reembolso de los 
dineros y bienes públicos pagados por concepto de indemnización al perjudicado. 
 
Se puede apreciar que la responsabilidad se encuentra reconocida en la Carta Magna, y se 
resalta aquella que les corresponde a los administradores de justicia y la obligación de repetición 
respecto que se tiene de todo pago causado por motivo de una condena en que incurra el estado.   
 
3.1.2.- RESPONSABILIDAD CIVIL DEL JUEZ:   
 
“En todo proceso civil, nos queda clara la distinción entre quien juzga y quien va ser 
juzgado, quien es el que sabe que debe hacerse o no hacerse. El proceso sirve para 
hacer que entren en juicio aquellos que no lo tienen, y puesto que el juicio es propio del 
hombre, para sustituir el juicio de uno al juicio de otro u otros. El que hace entrar en 
juicio, es decir, el que suministra a los otros que lo necesitan, su juicio, es el juez” 
(Carnelutti, 1997, pág. 30) 
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Entonces el juez seria aquella persona que tiene juicio, aquel que tiene juicio es el que sabe 
juzgar, el mismo autor señala que: “el juez debiera ser más que hombre: un hombre que se 
aproximara a Dios”. (1997, pág. 34)  entonces era igual  juez y sacerdote, en verdad ante esta 
característica del juez de ser una persona que sabía qué es lo correcto era dotado por favor de 
Dios, es decir que era aquella persona que tenía una divinidad para saber qué era lo justo, ahora 
la regla consiste en  que el juez es elegido por el estado, también siguiendo al mismo autor dice 
acerca de esto “… el juez es elegido por el Estado en los Estados modernos; incluso, a fin de 
garantizar su idoneidad, es funcionario del Estado vinculado a este por una relación de empleo, en virtud 
de la cual queda investido de poderes y gravado con una obligación determinada, con medios para el fin 
del cumplimiento de su altísima función”. (Carnelutti, 1997), siguiendo las palabras de este autor, 
sería responsabilidad del Estado; pero de conformidad con el Art. 172, inciso tercero de la 
Constitución de la Republica, “las juezas y jueces serán responsables por el perjuicio que se cause a 
las partes por retardo, negligencia, denegación de justicia o quebrantamiento de la ley”. Es decir, los 
administradores de justicia deberán responder por sus propias conductas de manera efectiva y 
comprobada, cuando causen un perjuicio a las personas dentro del ejercicio  del servicio público 
en la administración de justicia. 
 
De acuerdo a este artículo enunciado en la Carta Magna también tiene su reglamentación a 
través del Código Orgánico de la Función Judicial, de acuerdo a lo que manifiesta el Art. 34 
dispone el procedimiento  judicial mediante el cual se puede reclamar civilmente de los daños 
que ocasionen sus conductas, a los señores jueces y demás miembros de la función judicial. Esta 
norma establece un procedimiento específico, donde se plantea un procedimiento judicial de 
manera única y directa en contra de dicho juez o miembro de la función judicial, A TITULO 
PERSONAL, es decir, no estamos frente a un proceso donde se reclame al Estado la 
responsabilidad de uno de sus funcionarios, sino que más bien nos establece un reclamo 
personal directo al funcionario por las acciones u omisiones que cause éste a una persona; es un 
proceso judicial distinto de los otro, es de carácter civil por que busca la indemnización y el 
resarcimiento del daño y perjuicios ocasionados, y por daño moral irrogado. 
 
La norma que estamos citando dice que son legitimados pasivos los jueces, fiscales y defensores 
públicos, quienes irroguen daños a las partes. una sola cabeza o una sola persona no puede 
conocer todo lo que a sus manos llega, existe la limitación de la mente humana, por eso  se ha 
dado la necesidad de poner varios hombres donde se consigue o se espera conseguir, por lo 
menos la construcción de una especie de súper hombre, que debiera poseer mayores aptitudes 
para el juicio de los que poseen cada uno de los que integran, pero siempre uno deberá velar por 
el trabajo efectivo de cada uno de sus miembros, ya que el juez puede resolver de acuerdo a la 
comprobación de los hechos, pero esto de acuerdo a los técnicos del derecho donde ayude a 
53 
 
sustanciar mejor esos hechos por ejemplo (para indagar mejor el derrumbamiento de un 
edificio), donde pueden administrar un criterio de justicia, inmediato e independiente de los 
esquemas de la ley, (Pericia, Peritos); pero no solo ellos son los única asistencia necesaria para 
el juez en su difícil actuación, es necesario que sea ayudado por otros respecto a las formas de 
actividad inferior, así vemos en primera línea, a lado de él dos figuras muy conocidas, que son: 
el secretario, y la del oficial judicial, muy rápidamente diríamos sus funciones:  el primero 
adscrito la documentación de los actos del proceso, esto es, a formar los documentos que 
constituyen la prueba de él, y el segundo a la notificación, ósea a suministrar las noticias que 
son necesarias para procurar al juez la presencia y colaboración de personas respecto de las 
cuales, o en concurso de las cuales, tienen  que actuar. Pero en ningún momento vemos que el 
texto del Art. 34  se involucre a estos servidores judiciales y que pueden relacionarse con las 
partes durante la tramitación  del proceso. Ahí tenemos lo que habíamos dicho secretarios, 
auxiliares del juzgado, citadores, alguaciles, depositarios judiciales, entre otros.  
 
Por otro lado el juez de sustanciar este proceso judicial es un juez de lo civil, no es correcto esto 
porque no sería lógico que un juez juzgue a sus pares, y peor aún este juez juzgue a jueces 
superiores ahí están a los Magistrados de la Corte Superior (provincial) de Justicia o de las 
Cortes Nacionales de Justicia, y este juez debe ser un juez del domicilio de la parte demandada, 
cuando por lógica y justicia debió ser del domicilio de la parte del actor.  
 
A si como también en dicha norma se debió establecer, expresamente, que puede plantear la 
reclamación toda persona que directa o indirectamente, es decir, sin perjuicio de ser o no parte 
principal del juicio, con esto manifestamos también a las terceros perjudicados que pudieron o 
no haber participado en el juicio pero que sufrieron algún perjuicio. 
 
También dentro de nuestra tema de estudio cabe resaltar algo importantísimo, habíamos hablado 
de la responsabilidad de la acción, es el hacer algo, el disponer de algo, NO solo por la conducta 
que cause daño a la partes; sino también la inacción la omisión. De la misma manera es bueno 
resaltar que el acto causante de un daño o perjuicio, no es solamente una providencia, una 
resolución o una sentencia, sino que también puede ser cualquier tipo de acto que se dé por un 
miembro de la Función Judicial que no tenga competencia ni atribución para dictar sentencias o 
resoluciones, como podría ser la traba de un embargo, la pérdida de un bien en manos de un 
depositario judicial o la falta de citación oportuna o demora en que incurra un citador, el 
incumplimiento de los plazos y términos por los funcionarios. La norma manifiesta que se 
produce el acto de perjuicio a las partes en el inicio, en el trámite, en ejecución o terminada; 
pero no toma en cuenta que las acciones u omisiones que puedan causar un perjuicio puede 
darse antes de que se inicie un proceso, a si por ejemplo, cuando no me reciben una demanda en 
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la oficina de sorteos o recibida, no sortearla, o sorteada no remitirla al juzgado donde recayó 
dicha causa, hipótesis donde se cause perjuicio a las partes sin que exista, un estricto derecho, 
un proceso. (Jueces no son los únicos que causan perjuicio a las partes) 
 
También establece que la vía de reclamación sea la verbal sumaria, fija como plazo de la 
prescripción  de la acción de cuatro años, y se contabiliza desde que se consumó el daño, aquí el 
legislador debió notar que muchas veces el daño moral se adelanta al material, por lo tanto no 
son coetáneos en el tiempo. 
 
Existe un control en la propia Función Judicial al respecto el Código Orgánico de la Función 
judicial en su Art. 131 dice que: A fin de observar una conducta procesal correspondiente a la 
importancia y respeto de la actividad judicial, las juezas y jueces deben: (…) Numeral 3. 
Declarar en las sentencias y providencias respectivas, la incorrección en la tramitación o el error 
inexcusable de servidoras y servidores judiciales, y comunicar al Consejo de la Judicatura a fin 
de que dicho órgano sustancie el procedimiento administrativo para la imposición de sanciones. 
Es decir, es obligación grave de todos los jueces al momento de emitir una providencia y, más 
aún, al resolver una causa determinar si en la tramitación de la misma algún funcionario 
perteneciente a su juzgado o tribunal, o correspondiente al Juez de nivel inferior, o cualquier 
otro miembro de la Función Judicial que se haya relacionado con la tramitación de la causa, 
haya cometido alguna incorrección o error grave que no tenga excusa o justificación alguna, 
debiéndolo declarar así en la providencia o sentencia que emita y, adicionalmente, oficiar en 
debida forma al Consejo de la Judicatura para que el mismo, tras la evaluación correspondiente, 
emita la sanción pertinente de ser el caso. Es decir, la Ley establece y obliga una suerte de 
autocontrol o auto tutela por parte de los jueces respecto de la actuación de sus pares, inferiores 
jerárquicos y otros que correspondan a su función, a fin de establecer y sancionarlos por su 
correspondiente responsabilidad. 
 
Antes el juez era considerado como una máquina registradora de la voluntad del legislador, y un 
espectador pasivo de la lucha procesal entre las partes, ahora con la tecnología y los avances 
científicos ya es un verdadero rector del proceso, (y su grupo de trabajo),  y no solo debe ser 
director del proceso sino un verdadero dispensador de justicia, con amplias facultades para 
organizar el debate, orientar el trámite en debida forma, evitar las nulidades procesales y 
actuaciones inútiles, procurar la economía procesal, investigar los hechos, controlar las 
actividades de los litigantes, proteger la buena fe y la lealtad en el debate, corregir con celeridad 
las equivocaciones o errores de los funcionarios. Crear métodos reales y prácticos y no 
limitarles, por que caerán en disposiciones legales líricas. 
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3.1.3.- JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA DEL JUEZ: 
 
El mecanismo de la fuerza de una acción esta atribuida a la autoridad del juez y se llama 
Jurisdicción,   el mecanismo que pone en acción esta fuerza sería el Procedimiento, y no son 
más que las normas a las que se sujetan las partes para reclamar sus Derechos y estas normas 
son las que sigue el juez para dictar sus resoluciones. 
 
Esta fuerza está imputada a los jueces  son ellos los que ejercer la jurisdicción y el 
procedimiento, esta función este poder que ejercen los jueces su combinación se le denomina 
ADMINISTRAR JUSTICIA. 
 
JURISDICCIÓN.- etimología y concepto.- Latín jus, derecho y, dicere, declarar. Declarar el 
derecho. O Iurisdictio, administrar el derecho, no de establecerlo. Es función específica de 
jueces.  
 
Al respecto COUTURE G, dice la jurisdicción es: “la función pública realizada por órgano 
competente del Estado, con las formas requeridas por ley, en virtud del cual. Por acto de juicio y la 
participación de sujetos procesales, se determina el derecho de partes, con el objeto de dirimir sus 
conflictos de relevancia jurídica, mediante decisiones con autoridad de cosa juzgada, eventualmente 
factibles de ejecución”  (Couture, 1976, pág. 210) (lo subrayado es mío) y con esto se refiere al 
nacimiento de la ley, ya sea formalmente (procedimiento legislativo) o materialmente. Por otro 
lado en “… por acto de juicio…” se refiere al proceso y su procedimiento.  
 
Entonces podríamos decir que jurisdicción es: la Facultad de aplicar la ley. Modernamente se 
entiende como la potestad que tiene el Estado en su conjunto para solucionar conflictos 
particulares a través de la imposición de la Ley y el Derecho. Por lo tanto esa potestad está 
encargada a un órgano estatal, el Poder Judicial y, al encomendar al Poder Judicial esa actividad 
privativa del Estado emerge la Potestad Jurisdiccional y esta, no es más que la cesión al Poder 
Judicial, a través de la ley de organización judicial, del deber de realizar esa actividad 
jurisdiccional. Es decir, de imponer la norma jurídica para resolver un conflicto particular cuyo 
objetivo final es lograr la convivencia jurídica o restaurar el orden quebrantado. El Código 
orgánico del Función Judicial dice al respecto que es la potestad de juzgar y hacer ejecutar lo 
juzgado, y esta potestad está dada a los jueces y juezas, Art. 150. 
 
En este mismo orden y dirección Si la jurisdicción,  es ese poder de juzgar y hacer ejecutar lo 
juzgado, viene a nosotros un problema que cae por su propio peso, si todos los jueces tienen 
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jurisdicción, porque otros jueces se dedican a ciertos asuntos, porque ciertos jueces juzgan en un 
lugar y otros de distinto lugar, porque otros jueces son superiores a otros si todos tienen 
jurisdicción, tan juez es el de Inquilinato como lo es el Presidente de la Corte Nacional de 
Justicia. 
 
En este mismo sentido el Estado por regla general es el que tiene en su poder la atribución de 
juzgar, la administración de justicia por árbitros o particulares, es algo que solo existe en tanto y 
en cuanto nuestro sistema lo permite, pero las reglas generales sigue siendo que el Estado tiene 
el monopolio de la Justicia. 
 
Con referencia a lo anterior el término Jurisdicción,  lo encontramos en el artículo 1 del Código 
de Procedimiento Civil.- “La jurisdicción, esto es, el poder de administrar justicia, consiste en la 
potestad pública de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado en una materia determinada, potestad que 
corresponde a los tribunales y juezas y jueces establecidos por las leyes. Competencia es la medida 
dentro de la cual la referida potestad está distribuida entre los diversos tribunales y juzgados, por razón 
del territorio, de la materia, de las personas y de los grados”  
 
Entonces según lo que estábamos manifestando y de acuerdo al artículo citado, el trabajo de 
ellos se encuentra distribuido, no tenemos jueces eruditos que conozcan de todos los contenidos, 
por el contrario el trabajo entre ellos está distribuido, existen jerarquías, a saber que los jueces 
son superiores a los demás. 
 
FUNCIONES DE LOS JUECES.- las funciones del juez es dirigir el proceso, su actuación es 
dinámica en el sentido de entender que cuando las partes aportan  en prueba, está en la 
obligación de saber si son insuficientes, inútiles o inconducentes, tienen la iniciativa de solicitar 
la actuación de medios probatorios para mejor proveer, todo esto con la finalidad de esclarecer 
los hechos alegados por las partes, todo esto de acuerdo  a lo que establece el Art. 118 Código 
de Procedimiento Civil, pues es el juez que mediante la prueba tiene que llegar a la verdad, para 
dar justicia a la parte que le corresponda en defensa de los derechos que sean reclamados y que 
hayan sido conculcados.  
 
Entonces podemos apreciar que la función principal del juez y de acuerdo al Código Adjetivo 
Civil, es el responsable de dirigir el proceso, sobre todo vigilar por su rápida solución, acoger 
mediadas necesarias para impedir alguna paralización procurando la economía procesal que 
establece la constitución, procurar la igualdad de las partes en el proceso. 
 
Tenemos dos tipos de función del juez de acuerdo a nuestro código procesal civil esto es: 
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FUNCION ESENCIAL.- La intervención del juez en todo el proceso, mediante el cual tiene la 
función de administrar justicia, precautelando el derecho de las partes, declarando y ejecutando 
sus derechos. 
 
FUNCION ACCIDENTAL.- Al contrario del primero, el juez solo interviene en actos que se 
requiere solemnidades, por ejemplo la intervención en una información sumaria o declaración 
de testigos, su comparecencia en una inspección judicial, o cuando autoriza la venta de bienes 
que pertenecen a menores.  
 
 3.1.4.- JURISDICCION SUS ELEMENTOS  
 
Los elementos que comprende la jurisdicción son: 
 
a).- Búsqueda de la verdad.- mediante esto el juez conoce de las pretensiones de las partes en la 
demanda y en la contestación de la misma, y de las pruebas que ellas ofrezcan, con la finalidad 
de comprobar la existencia o no del derecho que reclaman. 
 
b).- Juzgamiento.- que no es otra cosa que la resolución que llega al juez de la pruebas que se 
integren en el proceso, denominado también como sentencia, La sentencia obligatoriamente 
debe contener: una parte expositiva, otra considerativa y por último una resolutiva, y la 
identificamos cuando encontramos los términos ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN 
NOMBRE DEL PUEBO SOBERANO DEL ECUADOR Y POR AUTORIDAD DE LA 
CONSTITUCION Y LAS LEYES DE LA REPUBLICA;  conforme dispone el Código 
Orgánica de la Función Judicial.  
 
c).- Ejecución  del Fallo.- el juez debe hacer efectivo su sentencia mediante las siguientes 
consideraciones: 
 
1.-Para que el fallo se ejecute se requiere de su interpretación, el único que está en condiciones 
de interpretar la sentencia es el juez que la dicta. 
2. Porque al ejecutarse el fallo en muchas ocasiones se producen incidentes, en los que hay que 
aplicar las normas procesales. 
3. Porque de ésta manera, ejecutando los mismos jueces, se asegura la autonomía de la 
Función Judicial, y no se permite la injerencia de la Función Ejecutiva. 
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3.1.5 ADQUISICION DE LA JURISDICCION 
 
Todo juez o jueza adquiere jurisdicción desde la misma posesión del cargo. Conforme lo 
determina el Art. 152 COFJ, textualmente manifiesta  que: “La jurisdicción nace por el 
nombramiento efectuado conforme a la Constitución y la ley. 
 
El Ejercicio de la jurisdicción empieza en el momento en que la jueza o juez toman posesión de 
su función y entra a su servicio efectivo. 
 
Las funciones de la jueza o juez continuará hasta el día en que su sucesor entre al ejercicio 
efectivo del cargo.”  
 
Y el mismo cuerpo legal no determina los requisitos que se deben observar para el 
nombramiento y posesión del cargo. 
 
1.3.6.- COMPETENCIA  
 
 La competencia, distribuye el trabajo entre los jueces, porque la ley previamente establece las 
atribuciones peculiares de cada juez, los faculta para conocer determinados asuntos, la 
competencia nos dota de seguridad jurídica porque en ese momento que llevemos nuestro 
conflicto a los tribunales la Ley ya ha preestablecido quien es el juez que debe conocer nuestro 
conflicto a los tribunales. Esa idea la podemos colegir de la definición de la competencia 
establecida en el segundo inciso del artículo 1 del CPC. 
 
Significa entonces que el legislador deposita la jurisdicción a los jueces, algunos con mayor 
competencia otros con menor competencia, la jurisdicción está repartida entre ellos y es la 
competencia la que lo limita, está restringida a los asuntos que sean de su competencia. 
 
El inciso de este artículo de nuestra ley adjetiva establece los parámetros que se van a utilizar 
para atribuir competencia, el legislador no ha querido que la distribución de la competencia sea 
arbitraria, lo que quiere decir es que se basa en distintos criterios ordenadores a los cuales la 
doctrina los llama RAZONES DE LA COMPETENCIA. Los motivos por los cuales está 
distribuida y son los siguientes: En razón de la MATERIA, del TERRITORIO, de los GRADOS 
y las PERSONAS. 
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Respecto de la competencia El Código Orgánico de la Función Judicial, en su Art. 156, lo 
define como “la medida dentro de la cual la potestad jurisdiccional está distribuida entre las 
diversas cortes, tribunales y juzgados, en razón de las personas, del territorio, de la materia, y de 
los grados”. 
 
En referencia a la clasificación, es necesario explicar cada una de ellas: en razón de la Materia 
Las referidas normas legales manifiesta que la competencia se encuentra distribuida entre los 
jueces civil,  penal,  inquilinato, administrativo, de coactivas y de menores nos dice que la 
doctrina la llama Competencia Funcional, viene en función del asunto que va a conocer el juez, 
en nuestro país existen jueces de distintas materias, por ejemplo para los asuntos civiles, 
tenemos los jueces civiles, la Corte Provincial, la Corte Nacional por el recurso de casación, en 
razón del Territorio.- Esto se explica por sí solo, dependiendo de la clase de juez a veces varia la 
competencia territorial, en nuestro sistema los jueces de lo Civil tienen competencia cantonal, 
las Cortes provinciales  tienen competencia provincial. La Corte Nacional  tiene competencia en 
toda la Nación; en razón de los Grados.- es decir la competencia del juez, en el conocimiento y 
resolución de las causas, así tenemos: el juez civil en primera instancia; la Corte Provincial en 
segunda instancia; y, la Corte Nacional por casacióny en razón de las Personas.- Viene dada por 
los llamados fueros. Existen ciertas personas que están sometidas a ciertos jueces especiales, no 
se trata de privilegios, los fueros no están ahí porque sean personas por encima de la Ley, las 
que van a gozar de ellas. La idea del legislador es proteger la imparcialidad de la Función 
Judicial, el legislador teme dos cosas. Que un juez de jerarquía se sienta en plena libertad para 
juzgar a un alto funcionario. Que busque evitar que los asuntos del Estado sean interrumpidos 
por jueces de bajo rango, es de doble vía esta protección que hemos dado la existencia de los 
fueros. Cuando hablamos de fuero en razón de las personas, está sometido a ciertas reglas si a 
un ex funcionario se lo juzga por infracciones cometidas durante el ejercicio del cargo, así haya 
dejado de ejercerlo sigue gozando del fuero. 
 
CONFLICTOS EXISTENTE DE LA COMPETENCIA.-  existen conflictos negativos y 
positivos que sería esa su clasificación.- los primeros estos se refieren a los jueces que se 
disputan la competencia según lo manifestado en los artículos 848, 849, del Código de 
Procedimiento Civil; los segundo hace referencia cuando dos jueces se creen incompetentes 
para conocer el asunto. Para ejemplificar estos dos conflictos podríamos decir del primero si en 
una demanda de pago de un crédito ante los jueces de lo civil de Ambato, y el demandado 
reclama la competencia de este juez, por tener su domicilio en Quito, en tal caso acude antes el 
juez de Quito, para que entable la competencia al juez de lo civil del Ambato, y este se niega a 
ceder la competencia; entonces vemos que los dos jueces se niegan a ceder la competencia.  
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Vemos que ambos jueces se creen ser competentes; por lo que la Corte Provincial de Quito es la 
que tiene que resolver la competencia de los jueces. Por regla general la Corte que resuelve la 
competencia de los jueces es la del lugar que pide se inhiba de conocer la causa. 
 
En el conflicto negativo tiene lugar cuando el juez que conoce un juicio se inhibe de continuar 
conociendo la causa, en virtud de que considera que no es competente de conocer la causa ya 
sea en razón del asunto o del territorio; entonces el primer juez presenta la inhibición ante el 
otro juez, pero el nuevo juez cree que él tampoco es competente entonces en este caso quien 
resuelve el conflicto negativo de competencia es la Corte Provincial al que pertenecen los 
jueces. La inhibición debe ser presentada ante un juez de igual jerarquía.  
 
EFECTOS DE LA INCOMPETENCIA.-  la incompetencia es la falta de facultad del juez para 
conocer un determinado asunto, esto surte los siguientes efectos: 
 
 1. Ha lugar a que se ponga la excepción dilatoria de la incompetencia; 
 
2. La acción inhibitoria que tratan los artículos 848 y siguientes del Código de Procedimiento 
Civil, el demandado ante un juez incompetente, puede acudir ante un juez propio para que 
entable la competencia. 
 
2. Otro efecto de la incompetencia es la de la nulidad procesal, desde que la competencia de los 
jueces es una solemnidad sustancial común a todos los juicios e instancias, como lo señala el 
numeral dos del artículo 346 del Código de Procedimiento Civil: “Son solemnidades 
sustanciales comunes a todos los juicios e instancias: numeral segundo competencia del Juez o 
Tribunal en el juicio que se ventila”. 
 
3. Otro efecto es el de la nulidad de la sentencia ejecutoriada; el artículo 299 del Código de 
Procedimiento Civil, considera que la sentencia ejecutoriada es nula, y en el numeral primero 
establece que, la sentencia es nula por falta de jurisdicción o competencia del juez que la dicto. 
 
La nulidad de esta sentencia ejecutoriada puede proponerse como acción por parte del vencido, 
ante el juez de primera instancia, en juicio ordinario, y antes de que se ejecute la sentencia, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 300 del código de procedimiento Civil. 
 
PRINCIPIOS GENERALES DE LA COMPETENCIA 
 
Las reglas de la competencia son las siguientes: 
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a) EL ACTOR DEBE SEGUIR EL FUERO DEL REO (DEMANDADO).- El fundamento de 
esta regla es el de que por equidad la demanda debe proponerse ante el juez del domicilio del 
demandado, considerando que el actor tiene tiempo suficiente para preparar la demanda, en 
muchos de los casos es sorprendido por la demanda, por esto, es lógico, que la demanda se 
presenta ante el juez del domicilio del demandado, conforme así lo determinan los artículos 24 y 
26 del Código de Procedimiento Civil. 
 
b) Si se fija la competencia del juez esta no se altera por ninguna causa posterior; no importa el 
cambio de circunstancias, respecto a las personas, al territorio y a la materia, al respecto 
tenemos el artículo 193 de la Ley Orgánica de la Función Judicial que dice: “Tanto en lo civil 
como en lo penal, los tribunales y juzgados conservan su competencia para conocer de las 
causas que se hubieren iniciado contra funcionarios y empleados aun cuando posteriormente 
hubieren cesado en el cargo o este hubiera sido suprimido. 
 
c) Fijada la competencia del juez de primer grado, por el mismo hecho queda fijada la 
competencia del juez o tribunal superior, esta regla es consecuencia del orden y la jerarquía de 
los jueces; por ejemplo; si conoce el juez de lo civil en primera instancia o grado, la Corte 
Provincial, Sala de lo Civil será la competente para conocer en segunda instancia; y, la Corte 
Nacional en recurso de casación. 
 
d) El juez de lo principal es el juez de los incidentes.- Esta regla se ha establecido con el fin de 
mantener la unidad procesal; por esto, la ley señala que el mismo juez debe conocer los 
incidentes; por ejemplo: en el caso de tercería excluyente de dominio, debe conocer el juez 
principal porque se trata de un incidente. El juez de lo principal es juez de la reconvención.- La 
reconvención es la contrademanda que se dirige al actor; y, 
e) El juez de la acción es el juez de la excepción. 
 
Por las consideraciones anteriores La jurisdicción es el género, mientras que la competencia 
viene a ser la especie todos los jueces tienen jurisdicción, pues tienen el poder de administrar 
justicia, pero cada juez tiene competencia para determinados asuntos. Que se distribuye en 
función del territorio, materia, grados, personas; la jurisdicción es el poder general de 
administrar justicia que lo tienen los jueces y tribunales establecidos en ley. La competencia es 
la aplicación de ese poder  a un juez determinado (previa al sorteo respectivo). 
 
Cabe agregar  que existe el Fuero competente  por regla general según lo dispone el art. 24 y 26 
del C.P.C, la jueza o el juez del domicilio del demandado,  es el competente para conocer las 
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causas que se presente contra éste. Los fueros concurrentes y excluyentes, constituyen 
excepciones de la regla general. 
 
Por ejemplo: se plantea una acción posesoria de un inmueble que está ubicado en un cantón 
deferente al del domicilio del demandado. El juez competente, no es el del domicilio del 
demandado, sino el juez del lugar en donde esté ubicado el inmueble. 
 
3.2.- LA FUNCIÓN DEL ABOGADO  EN LA SUSTANCIACIÓN DE LOS 
JUICIOS CIVILES: 
 
En  todas las universidades  del Ecuador existe la cátedra de derecho en donde “se forma  el 
jurisconsulto,(…)  como defensor o como juez, conocer el verdadero sentido de la ley y aplicarla 
rectamente; y como legislador, juzgar la bondad absoluta o relativa de la misma, y procurar las 
convenientes reformas”  (Peñaherrera, 1943, pág. 2); personaje este al que el Dr. Peñaherrera al 
referirse al Digesto de Roma, indica que: llama a los abogados sacerdotes de la justicia.  
 
¿Qué es un Abogado?  Es: 
 
 “perito en el derecho positivo que se dedica a defender en juicio, por escrito o 
palabra, los derechos o intereses de los litigantes y también a dar dictamen sobre las 
cuestiones o puntos legales que los consultan. Dice el Diccionario de la Real Academia 
de la Lengua, abogar significa ejercer la profesión de abogado, defensor, interceder, 
exculpar o alegar a favor de alguien.- vale la pena mencionar lo de “Abogadismo”, 
que significa intervención excesiva de los abogados en negocios públicos, o aplicación 
de sus métodos en cuestiones extrañas a la abogacía.- en relación a Jurista, dice el 
Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, que es “… el que estudia y 
profesa la ciencia del derecho”. (Viteri, pág. 5)  
 
El abogado debe tener un conocimiento amplio en la materia, y a más de eso debe poseer 
cualidades tales como:  
 
“buena fama, lealtad, tolerancia, honradez, pulcritud y ser absolutamente correcto en 
sus actos, frente al cliente y al juez, frente a la sociedad y a los preceptos éticos, estos 
cualidades extinguen ante la sociedad la imagen falsa de un profesional astuto, 
tergiversador de los hechos, intereses sólo en el dinero y artífice de engaños…” (Viteri, 
págs. 7,8) 
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En relación a lo anterior podemos señalar también que: el inciso segundo del artículo 54 de la 
Constitución de la República señala que las personas serán responsables por la mala práctica en 
el ejercicio de su profesión, arte u oficio, así mismo manifiesta que: el artículo 83 del mismo 
cuerpo legal, en el número 12, dispone: Son deberes y responsabilidades de las ecuatorianas y 
ecuatorianos, sin perjuicio de otros previstos en la Constitución y la Ley: (...) 12. Ejercer la 
profesión u oficio con sujeción a la ética, es decir, es un principio constitucional el ejercer 
cualquier profesión u oficio enmarcadas es la buena conductas, aplicar su conocimiento de 
manera honesta y actuar con ética y la moral,  serán responsables por mala práctica en el 
ejercicio de su profesión. 
 
Al respecto el artículo 26 Código Orgánico de la Función Judicial señala que: "En los procesos 
judiciales las juezas y jueces exigirán a las partes y a sus abogadas y abogados que observen una 
conducta de respeto recíproco e intervención ética, teniendo el deber de actuar con buena fe y 
lealtad. Se sancionará especialmente la prueba deformada, todo modo de abuso del derecho, el 
empleo de artimañas y procedimientos de mala fe para retardar indebidamente el progreso de la 
Litis. La parte procesal y su defensora o defensor que indujeren a engaño al juzgador serán 
sancionados de conformidad con la ley." 
 
Entonces debemos decir que el abogado se asemeja a los funciones del juez en cuanto será quien 
ayude a dirigir a su cliente y ayudara a la concepción clara e inequívoca de la administración de 
justicia, sea que actué como de la parte actora, o ya sea que lo haga en la defensa con la parte 
demandada; pero no es solamente el profesional defensor de una u otra No, su desenvolvimiento 
es muy amplio ya que abarca  todas las materias , y su responsabilidad es de gran trascendencia, 
difícil y exige características de personas integras, valientes, amantes de la justicia, personas o 
profesionales de juicio y conocimiento profundos, el libre ejercicio de la profesión se halla 
inmersa con los más hondos problemas sociales. Todos somos partes de una sociedad, y el ser 
parte de ellas ya nos ubica en un sitio positivo, si bien el Estado es responsable gasta enormes 
sumas de dinero tendientes a la capacitación de las personas con el ánimo de desarrollo y 
progreso integrales, con miras a que adquieran un mejor nivel pero principalmente a ser útiles 
en función eminentemente social, por eso la profesión y la vida del abogado, deben estar 
entregada a la justicia en beneficio social. En relación a esto podemos señalar que el artículo 
323 del Código Orgánico de la Función Judicial establece que la abogacía es una 
 
Función social al servicio de la justicia y del derecho; Es por eso que los jueces no son los 
únicos encargados de la administración de justicia, somos todos los hombres porque cuantas 
veces llevamos, como producto de la situación imperante, asuntos dilatados, a los jueces o 
provocamos con nuestras propias proposiciones al margen del derecho, de la ley y de la 
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justicia.- cuan diferente  es la lucha contra la corrupción y sé que la podemos ganar y entonces 
veremos que “… corra el juicio como las aguas, y la justicia como impetuoso río” (Biblia, 2013, 
pág. cap 5)  
 
El Código Orgánico de la Función Judicial, sanciona las infracciones cometidas por los 
profesionales del derecho en ejercicio de su profesión, las mismas que serán enmarcadas en la 
justicia y el derecho. Tal como lo señala el artículo 3 del Reglamento Disciplinario de 
Abogados en Patrocinio de Causas, donde indica lo siguiente: “ La Potestad Disciplinaria estará 
a cargo del Consejo de la Judicatura es el Órgano encargado  de vigilar y controlar que las 
abogadas y abogados en el patrocinio de las causas, cumplan con la función social de servicio a 
la justicia y al derecho; siguiendo el mismo artículo en el inciso 2 dice que: En estricta 
aplicación de lo establecido en los artículos 131 y 132 del Código Orgánico de la Función 
Judicial, las juezas y jueces en uso de sus facultades correctivas y coercitivas, únicamente 
aplicarán sanciones disciplinarias a las abogadas y abogados, cuando las mismas tiendan a 
conservar el correcto y normal desarrollo del proceso. Es necesario mencionar que el cuerpo 
legal que estamos mencionando su acción es de naturaleza administrativa, pública e 
independiente de cualquier otra acción civil o penal a que hubiere lugar;  estamos viviendo un 
proceso de cambio en el nuevo Estado, es por eso que el Consejo de la judicatura con la 
finalidad para vigilar la conducta de los abogados que intervienen en los procesos judiciales, ya 
que también contribuye a afianzar la majestad de la justicia y la dignidad del profesional del 
derecho.  
 
Además dice que son destinatarios del régimen disciplinario todos los abogados, ya sea que se 
encuentren en el libre ejercicio de su profesión o que presten sus servicios con relación de 
dependencia en instituciones públicas o privadas, que incurran en las infracciones establecidas 
en el COFJ y, en general, en el ordenamiento jurídico vigente relativo al ejercicio profesional 
del derecho. En el segundo inciso del artículo 35 de la propuesta se advierte que, una vez 
ejecutada la sanción, el Foro de Abogados del Ecuador otorgará un certificado en el que conste 
que el abogado se encuentra habilitado para ejercer la profesión, informando del hecho a todos 
los operadores y servidores de la Función Judicial. 
 
Es una ley innovadora ya que se estaría sancionando a los profesionales, que realizaren actos 
prohibidos de acuerdo a lo que establece el Código Orgánico de la Función Judicial, y las 
sanciones por el incumplimiento del reglamento van desde una sanción pecuniaria hasta la 
suspensión de la licencia de su profesión. También el mismo Código Orgánico de la Función 
Judicial faculta a las direcciones provinciales del país hacer cumplir este reglamento. Con esto 
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podemos ver que ahora podrán acudir a la Ley y hacer la respectiva denuncia las personas o  
clientes que se sientan perjudicadas por los servicios de los abogados en libre ejercicio. 
Anteriormente, existían denuncias de ciudadanos por estas causas, sin embargo no había la 
facultad legal para actuar en base a derecho, ni existían las direcciones regionales del Consejo 
de la Judicatura; frente a estas nuevas disposiciones y sanciones a las que están sujetos los 
abogados en libre ejercicio, son aún desconocidas para muchos profesionales, estamos de 
acuerdo que, este nuevo reglamento es innovador porque es importante la ética profesional tanto 
de los abogados en libre ejercicio y todo servidor de la Función Judicial, pero si las reglas o 
disposiciones son excesivas, evidentemente generaría un malestar social y el abuso en la 
aplicación de la norma de manera rígida contra un abogado y también se estaría atentando su 
derecho al trabajo. 
 
En conclusión y de acuerdo con el ámbito temporal, tiene como objetivo el nuevo reglamento 
impedir que los abogados interpongan varios recursos innecesarios  con el fin de alargar el 
proceso y que el mismo caduque, y esta potestad disciplinaria la tendrá el consejo de la 
judicatura y serán los jueces quienes a su criterio apliquen la sanción correspondiente a los 
abogados que recurran  a las malas prácticas, también debe existir un equilibrio entre las partes; 
Actor, Demandado y juez, manteniendo mucho cuidado con el exceso ya que esto puede causar 
malestar social general, ya que se agarrarían de esto para sancionar al profesional y se estaría 
atentando contra el principio que se tiene al trabajo, por lo que los jueces deben ser muy 
cautelosos al momento de aplicar las sanciones. 
 
3.3.-  SUSTANCIACIÓN DE OFICIO DE LAS PROVIDENCIAS: 
 
Para tener una buena administración de justicia existe medidas para mejor proveer, ello por dos 
motivos: primero  el Proceso.- que se encamina a que se tenga una realidad más afín con lo 
pretendido; y por otro lado el juzgador, por que dichas medidas intentan lograr la convicción de 
éste sobre el material probatorio, y disipar las dudas que tenga antes de dictar sentencia, y lo que 
se obtienen es un fallo final de éste en un litigio determinado, hacia una mejor administración de 
la justicia. 
 
Para entender mejor estos dos motivos comencemos viendo el primero y para ello como 
debemos ver La verdad de los hechos en el proceso.- la razón de ser de los autos para mejor 
proveer que tienen como fin la buena administración de justicia, esclareciendo la verdad, las 
providencias tienden averiguar la verdad, el juez aspira conocer la verdad por medio de éstas providencias 
bien proveídos al respecto de esto, el profesor de  la Universidad de Derecho Procesal  de Sevilla, 
MARTIN  J. señala  a dos autores importantes que sobre esto manifiestan que: “  añade 
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ALCÁNTARA  SAMPELAYO que, más que las habilidades de una parte y los descuidos de la otra, 
interesa el imperio de la verdad y el triunfo de la justicia. Para CARAVANTES, cuando los jueces o 
tribunales, al ver un proceso para dictar sentencia, tuvieran duda sobre el modo de fallarlo, por observar 
que está obscuro algún hecho esencial o que no resulta de las pruebas claro el derecho de las partes, y 
de los derechos que ambos litigantes alegaron, pueden para el mayor esclarecimiento de la verdad e 
ilustración de su ánimo sobre la materia, dictar de oficio autos para mejor proveer, para traer nuevos 
méritos que arrojen luz sobre lo que aparece dudoso” (Martin, 1981, pág. 102), es decir, la 
sustanciación de oficio a la producción de la prueba contribuye al esclarecimiento de la verdad, 
frente a esto existen quienes dicen que se encuentran desfavorecidas con las pruebas decretadas 
de oficio la otra parte, por lo tanto el juez debe permanecer inactivo, y exclusivamente dictar su 
fallo con la prueba aportada, sin romper su neutralidad en el proceso.  Pero para ECHANDIA D. 
frente a esto dice: “que el proceso civil es un negocio privado y con un fin privado”, (Echandia, 1970, 
pág. 81) pero  la defensa de los interese particulares, ya está superado , es evidente la deducción: 
al haber un interés público en donde la sentencia dictada por el juez ya es de manera justa y 
legal, ya se puede apreciar que el Estado como Administrados de la Justicia, concede al Juez 
como habíamos dicho en este mismo capítulo, poderes y atribuciones por ende también se 
encuentra dotado de poder, que incluso su responsabilidad es a Título Personal si comete algún 
error o perjuicio a las partes, para poder investigar la verdad de los hechos alegados por las 
partes, evitando que con esta capacidad de sustanciar de oficio se pueda alegar un derecho a 
ocultar la verdad o engañar al juez con pruebas aparentes u omisiones, es aquí donde podemos 
apreciar la Imparcialidad del Juez .- es muy importante sobre todo cuando la corrupción son 
innumeradas y pretende en sus garras aprisionar el sistema, es esencial por que la intervención 
del juez debe tener una garantía de actuación decente, sin esto podemos afirmar que las 
resoluciones del juez no merecerán el mínimo de respeto, es por eso que la imparcialidad del 
juez impide que se agravie a la administración de la justicia , la tarea del juez debe ser altamente 
digna cuando actúa con honradez, decencia y sin conculcar sus principio al poder económico, 
político y social de las partes litigantes. En consecuencia el juez es el encargado de impartir la 
justicia, y esta a su vez significa dar a cada quien lo que le corresponde, él tiene la facultad  el 
poder encomendados por el Estado, es ahí donde debe imperar la probidad en marcados en la 
ley para dar el fallo dentro de la causa encomendada a él.  En el proceso civil, que ya habíamos 
definido en el primer capítulo, se dota al juzgador dentro de ese proceso civil de los poderes 
necesarios, de modo que lo único que importe dentro de ello es el triunfo de la verdad, y no la 
astucia de una parte o a su vez de las partes que a veces polemizan  dentro de la contienda frente 
algunos hechos y lo único que interesa en la verdad de esos hechos, obtenida esta es fácil 
administrar justicia, entonces el juzgador solo debe optar por aplicar la norma adecuada al 
supuesto planteado. Pero debe ser una verdad real y no solo una verdad formal de las partes, el 
profesor GUASP dice que: la búsqueda del proceso de la única verdad existente, ya que el fin 
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del juicio es la administración de justicia, sobre la verdad demostrada. Con todo esto vemos que 
estas medidas están destinadas a mejorar la información, complementando las pruebas aportadas 
por las partes, que se supone que no han sido suficientes para mostrar la auténtica realidad del 
supuesto planteado, es por esto que dentro del litigio planteado tanto los jueces como tribunales, 
consideran que la sustanciación de oficio es necesaria aplicarla cuando resulte que éstos tienen 
inseguridad del material probado dentro del proceso, estiman que por este medio pueda fijarse 
con más acierto la verdad. Es por ello que el juzgador se ve en la necesidad de aplicar este mejor 
proveer en interés de la más recta administración de la justicia. Y frente a esto se permite pues 
al juez el abandono de su pasividad, actuando ya por iniciativa propia, porque le permite actuar 
activamente en la averiguación de esa verdad procesal. No con ello quiero decir que le dejamos 
que el juez averigüe si no más bien  que verifique lo alegado y semiprobado por las partes, el art 
113 del Código de procedimiento Civil, nos manifiesta que la carga de la prueba es del actor, 
pero con este fundamento proveer mejor pronunciar una mejor sentencia, dejan de lado esa 
caduco pensamiento del juez espectador donde no podía sentenciar mejor, es por ello la doctrina 
es unánime en cuanto que el fin del proceso es la administración de la justicia, para eso la ha 
instaurado del Estado; pues bien, dicho proceso termina con una resolución del juzgador sobre 
la verdad en él probada. 
 
En segundo lugar habíamos dicho el Juzgador, debido a todo lo expuesto en el proceso también 
existe completar la convicción del juzgador para la sentencia, como habíamos dicho las 
diligencias para mejor proveer tienden a la búsqueda de la verdad de los hechos debatidos en el 
proceso, pero no solo esta medida también es importante el Órgano Jurisdiccional. Ya que es el 
destinado con su decisión resolver la cuestión litigiosa, al haberse aclarado ciertos hechos  
dudosos, aportando de oficio pruebas complementarias, incrementa su convicción sobre el 
material probatorio, disipa sus dudas, para mejor dictar sentencia, pues junto con buscar la 
verdad de los hechos, pues favorecer la verdad de los hechos beneficia la convicción judicial y, 
viceversa, otorga al juzgador la posibilidad de que disipe sus dudas sobre el material probatorio, 
estas medidas colaboran a una mejor administración de la Justicia, argumentos que se 
complementan entre sí. 
 
Pero no confundamos que esa potestad de mandar y hacer derecho, no es crear la norma legal, 
para ello está el cuerpo legislativo, su función es más bien aplicar esta norma, haciendo justicia, 
mandando y haciendo ejecutar lo mandado. Pero aplicaren un supuesto concreto la norma legar 
pertinente, no es solo de aplicarlo como una simple labor mecánica, no es todo un proceso 
mental por parte del juzgador, de todo lo que hemos dicho antes, con la finalidad de poner 
término a la contienda ante él debatida, pero con una sentencia justa. A todo esto existe que a lo 
largo del proceso, los hechos alegados por las partes no han sido suficientemente probados, y 
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llegado al momento de la sentencia, el juzgador se encuentra en una especie de incertidumbre, la 
ley, concede en esta parte al juez o al tribunal esta última facultad excepcional para que pueda 
acertadamente, dictar su resolución final. Mediante el ejercicio de la facultad discrecional del 
juez,  la sustanciación de oficio el material probatorio de las partes, es por ello que ellos están 
autorizados para mejor proveer utilizar estos medios para tener una mayor luz al momento de 
dictar el fallo. 
 
Entonces vemos que el juez tiene esa facultad para investigar por sí mismo, en la medida 
necesaria para completar la información o aclarar algo que le parezca obscuro. Puede ser que las 
partes tal vez pasen por alto alguna cosa que no mostraron en la prueba entonces  la ley le obliga 
a decidir al juez, por lo tanto debe dotarles de medios necesarios para ello, entonces le autoriza 
los medios para mejor proveer, y es una facultad que la ejecutan únicamente cuando tengan 
alguna duda sobre lo controvertido, es por ello que vemos en muchos casos que antes de dictar 
sentencia el juez está facultado para verificar las informaciones que se le ocurran incluso 
momentos antes de dictar sentencia, al respecto ORTIZ M. dice que: “cuando los jueces o los 
tribunales, al ver unos autos o una causa para dictar sentencia definitiva, encuentran algo obscuro o 
dudoso, y su ánimo no se halla convencido con la evidencia que se requiere para formar un juicio exacto, 
tienen un medio para traer mayor luz al juicio y averiguar la verdad”, (Ortiz, pág. 427) en conclusión 
vemos que estas medidas de mejor proveer tienden a la búsqueda de la verdad de los hechos en 
un proceso determinado, logrando  la convicción del juez , quien es el que ha de resolver el 
litigio.  
 
3.4.-  ACATAMIENTO U OBEDIENCIA DE LOS SUJETOS PROCESALES A 
LAS NORMAS DE LAS LEYES SUSTANTIVAS Y ADJETIVAS: 
 
Ya habíamos  estudiado sobre el papel del juez que debe actuar como fiscal del obrar del 
gobierno y como órgano destinado a preservar la supremacía de la Constitución, tratados 
internacionales de derechos humanos y normas fundamentales, y obviamente tiene que actuar 
con independencia e imparcialidad, recordando que son garantistas o sea que los jueces están 
comprometidos con la Constitución de la República, Tratados Internacionales de Derechos 
Humanos, el mérito del proceso, y la sana crítica; y como actúa a nombre del Estado, para hacer 
alguna cosa en particular que corresponda…conforme a la justicia y al derecho, también queda 
establecido la responsabilidad del juez dentro de la administración de la justicia, por el no por 
daño o perjuicios en el desempeño de Administrar justicia, es  también  una parte en el proceso, 
porque será él quien este destinado a resolver el litigio y ponga fin a ese contienda que esté en 
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su conocimiento, con jurisdicción dentro de los límites de su competencia, por lo  que él se debe 
a las leyes sustantivas y Adjetivas.  
 
Por otra partes quienes deben obedecer a las leyes sustantivas y adjetivas son lo que 
denominamos las partes procesales, es decir,  los sujetos de la relación procesal, distinguiéndose 
fundamentalmente como partes Directa: el actor, demandante o sujeto activo de la relación, que 
es quien inicia una acción; y  el demandado o sujeto pasivo de la misma, que es aquel contra el 
cual se dirige la acción; las partes Indirectas  son: los terceros.  Significa entonces que las partes 
del proceso son los mismos sujetos que tomaron parte en la relación sustantiva material, pero 
trasladados al proceso; que en cuyo nombre se pretende la actuación de la ley y aquel respecto 
del cual se formula una pretensión. 
 
Brevemente podemos decir que existe la Capacidad para ser Parte No existiendo normas en el 
C.P.C., debemos recurrir a las normas de derecho común contenidas en el Código Civil, según 
sea la naturaleza de la acción, reiterándose la norma de que son capaces todos aquellos a 
quienes la ley no considera incapaces.  
 
3.5.- LA NEGATIVA OMISIÓN Y RETARDO DEL JUEZ EN LA 
SUSTANCIACIÓN DE LOS JUICIOS CIVILES: 
 
“Es necesario en la práctica que la parte interesada solicite al juez la prosecución del 
proceso, según el estado en que se encuentre, a fin de facilitar el total desenvolvimiento 
procesal, es decir, la realización de los actos previstos en el trámite para su total 
cumplimiento. Esto se debe a que el impulso procesal corresponde a la parte, principio 
que los jueces suelen respetar…” (Troya, 1978, págs. 174,172) 
 
Ya no se concibe al juez como alguien quien se somete a la voluntad del legislador y a un 
espectador pasivo de la lucha procesal entre el actor o demandado (las partes), sino que ahora es 
quien dirige el proceso, envestido de los poderes que le da el Estado. Es por esta razón como 
analizamos en el primer subtitulo de este capítulo, tiene responsabilidad en ejercicio de su 
cargo; y de acuerdo con los razonamientos que se han venido realizando es en definitiva el 
dispensador de la justica, con facultades para organizar el debate, orientar el trámite en debida 
forma, y evitar omisiones, y actuaciones inútiles, procurando la economía procesal, y acatando 
la norma constitucional de celeridad, eficiencia, inmediación, para desarrollar la seguridad 
jurídica, y proteger la tutela efectiva.  
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Es por esta razón que el juez no debe negarse a sustanciar o dictar algún tipo de providencia, en 
las causas civiles, ya que de caer en esta negativa omisión, quebrantaría el derecho 
constitucional de defensa; pero por otro lado es necesario que para continuar el proceso sean las 
partes las que soliciten al juez la prosecución del mismo, con el fin de facilitar la diligencia 
rápida para su total cumplimiento, esto a que el impulso de la causa es de las partes principio 
que los jueces suelen respetar.  
 
De la misma manera los abogados que tiende a entorpecer y dilatar el proceso los jueces se 
encuentran facultados para no proveer lo que se realiza como en lenguaje común se dice, astucia 
de los abogados, y al estar envestido de poderes y exorbitancias como dice la doctrina, puede de 
oficio solicitar una sanción para el abogado que realice esos actos de dilatación, también los 
profesionales como habíamos dicho tienen sus reglamento disciplinario, y no solo el juez puede 
seguir una acción para ellos si no también los usuarios perjudicados. 
 
Pero eso no quiere decir que no quiera sustanciar, la negativa más bien diría que es si el juez al 
providenciar impusiera multa o rechazara el escrito o petición, significaría entonces que se está 
negando a sustanciar, pero respecto únicamente de la petición o el escrito. 
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CAPÍTULO IV 
 
EFECTOS DEL INCUMPLIMIENTO DE LOS TÉRMINOS Y 
PLAZOS INHERENTES A LA MATERIA CIVIL 
 
 
La sociedad es la “victima procesal”, el Doctor Enrique Cuello García en su libro Sistema 
Procesal Civil en 1985 nos hablaba de, perseguir dos ideales de fondo dentro del procedimiento 
civil, el acierto y la celeridad.  El acierto y la celeridad no están en los procesos largos, cuando 
el demandado tiene excesivo tiempo para preparar su defensa, pues el tiempo dentro del proceso 
civil no da a las partes procesos de introspección con los que puedan meditar más su pretensión 
sino que, ubica a ambas partes en una incertidumbre prolongada, entonces no es cierto que hay 
mayor acierto y seguridad jurídica con un proceso largo, tampoco es cierto que el exceso de 
tiempo le da al juez una mayor convicción en cuanto a su decisión.  
 
La realidad es que, “la humanidad de paz y sosiego, el hombre del campo que leía a Virgilio, quedaron 
enterrados en el Panteón de la Historia, Hoy se vive el vértigo de la velocidad. Al hombre actual le 
gustan los medios de transporte supersónicos para sus grandes conquistas contemporáneas”,  (Coello, 
1985, pág. 6) es decir hoy en día se debe respetar los plazos y términos de forma tajante de tal 
forma que cumplan la expectativa de la sociedad, esto partiendo de la premisa que la sociedad le 
da la pauta a la ley, pues la ley debe necesariamente estar acorde lo disponga la sociedad.  
 
Es conocido por todos que, nuestro país tiene una Constitución que, la mayoría la ha 
denominado “garantista”, y en base a ello es súper importante decir que los preceptos 
constitucionales son de DIRECTA E INMEDIATA  APLICACIÓN. 
 
El Dr. Julio Cesar Trujillo al respecto señala,  
 
“Que son de aplicación directa significa que de ellas derivan derechos y obligaciones 
para sus destinatarios, e inmediata quiere decir que no es necesaria la mediación de 
una ley que los desarrolle para que la persona demande el respeto a los derechos y 
garantías que le corresponden o la reparación de los perjuicios causados por su 
violación y que, por lo contrario, esa demanda puede fundamentarla en lo que, al 
respecto, establezca la Constitución y que las autoridades deben sustentar en ellas sus 
resoluciones según el arto 18, inciso primero, cuando de derechos y garantías se trate” 
(Trujillo, 2004, pág. 3) 
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Entonces,  nuestra sociedad no debe ser “Victima procesal” pues, nuestra Constitución contiene 
principios y garantías que contienen un  derecho Adjetivo o procesal, que está integrado por las 
normas que establecen los medios o instrumentos para obtener el cumplimiento de las 
obligaciones sustantivas. 
 
4.1.- ECUADOR, ESTADO CONSTITUCIONAL DE DERECHOS Y JUSTICIA: 
 
Con la vigencia de la nueva Constitución, surge un nuevo paradigma denominado Estado 
Constitucional de Derechos y Justicia; en tal sentido es menester preguntarnos ¿Ecuador es un 
Estado de Derecho o un Estado Constitucional de Derechos y Justicia? Según lo que prescribe el 
artículo 1 de nuestra Constitución, “El Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia; en 
tal virtud, cambia la manera tradicional con la que hasta 1998 el Ecuador se imaginaba bajo una 
concepción ideológica de un estado liberal de derecho. Con esto la significación de ser un Estado 
Constitucional de Derechos o Estado Garantista es una superación a nuestra construcción como un 
Estado liberal de derecho, membretado como Estado soberano (Estado liberal).” El tratadista Jorge 
Zabala Egas menciona además, que el Estado de Derechos Y Justicia es el denominado Estado 
Garantista en el que no solo debe haber enunciados, sino también mecanismos de aseguramiento 
de éstos. 
 
En estricto sentido la frase “Estado de Derecho”, conlleva a que un determinado Estado posee a 
más de los elementos esenciales (población, territorio, soberanía, reconocimiento internacional) 
el de tener un ordenamiento jurídico, el cual está estructurado en jerarquías, donde en la cúspide 
encontramos a la Constitución. Sin embargo esta estructura jerarquía cambia de manera radical. 
Cuando en la Constitución hay varios vacíos, da paso a que la LEY sea quien los supla; en tal 
virtud la ley sobrepasa esa jerarquía de la Constitución convirtiéndose de inmediata y en primer 
lugar de aplicación. 
 
El Estado Constitucional de Derechos y Justicia en cambio impide que la LEY supla esos 
vacíos, dejando entonces en primera instancia, sea la Constitución la de inmediata aplicación; en 
aras de precautelar los derechos fundamentales. 
 
Ramiro Ávila menciona: “En el Estado de derecho, la ley determina la autoridad y la estructura del 
poder”; Entonces si bien es cierto existe una Constitución, ésta pasa a segundo plano ya que deja 
la puerta abierta a que sea la ley la que al final tome la última palabra. Luigi Ferrajoli expresa: 
“el paradigma clásico del Estado de derecho, consiste en un conjunto de límites y prohibiciones 
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impuestos a los poderes públicos de forma cierta, general y abstracta, para la tutela de los derechos de 
libertad de los ciudadanos.” 
 
En definitiva, La nueva Constitución de la República del Ecuador, vigente desde octubre de 
2008, declara al Ecuador, como un Estado constitucional de derechos y justicia, en contraste a la 
Constitución de 1998 que hablaba de Estado social de derecho, esto nos habla de un importante 
cambio pues, el Estado está concebido de otra manera, la forma como se garantizan e 
interpretan los derechos; los poderes públicos, “se supone”, actúan mirando los derechos 
garantizados por la Constitución.  
 
Ahora bien, es menester indicar que en la nueva Constitución se menciona a los derechos pero a 
los derechos fundamentales o constitucionales. 
 
El tratadista Luigi Ferrajoli, expresa:  
 
“Son derechos fundamentales todos aquellos derechos subjetivos que corresponden 
universalmente a todos los seres humanos en cuanto dotados de status de personas, de 
ciudadanos o personas con capacidad de obrar; entendiendo por “derecho subjetivo” 
cualquier expectativa positiva (de prestaciones) o negativa (de no sufrir lesiones) 
adscrita a un sujeto por una norma jurídica; y por “status” la condición de un sujeto, 
prevista asimismo por una norma jurídica positiva, como presupuesto de su idoneidad 
para ser titular de situaciones jurídicas y/o autor de los actos que son ejercicios de 
éstas.”    
 
Según este autor, el derecho fundamental debe estar positivado, es decir contar con un marco 
normativo que lo regule. Además podemos agregar que, hoy por hoy, los derechos 
fundamentales son los inherentes a todo ser humano; los cuales constan tanto en la Luigi 
Ferrajoli, expresa: Son derechos fundamentales todos aquellos derechos subjetivos que 
corresponden universalmente a todos los seres humanos en cuanto dotados de status de 
personas, de ciudadanos o personas con capacidad de obrar; entendiendo por “derecho 
subjetivo” cualquier expectativa positiva (de prestaciones) o negativa (de no sufrir lesiones) 
adscrita a un sujeto por una norma jurídica; y por “status” la condición de un sujeto, prevista 
asimismo por una norma jurídica positiva, como presupuesto de su idoneidad para ser titular de 
situaciones jurídicas y/o autor de los actos que son ejercicios de éstas. Esta definición da como 
característica esencial de un derecho fundamental, el que éste, esté positivado en una norma 
jurídica. Entonces, hoy por hoy, los derechos inherentes a todo ser humano deben precautelarse 
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tanto los que consten en una Constitución como los que se reconozcan en los Tratados y 
convenios internacionales sobre derechos humanos.  
 
En tal sentido podemos dar las siguientes características de los derechos fundamentales: 
 
Supremacía: los derechos se caracterizan porque no están sometidos al regateo político ni al 
cálculo de intereses sociales porque son triunfos del individuo frente a la mayoría; a este 
postulado responde también la constitucionalización de los derechos. 
 
Universalidad: en sentido activo significa que una exigencia moral solo puede ser derecho 
fundamental si es susceptible de aplicación a todos los seres humanos con independencia de 
circunstancias históricas sociales. Y en sentido pasivo cuando es oponible a todos, es decir 
cuando el círculo de obligados es universal. 
 
Racionalidad: alude a la serie de reglas que permiten que esa mayoría no olvide los mínimos 
de su condición humana. Que permiten ejercer el disenso y que respetan la intersubjetividad de 
todos los miembros de esa comunidad. 
 
Histórico: se encarna en las necesidades y exigencias de una comunidad (sus mayorías) en un 
momento. 
Principio  
 
4.2.- EL NUEVO ROL DEL ESTADO ECUATORIANO FRENTE A LA 
ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA ORDINARIA: 
 
Con base a este nuevo estado Constitucional de derechos y justicia, surgen nuevos postulados 
para la aplicación de la justicia. 
 
4.2.1.- TUTELA  JUDICIAL EFECTIVA: 
 
La Corte Constitucional ha manifestado que “En este sentido y a criterio de la Corte, todas las 
autoridades administrativas y las autoridades judiciales, de conformidad con lo establecido en la 
Constitución, deben ser garantes del cumplimiento de las normas y los derechos de las partes 
para la conformación de un verdadero Estado constitucional de derechos y justicia en el que se 
respeten los derechos y se evite la arbitrariedad en la actuación de las autoridades dentro de un 
proceso.” 
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La tutela judicial efectiva es aquella en la cual la justicia ordinaria y también constitucional vela 
por el fiel cumplimiento de los derechos y normas plenamente reconocidos en la Constitución. 
 
El artículo 8 inciso 1°) y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos señalan: 
Artículo 8.  Garantías Judiciales  
  
1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo 
razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o 
para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de 
cualquier otro carácter.  
 
Artículo 25.  Protección Judicial  
 
1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo 
ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos 
fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal 
violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.  
 
Es preciso anotar lo importante que es la tutela Judicial Efectiva, entendida como la finalidad 
propia del ejercicio de la función jurisdiccional. El juzgar y hacer ejecutarlo juzgado no es más 
que la aplicación del derecho, por jueces y tribunales, con el propósito de dirimir conflictos y 
hacer efectivo el derecho declarado o constituido. 
 
4.2.1.-  SEGURIDAD JURÍDICA: 
 
Según el Tratadista Manuel Osorio, La Seguridad Jurídica tiene que ver con 
la “Condición esencial para la vida y el desenvolvimiento de las naciones y de los 
individuos que las integran. Representa la garantía de la aplicación objetiva de la 
ley, de tal modo que los individuos saben en cada momento cuáles son sus derechos 
y sus obligaciones, sin que el capricho, la torpeza o la mala voluntad de los 
gobernantes puedan causarles perjuicio. A su vez, la seguridad limita y determina 
las facultades y los deberes de los poderes públicos. Como es lógico, la seguridad 
jurídica sólo se logra en los Estados de Derecho porque, en los de régimen 
autocrático y totalitario, las personas están siempre sometidas a la arbitrariedad de 
quienes detentan el poder”. (Oasorio, 2005, pág. 867) 
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La seguridad jurídica entonces tiene que ver con la estabilidad que proporciona el 
derecho, dicho de otra forma la conciencia de la sociedad reconoce sus derechos y obligaciones, 
y si bien es cierto nada es estático, tampoco los cambios en la normativa deben ser bruscos o 
constantes, para que la seguridad jurídica no sea alterada. 
 
El art. 82 de la Constitución de la República del Ecuador establece “El derecho a la seguridad 
jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas 
previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes.” 
 
La Corte Constitucional en la sentencia N.° 249-12-SEP-CC, CASO N.° 0099-11-EP;  ha 
manifestado la CC: "la seguridad jurídica se entiende como la certeza práctica del derecho y 
se traduce en la seguridad de que se conoce lo previsto como lo prohibido, lo permitido, y 
lo mandado por el poder público respecto de las relaciones entre particulares y de éstos 
con el Estado, de lo que se colige que la seguridad jurídica es una garantía que el Estado 
reconoce a la persona para que su integridad, sus derechos y sus bienes no sean violentados y 
que en caso de que esto se produzca, se establezcan los mecanismos adecuados para su tutela. 
 
La seguridad jurídica es una garantía de certeza de que los derechos serán respetados, o que 
una situación jurídica no será cambiada sino por procedimientos establecidos 
previamente, es decir, la seguridad jurídica implica la confiabilidad en el orden jurídico y la 
sujeción de todos los poderes del Estado a la constitución y la ley. 
 
El Ecuador, al ser un Estado constitucional de derechos y justicia, se encuentra sometido a lo 
establecido en la Constitución; en tal virtud, es importante que en todo proceso operen los 
preceptos establecidos en la Constitución y la ley, para que, de esta manera no exista la 
posibilidad de ser sujeto de arbitrariedades y cambios normativos injustos, irrazonables e 
imprevisibles.” 
 
“La seguridad jurídica es la garantía constitucional dada a los ciudadanos y ciudadanas por el 
Estado, de que sus derechos no serán violados; si esto ocurriera, se los protegerá. Es la 
convicción, la seguridad que tiene el ciudadano y ciudadana de que su situación jurídica no será, 
de ninguna manera, cambiada más que por procedimientos establecidos previamente. Esto 
quiere decir estar seguros de algo y libre de cuidados. (Sentencia No. 00S-09-SEP-CC, CASO: 
0103-09-EP)” 
 
Por otro lado, la Corte Constitucional ha expresado: “Las Constituciones de nuestros países 
garantizan la seguridad jurídica a través de algunas concreciones, como el principio de la 
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legalidad y el debido proceso. Según Rudolf Streinz, en su obra Seguridad Jurídica como 
desafío a la jurisdicción Constitucional, "Si el derecho es la condición fundamental de la 
seguridad jurídica, entonces está unido simultáneamente e indisolublemente con la justicia y la 
seguridad jurídica, ya que ambas son partes esenciales de la idea del derecho". (Sentencia No. 
020-10-SEP-CC, CASO No. 0583-09-EP).  
 
Además la CC, en las sentencias: No. 016-10-SEP-CC, casos No. 0092-09-EP y 0619-09-EP 
acumulados; sentencia N.° 041-11-SEP-CC caso N.° 0270-09-EP; sentencia No. 015-10-SEP-
CC caso N.O 0135-09-EP; sentencia No. 021-10-SEP-CC caso No. 0585-09-EP; ha 
pronunciado: "la necesidad de certeza y seguridad jurídica es uno de los principios que 
alimentan el núcleo duro del deber ser de las formalidades y solemnidades que caracterizan a los 
procesos en derecho; sin embargo, la seguridad jurídica no se agota en las meras formas, pues 
en muchos casos dichas formalidades y solemnidades podrían ser el mecanismo de perpetuación 
de una injusticia o un sinrazón jurídico. 
 
De esta manera, la seguridad jurídica es uno de los resultados de la certeza que otorga el 
cumplimiento de las formalidades jurídicas en el tiempo y a lo largo del proceso, siempre y 
cuando dichas formalidades sean justas y provoquen desenlaces justos y cuya inobservancia sea 
la razón y esencia misma de una sentencia, pues lo contrario configuraría una situación jurídica 
injusta, irrita o fraudulenta. En este contexto, el principio de seguridad jurídica va de la mano 
con el principio de justicia, pues una causa juzgada es lícita cuando la sentencia o razonamiento 
que acepte o niegue derechos es justa y bien fundamentada. 
 
Las sentencias y autos, luego de manifestadas o expedidas, se basan en una presunción de 
verdad más hay que aclarar que la verdad no es sino la adecuación del concepto que se tiene 
sobre un objeto y lo que dicho objeto es en la realidad de los hechos. Lograr la verdad absoluta 
es algo que está fuera del alcance del intelecto del juez, por lo que en una sentencia o auto el 
juez acoge una aproximación de lo que considera la verdad que idealmente se pretende alcanzar. 
Esto significa que la verdad es un fenómeno perfectible, pues ante la presencia de nuevos 
elementos de juicio es posible abordar nuevamente una sentencia para acercarla de mejor 
manera hacia el ideal de verdad." 
 
Con otro criterio, la Corte Constitucional, expresa lo siguiente “En relación a la seguridad 
jurídica que se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas 
previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes. La Corte advierte que la 
Sala Especializada precisamente ha actuado con base en las disposiciones legales pertinentes, 
que determinan la improcedencia del recurso de casación por falta de sujeción a los requisitos 
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previstos para el efecto, razón por la que no encuentra que existe vulneración de derechos de la 
casacionista.” (Sentencia N. o 0036-09-SEP-CC, CASO N. o 0219-09-EP).  
 
En otro fallo, la CC ha expresado: “Mediante un ejercicio de interpretación integral 
constitucional se determina que el derecho a la seguridad jurídica es el pilar sobre el cual se 
asienta la confianza ciudadana en cuanto a las actuaciones de los distintos poderes públicos; en 
virtud de aquello, los actos emanados de dichas autoridades públicas deben contener una 
adecuada argumentación respecto al tema puesto en su conocimiento, debiendo además ser 
claros y precisos, sujetándose a las atribuciones que le compete a cada órgano.” (Sentencia N.° 
165-12-SEP-CC caso N.° 0511-11-EP) 
 
En cuanto a la seguridad jurídica vs inseguridad jurídica, la CC expresa que: “El derecho a la 
seguridad jurídica es una reacción a la arbitrariedad judicial anterior, y las garantías 
constitucionales son los medios de protección para esta prerrogativa. Los frecuentes casos que 
afectan a la seguridad jurídica son cuando se deja de aplicar la Constitución y la ley, aunque no 
son los únicos; este hecho crea una desconfianza y el sentimiento de falta de protección frente al 
poder público.” (SENTENCIA N.° 029-11-SEP-CC caso N.° 0551-10-EP) 
 
En otra sentencia, la CC menciona: “En cuanto al derecho a la seguridad jurídica, la Corte ha 
establecido que: "debe entenderse como la certeza de todo ciudadano de que los hechos se 
desarrollarán de una determinada manera en virtud del mandato de las leyes que rigen un país, 
es decir, produce certeza y confianza en el ciudadano sobre lo que es derecho en cada momento 
y sobre lo que, previsiblemente, lo será en el futuro". Y luego agrega: “Sin embargo, la Corte ha 
señalado que el principio de seguridad jurídica no es absoluto, puesto que debe ser analizado en 
concordancia con las normas constitucionales e interpretado de forma integral y progresiva.” 
(SENTENCIA N.° 123-12-SEP-CC caso N.° 1696-10-EP) 
 
4.3.-  PRINCIPIOS DE APLICACIÓN DE LOS DERECHOS: 
 
PRINCIPIO DE ECONOMÍA PROCESAL: 
 
Principio que implica la aplicación de un criterio utilitario en la realización empírica del proceso 
con el menor desgaste posible de la actividad jurisdiccional. 
 
Por medio de éste principio, se trata de obtener el mejor resultado posible, con el mínimo de 
actividad jurisdiccional y de gastos para las partes. 
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Las autoridades de cada centro o dependencia deben velar por sus subordinados, para 
ejemplificar un poco, dos o más órganos autónomos deben tramitarse en un solo expediente 
cuando la decisión de fondo es la misma, es por eso que por economía procesal dentro del 
divorcio se resuelve también la situación en la que van a quedar los menores, custodia, 
alimentos, visitas, patria potestad, etc.   
 
PRINCIPIO DE OFICIALIDAD: 
 
La administración hace la actividad necesaria hasta la decisión final, los titulares de las unidades 
administrativas deben remover los obstáculos en todas las fases del procedimiento pues,  en 
cada proceso está presente el interés público hasta satisfacer el interés particular sin importar la 
posición activa o positiva de los particulares tomando en cuenta el principio de congruencia.  
 
PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD: 
 
Manuel Ossorio, cuando define a la imparcialidad dice que es la “falta de designio anticipado o de 
prevención en favor o en contra de personas o cosas, de que resulta poderse juzgar o proceder con 
rectitud. Esa definición, de la Academia de la lengua, ya nos da entender que la imparcialidad constituye 
la principal virtud de los jueces. La parcialidad del juzgador, si es conocida, puede dar motivo a su 
recusación”. (Oasorio, 2005, pág. 471) 
 
Entonces, El estado a través de sus diferentes organismos nos debe garantizar un mínimo de 
imparcialidad a través la Abstención y recusación dependiendo el caso, de tal forma que los 
operadores de justicia no tengan ningún lazo consanguíneo o de afinidad con los administrados.  
 
PRINCIPIO DISPOSITIVO E INQUISITIVO: 
 
El principio dispositivo, indica que el proceso sólo puede iniciares a petición de quien pretende 
la tutela de un derecho  es decir mediante el impulso de las partes.   
 
El principio inquisitivo, es el juez quien despliega toda su autoridad necesaria tanto para iniciar 
el proceso como para avanzar en el, sin que la inactividad de las partes constituya  sea una 
barrera para aportar todos los elementos que le lleven a su decisión. 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EL DERECHO DE PETICIÓN: 
 
Couture al referirse al derecho de petición, no es otra cosa que el derecho de comparecer ante la 
autoridad, ejerciendo la respectiva acción o demanda. 
 
Derecho de petición El Art. 66 numeral 23 de la Constitución de la República dice: ¨El derecho 
a dirigir quejas y peticiones individuales y colectivas a las autoridades y a recibir atención o 
respuestas motivadas. No se podrá dirigir peticiones a nombre del pueblo.¨. 
 
PRINCIPIO DE IGUALDAD DE LAS PARTES: 
 
Sin lugar a dudas el proceso es creíble, dependiendo de su capacidad para ofrecer a los titulares 
ecuanimidad, tanto el actor como el demandado puedan tener alguna esperanza de vencer, y 
asimismo las partes tengan igualdad de riesgos.  
  
PRINCIPIO DE PRECLUSIÓN: 
 
Al concluir una etapa  procesal, este principio impide que se regrese a la anterior, y la única 
excepción es que opere la nulidad, entonces una vez que ha concluido una etapa o termino no 
podrá ejércelo más adelante. 
 
PRINCIPIO DE EVENTUALIDAD: 
 
En determinado momento las partes se ven obligados a ejecutar actos que no surten efectos en el 
momento que se los practica, pero si al futuro y son útiles para la decisión final un buen ejemplo 
es la prueba practicada de forma oportuna adquiere valor en la sentencia. 
 
PRINCIPIO DE CONCENTRACIÓN: 
 
Los medios de ataque y de defensa pueden ser empleados por regla general mientras no se 
decide el juicio, de tal modo que los incidentes deben ser resueltos en sentencia. 
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PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN: 
 
La comunicación debe ser directa, inmediata entre el juez y los distintos elementos del proceso 
como son  actor y demandado. 
 
PRINCIPIO DE LA VERDAD PROCESAL: 
 
El Juez decide únicamente en función de tener por existentes los hechos demostrados en el 
proceso de forma plena y completa. 
 
PRINCIPIO DE IMPUGNACIÓN: 
 
Es un derecho y una facultad, que la ley garantiza a las partes para apelar, o impugnar 
providencias, autos y sentencias que le perjudiquen. 
 
PRINCIPIO DE LA SANA CRÍTICA: 
 
El Juez aprecia la prueba de manera provechosa, rigiéndose en la recta inteligencia, al 
conocimiento exacto y reflexivo de los hechos, a la lógica y a la equidad, logrando examinar las 
pruebas actuadas en el proceso y llegar con entera libertad a la decisión que más se ajuste a su 
íntima convicción. 
 
PRINCIPIO DE INDUBIO PRO ACTIONE: 
 
Los derechos y garantías constitucionales, deben ser aplicados por normas e interpretación que 
más favorezcan a su realización.- Comúnmente, en materia penal, lo que siempre se ha 
mantenido ha sido el principio PRO-REO, es decir todo lo que fuere más favorable al imputado, 
encausado, condenado, sentenciado, etc. Ahora bien, en el nuevo Estado, se protegen todas las 
situaciones indistintamente de la materia al que pertenezcan, es decir no solo en el campo penal; 
es suficiente con que exista un derecho fundamental para que obre el principio PRO ACTIONE. 
 
La duda se resuelve en sentido más favorable a la continuación del procedimiento hasta su 
conclusión, la interpretación de las normas en el sentido más favorable de los derechos 
fundamentales. 
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La mayor garantía y de la interpretación más favorable al ejercicio del derecho de la acción. A 
una decisión sobre el fondo de la cuestión objeto del procedimiento se le da un cauce ordenado 
para garantizar la legalidad y respeto a los particulares.   
 
PRINCIPIO DE OFICIALIDAD: 
 
El principio de oficialidad, no nace por la acción previa del que pudiera ser perjudicado, 
sino por el contrario, nace de la iniciativa de la Administración Pública (La Administración 
pública, entendida como aquellos enumerados en el artículo 225 y 226 de la CRE,). De este 
principio nace además la responsabilidad que tiene un servidor público (independientemente de 
la función o poder del Estado a la que pertenezca) por omisión o acción de la no aplicación de 
los derechos. 
 
PRINCIPIO DE TRANSPARENCIA: 
 
Nuestra Constitución, en su artículo 18 numeral 2) señala  
Todas las personas, en forma individual o colectiva, tienen derechos: 
 
2. Acceder libremente a la información generada en entidades públicas, o en las privadas que 
manejen fondos del Estado o realicen funciones públicas. No existirá reserva de información 
excepto en los casos expresamente establecidos en la ley. En caso de violación a los derechos 
humanos, ninguna entidad pública negará la información. 
 
“El principio de transparencia implica que el actuar de la Administración se deje ver 
como a través de un cristal. Constituye una extensión del principio de publicidad el 
cual supone una posición activa de la Administración, mientras que la transparencia se 
enfoca en permitir que el poder público y su accionar se encuentren a la vista de todos, 
sin velos ni secretos, en una situación tanto pasiva como activa: dejar ver y mostrar”. 
(Delpiazzo, 2005) 
 
Entonces el Principio de Transparencia nos permite estar al tanto de una información veraz pues 
el sincretismo dentro de los procesos lo único que crea es incertidumbre. 
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PRINCIPIO DE EFICACIA: 
 
El principio de eficacia alude a la producción real de un efecto, entonces el efecto de la 
demanda indudablemente es la sentencia concebida en derecho. 
 
“La eficacia es un principio que irradia a los diversos sectores de la función y 
organización administrativa por lo que posee un contenido heterogéneo y no univoco. 
Entonces la administración pública no solo debe actuar u obrar, sino que debe obtener 
un resultado o alcanzar un fin objetivo” (Jinesta L, 2008, pág. 4) 
 
PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN: 
 
El Principio de Inmediación consiste en otorgarles tanto al actor como al demandado la facultad 
de atacar las providencias con el objeto de enmendar los errores in iudicando o in procedendo en 
que incurra el juez y, subsidiariamente, evitar el perjuicio que con la decisión pueda ocasionarse 
a las partes. 
 
PRINCIPIO DE CELERIDAD: 
 
El Principio de Celeridad, es uno de los más importantes puesto que impide la prolongación de 
los plazos y elimina trámites procesales superfluos u onerosos. 
 
“Este principio se presenta en forma diseminada a lo largo del proceso, por medio de 
normas impeditivas y sancionadoras a la dilación innecesaria, así como a través de 
mecanismos que permiten el avance del proceso con prescindencia de la actividad de 
las partes. El hecho transcendente e indiscutible es que una justicia tardía no es 
justicia. Para ratificar esta concepción, el sistema publicístico busca proveer a los 
justiciables, a través de las instituciones reguladas, de una justicia rápida. Si es buena 
o mala, esta calidad será responsabilidad de todos sus protagonistas.” (Civil p. , 2008) 
 
A más de estos principios que hemos señalado, el artículo 11 de la CRE prescribe:  
 
1.- Aplicación directa e inmediata de los derechos por oficialidad o de manera dispositiva.- 
La aplicación de los derechos de manera dispositiva nace cuando la persona que se siente 
perjudicada lo reclame mediante una acción ante cualquier autoridad, ya sea en la vía 
administrativa como judicial.  
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2.- Los derechos son plenamente justiciables, el vacío legal no justifica la violación de 
derechos. Lo que en se busca es limitar a los poderes públicos para la buena aplicación de los 
derechos. Esto podría ser algo muy criticable, ya que estaría aparentemente dando alta 
discrecionalidad a los funcionarios públicos al momento de aplicar la justicia donde no exista un 
sustento legal. Pero, aquí, entonces entraría el principio de constitucionalidad antes que el de 
legalidad. Es decir, el funcionario público no puede crear, argumentos, motivación o 
fundamentos que sirvan para justificar su decisión sin que se aparte de los preceptos 
constitucionales ya consagrados.  
 
3.- Ninguna norma jurídica podrá restringir los derechos declarados y garantizados en la 
Norma Suprema.- Como ya lo indicamos antes, la Constitución es la norma prima face en 
aplicarse, en tal virtud, a la supremacía que tiene la CRE por sobre cualquier norma jurídica. Si 
existiera o pudiera existir cuerpos jurídicos que atenten contra principios constitucionales, 
simplemente éstos serían inconstitucionales.  
 
4.- Los derechos son inalienables, irrenunciables, indivisibles, interdependientes y de igual 
jerarquía.- Inalienables: lo que no resulta posible enajenar, por obstáculo natural o por 
prohibición convencional, legal o Constitucional; Irrenunciables: hay una renuncia prohibida o 
imposible; Indivisibles: es decir lo que no admite división por su unidad natural; 
Interdependientes: es decir cada derecho tiene prevalencia propia no depende de otro derecho; y, 
Igual jerarquía: Ésta característica de los derechos, sostiene que ningún derecho está por encima 
de otro sino por el contrario están en una posición horizontal.  
 
5.- Progresividad de los derechos.- La evolución de los derechos tienen la característica de ser 
cada día mejores para el buen desarrollo y desenvolvimiento de las personas, en tal virtud, no 
puede haber condiciones que menoscaben o tengan el carácter regresivo de los derechos 
ninguna norma.  
 
7.- El más alto deber del Estado es hacer cumplir y respetar los derechos garantizados en 
la Constitución.- Es algo interesante dejar expresado que la nueva Constitución deja claramente 
establecido que el Estado Ecuatoriano es el llamado en primera instancia a cumplir con la 
Constitución y en sí los derechos fundamentales, pero también dejamos señalado que todos los 
habitantes de la República del Ecuador están exhortados a cumplir y respetar a nuestra Norma 
Suprema en afán de alcanzar la dignidad propia del ser humano.  
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8.- Responsabilidad del Estado.- Como consecuencia del literal anterior, deviene la 
responsabilidad del Estado, la misma que se ve reflejada en los campos civil, penal y 
administrativo. Lo que se busca es una reparación integral del daño causado.  
 
Si bien la administración pública, paga de manera pecuniaria los errores de sus actuaciones, ésta 
puede ejercer el derecho de repetición contra el funcionario que sea causante de tal falta. 
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CAPITULO V 
 
INVESTIGACIÓN DE CAMPO 
 
 
El proyecto investigativo será de campo de estudios porque para su realización nos basaremos 
en entrevistas, encuestas, observación. De este modo nos adentraremos más en el problema 
entendiendo sus causas y comprendiendo sus consecuencias para aportar con mecanismos o 
lineamientos  a las personas directamente afectadas por los efectos que producen el 
incumplimiento de los Plazos y los Términos, en el derecho procesal civil.  
 
5.1.- DISEÑO DE LOS INSTRUMENTOS DE LA INVESTIGACIÓN:  
 
Dentro de la presente investigación se utilizó las técnicas establecidas en el plan de tesis, el 
desarrollo de cada capítulo se procedió a tomar como fuentes libros pertinente al Procedimiento 
Civil, que fueron consultados en las Bibliotecas de algunas Universidades de la ciudad de Quito, 
cuya información fue recogida en instrumentos que son las denominadas Técnicas de Gabinete. 
 
5.1.1.- DOCUMENTAL:  
 
Nemotécnicas: Cumplía con la función de ayuda memoria, introducía resumen o comentarios 
de los libros que iba consultando, técnica necesaria en la presente investigación porque se 
necesita extraer ideas acerca de lo que dice cada tratadista y porque es muy importante observar 
la problemática desde diferentes puntos de vista; en cada capítulo de la tesis realizaba un total 
de 10 fichas nemotécnicas. 
 
Bibliográficas: dentro de las fichas antes indicadas era necesario realizar transcripciones 
textuales, de algún planteamiento del autor del libro, por tratarse de su pensamiento se lo 
transcribía tal cual, para poder citar donde era necesario, para ello se utilizó las fichas 
bibliográficas, que nos permite anotar a un libro, resaltando datos como título de la obra, el 
nombre del autor, editorial, país, número de página, En el reverso de la ficha he podido  resumir 
los datos más importantes y de interés que trae el libro, para la cual generalmente se utilizará 
síntesis que del mismo aparece en su índice. Técnica que ayuda a sustentar datos científicos y 
estadísticos en la investigación. 
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5.1.2.- DE CAMPO:  
 
La presente  investigación es de Campo, se desarrolló en de la Ciudad de Quito-Ecuador, en la 
Provincia de Pichincha, donde se hizo la recopilación con la población directa, a los 
abogados/as en libre ejercicio, mediante encuestas  a las afueras de los  Juzgados a los abogados 
y a  los usuarios que se dirigieron a este por algún trámite particular. Así como también una 
entrevista aplicada al juez séptimo del Juzgado Civil, y a los funcionarios/as  del Consejo de la 
Judicatura, para escuchar como ha venido encaminados el modelo de gestión que aplican para el 
mejoramiento de la administración de justicia, conjuntamente con  la oficina del Régimen 
Disciplinario, acerca del proceso o tramite a seguir por parte de los usuarios, todo esto con el fin 
de conocer los criterios  referentes a proponer ----,  en la sustanciación de las causas, para evitar  
el incumplimiento de los plazos y términos en la sustanciación de los juicios civiles. 
 
5.1.3.- OBSERVACIÓN DIRECTA: 
 
Ya que he podido como investigador evidenciar de manera directa, de este incumplimiento de 
términos y plazos, al trabajar en un estudio jurídico, de manera que he  tomado dos casos 
prácticos, juicio de Facción de Inventarios de la sociedad Conyugal, número 1101-2010, que se 
tramite hasta la actualidad en el juzgado Primero de lo Civil de Pichincha, donde se presentó la 
demanda del caso en al año 2010, resolviéndose o teniendo una sentencia en el año 2013,  por 
parte del juez responsable de dicha judicatura, cuya actora es una persona que no tiene una 
profesión u empleo con lo que subsistir, y ayudar a su hijo menor de edad, el proceso aun sigue 
actualmente en la nuevas Unidades Judiciales mediante el resorteo, el demandado a solicitado 
apelación, y hasta la presente fecha aún no ha subido el expediente a la instancia superior, 
terminadas las instancias se tendrá que someterse al proceso de Partición mientras tanto la 
actora no podrá emprender ningún negocio del 50% de la sociedad que por ley le corresponde. 
 
El segundo ejemplo es el juicio ordinario por cheque protestado, número 301-2011, que se 
ventila en el Juzgado Séptimo de los Civil de Pichincha, ya que  al solicitar la Junta de 
Conciliación, no se  la concede a la parte actora, y en el auto respectivo dan como motivo que 
por un error de la judicatura  extravían  la Comisión donde se citada legalmente a la parte 
demandada, en el año  2011, desde esa citación la parte demandada dentro del término de ley no 
propone excepciones, pero al extraviarse dicha comisión, no pudo llevarse a cabo la Junta 
respectiva,  por lo que la parte actora volvió a solicitar se vuelva a citar con la Comisión a la 
misma parroquia donde tiene su domicilio la parte demandada, si no era así la causa seguiría 
paralizada, al volver a citar con la Comisión la parte demandada contesta a la demanda  , dando 
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muestras claras que el incumplimiento de los tiempos por parte de los funcionarios judiciales  
quebranta el debido proceso, y los principio de celeridad, eficacia, eficiencia, creando  
inseguridad jurídica establecida en nuestra Constitución de la Republica, motivo por cual existe 
desconfianza del usuario para acudir a los órganos encargados de administrar justicia. En este 
caso real se  vulnera el derecho del usuario al no  tener una sentencia y a ver declarado la  
rebeldía del que no compareció. 
 
5.2. APLICACIÓN DE LOS INSTRUMENTOS, RECOLECCIÓN DE LA 
INFORMACIÓN: 
 
El instrumento de la Investigación que se utilizó en la siguiente investigación fue la encuesta 
mediante un cuestionario. “una cuestionario consiste en un conjunto de preguntas respecto a una o 
más variables a medir, tal vez es el instrumento más utilizado para recolectar los datos de una 
investigación” (Hernandez & Fernandez, 1998, pág. 61) Por lo cual cada una de las preguntas 
que se incluyen el instrumento debe ser dirigida a conocer aspectos específicos de las variables 
del objeto de estudio. 
 
La idea de utilizar la  encuesta como método para obtener información fue para poder medir la 
magnitud del problema e identificar algunas características de su práctica. Se aplicó un solo 
formulario que tuvo diez preguntas, dirigida a los funcionarios,  profesionales, y usuarios.  
 
La metodología se realizó la primera semana  del mes de febrero, en las afueras de los juzgados, 
para repartir la encuesta algunos profesionales (abogados) y usuarios de los juzgados, en el 
transcurso de la semana ingrese algunos juzgados para realizar las encuestas a los funcionarios 
de los respectivos juzgados. 
 
El siguiente método fue la Entrevista.- tuve la oportunidad de realizar una encuesta al Señor 
Juez Séptimo del Juzgado de lo Civil de Pichincha, mediante la formulación de 7 preguntas, 
cuyas respuestas están detalladas en este mismo subtema.  
 
A continuación el formato de los formularios aplicados a las encuestas. 
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ENCUESTA  
 
Para conocer el criterio referente sobre la implementación de mecanismos de actualización 
tecnológica, con referencia al incumplimiento de los Términos y Plazos en la Sustanciación de 
los Juicios Civiles. 
 
Instructivo: Por favor señale con una X su respuesta 
 
Por favor dígnese señalar el apartado que corresponda  
 
Juez o Juez      (    ) 
Abogada/o       (    ) 
Usuaria/o         (     ) 
 
1.- ¿Considera Ud., en la sustanciación de juicios civiles si se desarrolla contemplando el 
principio de celeridad en el proceso? 
 
SI                                                                                NO 
 
2.- ¿Considera Ud., que existe incumplimiento de los términos y plazos en la sustanciación de 
los juicios civiles en la Legislación Ecuatoriana? 
 
SI                                                                               NO 
 
3.- ¿Cree Ud. Que  la dilatación de la justica perjudica a los usuarios? 
 
SI                                                                                 NO 
 
4.- ¿cree Ud. En la sustanciación de los juicios civiles se respeta el debido proceso 
 
SI                                                                               NO 
 
5.- ¿Cree Ud., Que se sancione a los funcionarios judiciales que no cumplen con los plazos y 
términos como establece la ley? 
 
SI                                                                               NO 
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6.- ¿Considera Ud. que, se cumple con los Principios Constitucionales en lo que respecta a 
plazos y términos en la sustanciación de los juicios civiles? 
 
SI                                                                                  NO  
 
7.- ¿Considera Ud. que, el incumplimiento de los términos y plazos en la sustanciación de 
juicios se deba a la falta de implementación de la tecnología como medida de agilidad en los 
procesos?  
 
SI                                                                                 NO 
 
8.- ¿Considera Ud. Que, expediente digital sea una medida de solución para que los 
funcionarios públicos no  retarde el cumplimiento de los términos y plazos? 
 
SI                                                                                  NO 
 
9.- ¿Cree Ud. Que, en la implementación de la tecnología deba existir no solo consulta de la 
página electrónica, si no la existencia de un emisor y receptor? 
 
SI                                                                                   NO        
 
10.- ¿Cree Ud. Que se deba realizar la actualización y sofisticación tecnología, con miras a 
evitar la dilatación en el proceso? 
 
SI                                                                                 NO 
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ENTREVISTA 
 
Entrevistadora.- SORYA ESPIN EGRESADA DE LA FACULTAD DE JURISPRUDENCIA 
Entrevistado.- SEÑOR JUEZ SÉPTIMO DE LO CIVIL DE LA PROVINCIA DE PICHINCHA 
 
FORMULACIÓN DE PREGUNTAS  
 
Pregunta 1 
 
Entrevistadora.- señor juez que tiempo tiene la oficina de sorteos para enviar las respectivas 
demandas a los diferentes juzgados. 
 
Entrevistado.- bueno cuando se trata de las acciones constitucionales de manera inmediata, de 
los procesos comunes generalmente vienen al segundo día de sorteadas, ejemplo sortean martes 
en la mañana, estarían llegando las demandas sorteadas miércoles en la mañana; sil salvo que 
por alguna razón sortean casos sonados sortean en la tarde ya mandan al siguiente día. 
 
Entrevistadora.- existe señor juez alguna disposición legal de los tempos que Ud. Menciona 
para enviar estas causas en 24 horas por parte de  la oficina de sorteos. 
 
Entrevistado.- no existe en la ley estas disposiciones, más bien se tiene un reglamento de 
Arreglo de Procesos y también hay un Reglamento de Casilleros y sorteos, pero este último 
reglamento más bien está relacionado cuando se realizaba los sorteos manualmente, es decir se 
los realizaba con una tómbola que consistía en colocar unas bolitas en la tómbola con la 
presencia de los jueces se realizaba el sorteo y se enviaba al segundo día.  
 
Pregunta 2 
 
Entrevistadora.- conocida ya la demanda que fue enviada por la oficina de sorteos, que tiempo 
tienen para calificar la demanda. 
 
Entrevistado.- legalmente el tiempo que se tendría para calificar la demanda es en un término 
de 24 horas, segundo lo que dice el reglamento de sorteos, pero por el cumulo de trabajos es 
imposibles cumplir con esas disposiciones, cuando en Quito había una población de 500 mil 
habitantes donde seguramente ingresaban 2 juicios al día, hoy ingresan 10 juicios diarios, por lo 
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que la diferencia es enorme se califica la demanda a los 8 días 15 días, porque no se alcanza con 
el tiempo establecido, porque a diario se tiene muchas diligencias que cumplir. 
 
Pregunta 3 
 
Entrevistadora.- una vez que califica la demanda, que procedimiento se debe realizar para que 
sea citado el demandado. 
 
Entrevistado.- calificada la demanda, el actor tiene que esperar tres días que se ejecute la 
providencia, se debe sacar copias de algunas partes del proceso, según resoluciones 
administrativas solo se deja las copias y serán los días lunes y miércoles que los funcionarios 
enviaran a las respectivas oficina de citaciones;  pues no existe en la ley ninguna disposición en 
la ley en que determine el tiempo en que se deba enviar, nos regimos en esa resolución 
administrativa, pero es meramente administrativa, para evitar que se envié un día unas otro día 
otras demandas, si no que enviamos en carga las demandas según lo que indica dicha 
resolución.  
 
Entrevistadora.- enviado por el juez las copias de las demandas, que tiempo tiene  la oficina de 
citaciones par que se remita la respectiva citación. 
 
Entrevistado.- legalmente no existe un tiempo determinado, pero existe o se han dictado 
algunas resoluciones para agilitar estos, y aumentado personal también actualmente, porque 
antes habían cinco citadores para cumplir con las citaciones, en lo laboral ya existe salas y en la 
ley también determina el termino de 10 días, pero en materia civil no existe ninguna disposición 
al respecto. 
 
Pregunta 4 
 
Entrevistadora.- proveído el termino de prueba en las diferentes materias y una vez que se 
encuentra solicitado dentro de dicho termino las diligencias y oficio pedidos. 
Qué tiempo tienen las partes para incorporar al proceso todo lo solicitado en los términos de 
prueba y existe alguna disposición al respecto. 
 
Entrevistado.- no hay en ese sentido, de acuerdo a los procesos alguno piden diligencias 
póngase una inspección la impugnan y vuelve a solicitar una nueva el error esencial d dicha 
diligencia etc.  
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Pregunta 5 
 
Entrevistadora.- superada las pruebas y todos los actos de procedimiento. Qué tiempo tiene el 
juez para dictar sentencia existe alguna disposición legal. 
 
Entrevistador.- en términos generales la ley señala que son 12 días que se tiene para dictar 
sentencia para los juicios de conocimiento, 5 días para los juicios verbal sumarios y un día más 
por cada cien fojas, todo esto está establecido en el código de Procedimiento Civil y no se da 
cumplimiento con todo esto ya que no se avanza por el cumulo de procedimiento en cada 
judicatura. 
 
Pregunta 6  
 
Entrevistadora.- algún cambio en la función judicial, sugerencia para mejorar el sistema. 
 
Entrevistado.- lo que  se ha hecho son las nuevas unidades judiciales que se están encaminando 
al cambio para el cumplimiento se implemente la oralidad en el proceso es decir en la misma 
audiencia se dicte el fallo como se viene haciendo ya en los juicios laborales, la aplicación de 
alguna manera de tecnología donde se de agilidad a los auxiliares y los jueces. 
 
 
Conclusiones del entrevistado. 
 
Existe en la normativa legal establecido los términos, pero que en realidad no se puede cumplir 
con dichas disposiciones  debido a la denominada CARGA PROCESAL, que no es sino el 
cumulo de procesos sin despacho, esperemos que las nuevas unidades y la tecnología que se dan 
en esas unidades como la grabación de audiencias pueda mejorar este sistema caduco, pero es 
necesario que se establezcan leyes pertinentes en el procedimiento civil donde se pueda apreciar 
la nueva población de quito y la modernización en la que nos encontramos.  
 
Debería derogarse ya este REGLAMENTO DE PROCESOS, es una disposición que se dio en el 
año de 1981, y aun lo seguimos utilizando. Véase anexo copia del Reglamento  
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5.3.- PROCESAMIENTO DE LA INVESTIGACIÓN: 
 
 
Previo a al desarrollo de la tesis, se procedió a la aprobación del plan de tesis y dentro del 
CAPÍTULO I del plan, se refiere al problema que origina la realización de la investigación, es 
decir El Incumplimiento de los términos y plazos en los  Juicios Civiles por parte de los 
Funcionarios Judiciales en la Legislación Ecuatoriana; en su  PLANTEAMIENTO DEL 
PROBLEMA.- Tenemos  como premisa principal que en nuestra legislación ecuatoriana no se 
admite la defensa propia del derecho, y agotados todas las vías y medios  de una solución 
pacífica de la violación de un derecho, será el estado quien debe dar protección y se debe 
recurrir a él, es entonces que actúa por medio de los órganos jurisdiccionales. Desde que se 
invoca esa protección por la interposición de una demanda, (modo normal que propongo una 
acción), hasta que el juez la acuerde o la niegue mediante una sentencia. Desde la demanda 
hasta la sentencia media una secuencia o serie de actos llamados de procedimiento, y en su 
conjunto toma el nombre de proceso. Y esto comprende todos los actos que realizan las partes y 
el juez, cualquiera que sea la causa que los origine, el proceso tiene el objeto de resolver, la 
demanda interpuesta a  él, mediante un juicio que lo llevara a cabo la autoridad competente, del 
conflicto sometido a su decisión. 
 
El Proceso civil es un proceso dialectico que tiene por fin llegar a la verdad, no obstante la 
dialéctica es necesaria también a la razonable distribución de las oportunidades dadas a las 
partes. El Proceso civil entonces es la rama de la ciencia jurídica que estudia la naturaleza, 
desenvolvimiento y eficacia del conjunto de relaciones jurídicas, es decir  el conjunto de 
ligámenes del juez con las partes,  la norma de derecho establece el debate procesal y deben 
tener igualdad de oportunidades a los contendientes, así lo garantiza la constitución cuando dice 
que nadie debe ser condenado sin un debido Proceso.  
 
Mi objeto de estudio es el proceso jurisdiccional a cargo de los órganos de poder judicial, dentro 
de este género solo al inherente en materia civil, Recubierta por la materia del Código civil, 
código de Procedimiento civil y sus leyes complementarias y afines. El derecho procesal civil se 
halla ligado al fenómeno del Estado de derecho, de los conflictos intersubjetivos susceptibles de 
provocar consecuencias jurídicas y dirimirse por actos de las propias partes, mediante la 
realización espontanea del derecho,  pero a falta de esta solo el proceso es el instrumento idóneo 
para dirimir por el acto de juicio imparcial, irrevocable , coercible, emanado por la autoridad, 
siendo como principio fundamental el impulso procesal, ya que este está dado en una relación 
de tiempo y no de espacio, y se obtiene mediante una serie de situaciones jurídicas que unas 
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veces afectan a las partes y otras al tribunal, las partes están gravadas de cargas procesales que 
exigen al litigante realizar determinados actos bajo amenaza de continuar adelante 
prescindiendo de él, el tribunal coopera el desenvolvimiento del juicio señalando por propia 
decisión y dentro de los términos de la ley, plazos para realizar los actos procesales. 
 
Con respecto al ámbito temporal, en que tiempo ha de  cumplirse los actos procesales se debe  
realizar en el momento oportuno la ley ha debido reglamentar la incidencia del tiempo en el 
proceso, y se han fijado lapsos específicos para cumplir el acto procesal, así se halla la 
determinación de los días y horas hábiles e inhábiles. 
 
El propio interés de las partes es el que le mueve a realizar los actos dentro del término que se le 
señala, el juicio marcha impulsado por las partes o por el tribunal sin detenerse salvo acuerdo 
expreso o tácito, es por eso que el proceso es una cosa que deba hacerse a lo largo del tiempo, 
los plazos son pues los lapsos  dados para la realización de los actos procesales, durante estos 
debe satisfacerse las cargas si no se desea tener consecuencias del incumplimiento, el tiempo es 
el que crea, modifica y extingue derechos procesales. El termino para oponer excepciones 
dilatorias, el de prueba, y de deducir el recurso de apelación, son legales por cuanto es la ley la 
que fija el tiempo. 
 
Pero en sentido contrario se advierte en los últimos tiempos una tendencia a invertir los 
términos del problema, ya que justamente la jurisprudencia no la doctrina es la que ha venido 
admitiendo reiteradamente que no es la voluntad de las partes sino la decisión del juez la que 
produce la extinción de la facultad de cumplir el acto pendiente a la paralización del proceso.  
 
Como he señalado los plazos y los términos son los que dictan la ley pero en nuestro sistema 
judicial, dichos plazos y términos no han sido aplicados de acuerdo a lo que dispone la ley sino 
que han sido objeto de manipulaciones por parte de los sujetos procesales, entonces si se violan 
los plazos y los términos ¿cómo es que existe en nuestro país una verdadera justicia imparcial?, 
el fenómeno que vemos es el de que aunque este tipificado en la ley  nada se hace por cumplirla. 
 
Por lo que dentro de mi trabajo tienen como finalidad la aplicación de mecanismos y técnicas 
encaminadas  a subsanar el problema del incumplimiento de los plazos y los términos 
establecidos por la ley, buscando solución a las quejas de los usuarios que llegan al Consejo de 
la judicatura en este caso al departamento correspondiente (Régimen Disciplinario) en contra de 
la administración de justicia.  
 
 
96 
 
FORMULACIÓN DEL PROBLEMA: 
 
¿Cómo afecta el incumplimiento de los Términos y Plazos y la incorrecta actuación judicial,  qu
e inciden en la paralización de los procesos civiles en la Legislación Ecuatoriana? 
OBJETIVOS 
OBJETIVO GENERAL:  
Sugerir mecanismos suficientes,  encaminadas a subsanar el problema de incumplimiento de los 
plazos y los términos establecidos por la ley, para evitar que los derechos constitucionales no se 
vean conculcado ante la  negligencia  de los funcionarios judiciales   en los procesos civiles.  
OBJETIVOS ESPECÍFICOS: 
* Analizar la responsabilidad de los sujetos procesales  en el incumplimiento de los Términos y 
Plazos en los juicios civiles. 
* Conocer las diferentes causas que ocasionan el incumplimiento de los términos y plazos en los 
procesos civiles. 
*Indagar sobre el funcionamiento de los plazos y términos en la sustanciación de los juicios civi
les 
* Proponer alternativas jurídicas que ayuden al cumplimiento de los Términos y Plazos en los Pr
ocesos Civiles  
El CAPITULO II está encaminado al desarrollo del MARCO TEORICO DE LA 
INVESTIGACION, donde se ve la comprensión conceptual, que es la base para la realización 
de este presente tema de investigación, trata de enfocar las tesis existentes en donde apoyar los 
antecedentes investigativos, La tesis de “LA NUEVA GARANTIA JURISDICCIONAL DE 
ACCIÓN POR INCUMPLIMIENTO DE LA CONSTITUCIÓN ECUATORIANA”.  
Manifiesta: “El sistema jurisdiccional ecuatoriano ha sido severamente criticado en la última 
década debido a su lentitud, venalidad (…)la acción por incumplimiento de la Constitución de la 
República del Ecuador fue concebida para tutelar los derechos fundamentales de los 
ecuatorianos, mediante un mecanismo directo para reclamar actos y conductas de personas 
particulares o autoridades públicas, cuando se han inobservado normas del sistema jurídico” 
(Arboleda, 2008). 
97 
 
La tesis de la “RESPONSABILIDAD CIVIL DEL ESTADO EN CASO DE ERROR 
JUDICIAL SEGÚN LA CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR Y EL 
CÓDIGO ORGÁNICO DE LA FUNCIÓN JUDICIAL”.  Dice al respecto que  un sistema 
procesal no sería completo si no existiera por parte del Estado los medios necesarios para 
garantizar al ciudadano los perjuicios que ocasionare el Estado, manifiesta también “Siendo los 
errores judiciales una fuente de responsabilidad del Estado, por constituir una forma de 
actividad ilegítima o irregular de los órganos de la Función Judicial, es imperante que exista una 
manera de hacer efectiva la responsabilidad del Estado que, al mismo tiempo, permita a los 
administrados obtener un resarcimiento por el daño que dichos errores les hayan producido” 
(Morales, 2011) 
 
También es necesario resaltar que  la tesis “LA MALA PRACTICA LEGAL: SU INCIDENCIA 
EN LA CELERIDAD PROCESAL CON EL NÚMERO DE CAUSAS EXISTENTE SU 
RELACIÓN DIRECTA CON LA ECONOMÍA PROCESAL Y LA CREACIÓN DE 
POSIBLES SANCIONES EN NORMAS”. Ya que el autor de esta tesis  dice que “Las 
incorrectas actuaciones de los abogados afectan no solo a su cliente, sino también a la 
contraparte y a terceros que no tienen vinculación con el proceso, sin contar a los servidores 
públicos, afectando en definitiva a tres aspectos fundamentales que rodean a toda causa: 1. La 
celeridad procesal. 2. El número de causas existentes. 3. La economía procesal” el también 
manifiesta que a más de los funcionarios que inciden en la celeridad procesal también es el 
profesional del derecho. (Sancho, 2011) 
 
Se estableció de lo anterior indicado también las definiciones en cuanto al MARCO 
CONSTITUCIONAL Y LEGAL  MARCO CONSTITUCIONAL 
 
MARCO CONSTITUCIONAL La Constitución de la República en el artículo 172.- Las 
juezas y jueces administrarán justicia con sujeción a la Constitución, a los instrumentos 
internacionales de derechos humanos y a la ley. Las servidoras y servidores judiciales, que 
incluyen a juezas y jueces y los otros operadores de  justicia, aplicarán el principio de la debida 
diligencia en los procesos de administración de justicia. Las juezas y jueces serán responsables 
por el perjuicio que se cause a las partes por retardo, negligencia, denegación de justicia o 
quebrantamiento de la ley. 
 
MARCO LEGAL 
 
        En el Código Civil Ecuatoriano, en los artículos 33 y 34 dice: 
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“Todos los plazos de Días meses o años de que se haga mención en las leyes, o en los 
decretos  del Presidente de la república o de los Tribunales o juzgados, se entenderá 
que han de ser completos. Y correrán, además, hasta la media noche del último día del 
plazo. El primero y último día de un plazo de meses o años deberán tener una misma 
fecha en los respectivos meses. El plazo de un mes podrá ser, por consiguiente, de 
veintiocho, veintinueve, treinta y un días, y el plazo de un año de trescientos sesenta y 
cinco o trescientos sesenta y seis días según los casos. Si el mes en que ha de principiar 
un plazo de meses o años  constatare de más días que el mes en que ha de terminar el 
plazo, y si el plazo corriere desde algunos días en que el primero en que el primero de 
dichos meses excede al segundo, el último día del plazo será el último día de este 
segundo mes. Se aplicara estas reglas a las prescripciones, a las calificaciones de edad, 
y, en general, a cualesquiera plazos o términos prescritos en las leyes o en los actos de 
las autoridades ecuatorianas; salvo que en las mismas leyes o actos se disponga 
expresamente otra cosa”. 
 
En el artículo 34 del Código Civil manifiesta que: cuando se dice  que un acto debe 
ejecutarse en o dentro de cierto plazo, se entenderá que vale si se ejecuta antes de la media 
noche en que termina el último día del plazo; y cuando se exige que haya transcurrido un 
espacio de tiempo para que nazcan o expiren ciertos derechos, se entenderá que estos derechos 
no nacen o expiran sino después de la media noche en que termina el último día de dicho 
espacio de tiempo. 
 
En el Código de procedimiento Civil: de los términos,  en el artículo 303.- Se llama término el 
período de tiempo que concede la ley o el juez, para la práctica de cualquiera diligencia o acto 
judicial. 
 
Art. 304.- Los términos se contarán conforme a lo que dispone el Código Civil. Cuando 
la ley o el juez conceda veinticuatro horas, el término correrá hasta la medianoche del día 
siguiente al de la citación o notificación. 
 
Art. 305.- Todos los términos se cuentan desde que se hizo la última citación o 
notificación; han de ser completos y correrán, además hasta la media noche del último día, salvo 
lo dispuesto por el inciso final del Art. 82. 
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5.4.- ELABORACIÓN DE GRÁFICOS Y CUADROS ESTADÍSTICOS: 
 
1.- ¿Considera Ud., en la sustanciación de juicios civiles se desarrolla 
contemplando el principio de celeridad en el proceso? 
 
 
 
 
Gráfico 3 
 
 
Del 100% de la población encuestada considera que la sustanciación de los juicios civiles se 
desarrolla contemplando el principio de celeridad en el proceso, el 20% indico que si se 
desarrolla este principio, mientras que el 74% manifiesta que no se contempla o se desarrolla el 
principio de celeridad, el resto de la población se abstiene siendo estos los mismos funcionarios 
que llevan los procesos.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
1.- ¿Considera Ud., en la sustanciación de juicios 
civiles si se desarrolla contemplando el principio de 
celeridad en el proceso? 
SI
NO
SE ABSTIENE
100 
 
2.- ¿Considera Ud., que existe incumplimiento de los términos y plazos en la 
sustanciación de los juicios civiles en la legislación Ecuatoriana? 
 
 
 
Gráfico 4 
 
 
Con respecto a esta pregunta el 85% de los encuestados en su mayoría usuarios y abogados 
contemplan que no se da un cumplimiento eficiente por parte de los administradores de justicia 
en cuanto a los términos y plazos en los procesos civiles. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
2.- ¿Considera Ud., que existe incumplimiento de los 
términos y plazos en la sustanciación de los juicios 
civiles en la legislación Ecuatoriana? 
SI
NO
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3.- ¿ Cree Ud. Que la dilatación de justicia por parte de los administradores 
de justicia perjudica a los usuarios? 
 
 
 
 
Gráfico 5 
 
 
De la población encuestada se puede evidenciar  la desconfianza existente en la justicia, dando 
muestras claras del recelo hacia los administradores de justicia  que se aplazan las causas, dando 
un porcentaje casi total de existencia de dilatación en los procesos. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
3.- ¿Cree Ud. Que la dilatación de justicia por parte de los 
administradores de justicia perjudica a los usuarios? 
SI
NO
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4.- ¿Cree Ud. Si en los juicios civiles se respeta el debido proceso? 
 
 
 
Gráfico 6 
 
 
De la población encuestada el 75% se inclinaron hacia la pregunta NO, se respeta el debido 
proceso en los juicios civiles, apenas el 25% manifiesta que se respeta el debido proceso, y el 
5% no contestan la pregunta.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
4.- ¿Cree Ud., si en los juicio civiles se respeta el 
debido proceso? 
SI
NO
SE ABSTIENEN
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5.- ¿Cree Ud., que se sancione a los funcionarios judiciales que no cumple con los 
plazos y términos como establece la ley? 
 
 
 
Gráfico 7 
 
 
El 75% de la población considera que no se sancionan a los funcionarios judiciales, el 15% no 
contesta y el 15% dice que si se sancionan pero que son muy pocos los casos en que se cumplen 
con proceso correcto para sancionarles. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
5.- ¿Cree Ud., que se sancione a los funcionarios 
judiciales que no cumple con las plazos y términos 
como establece la ley? 
SI
NO
SE ABSTIENEN
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6.- ¿Considera Ud., que se cumple con los principios Constitucionales en lo que 
respecta a plazos y términos en los procesos  civiles? 
 
 
 
Gráfico 8 
 
 
El grupo de población a la pregunta respectiva el 65% de los mismos señala que no se respeta 
los Principios  establecidos en la Constitución, en el ámbito civil. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
6.- ¿Considera Ud., que se cumple con los principios 
Constitucionales en lo que respecta a plazos y 
términos en los procesos  civiles? 
SI
NO
ABSTENTIVAS
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7.- ¿Considera Ud. que, el incumplimiento de los términos y plazos en la 
sustanciación de juicios se deba a la falta de implementación de la tecnología como 
medida de agilidad en los procesos? 
 
 
 
Gráfico 9 
 
 
Al respecto de la pregunta del 100% de la población el 60% se orientan hacia la pregunta si, 
porque tanto usuarios como funcionarios manifiestan que el sistema de administración de 
justicia solamente debe tener una  mejor metodología. Mencionan que la tecnología puede ser la 
mejor opción para agilidad de los procesos. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
7.- ¿Considera Ud. que, el incumplimiento de 
los términos y plazos en la sustanciación de 
juicios se deba a la falta de implementación 
de la tecnología como medida de agilidad en 
los procesos? 
SI
NO
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8.-¿ Considera Ud. Que, expediente digital sea una medida de solución para que los 
funcionarios públicos no  retarde el cumplimiento de los términos y plazos? 
 
 
 
Gráfico 10 
 
 
El 80% de la población dice que SI debe existir la implementación del Expediente digital, en su 
mayoría abogados que piensan que sería una solución a realizar las cosas más elementales 
dando agilidad a los juicios, por parte de los funcionarios judiciales, también creen en que se 
debe implementar cursos y profesionales para realizar una cultura tecnológica, y seguir 
avanzado en esta temática como los realizan los países desarrollados 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
8.-¿Considera Ud. Que, expediente digital sea 
una medida de solución para que los 
funcionarios públicos no  retarde el 
cumplimiento de los términos y plazos? 
SI
NO
NO CONTESTAN
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9¿Cree Ud. Que, en la implementación de la tecnología deba existir no solo 
consulta de la página electrónica, si no la existencia de un emisor y receptor? 
 
 
 
Gráfico 11 
 
 
La población encuestada manifiesta que la falta de conocimientos sobre temas tecnológicos 
afecta gravemente incluso desde los inicio de estudio de la universidades, que sería la mejor 
solución que existiese emisor y receptor en la páginas electrónicas, ya que esto ayudaría a saber 
los requerimientos de los usuarios sin largas filas, y cantidad excesiva de usuarios, los 
funcionarios realizarían sus trabajos correspondientes sin la presión de los usuarios, pero la falta 
de conocimiento provocaría incluso que colapse el sistema, por eso es necesario educar a las 
personas para que sepan la utilización de estos mecanismos tecnológicos. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
9¿Cree Ud. Que, en la implementación de la 
tecnología deba existir no solo consulta de la 
página electrónica, si no la existencia de un 
emisor y receptor? 
SI
NO
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10.- ¿ Cree Ud. Que se deba realizar la actualización y sofisticación tecnología, con 
miras a evitar la dilatación en el proceso? 
 
 
 
Gráfico 12 
 
 
 
El 70% de la población encuestada manifiestan que si sería necesario realizar una sofisticación y 
actualización de herramientas tecnológicas, para el mejoramiento de la dilatación de los 
procesos civiles.  
  
10.- ¿Cree Ud. Que se deba realizar la actualización y 
sofisticación tecnología, con miras a evitar la dilatación 
en el proceso? 
SI
NO
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CONCLUSIONES:  
 
Se debe promover un cambio en la cultura jurídica, en donde el juez no aparezca como un 
burócrata pasivo, sino como un activo defensor de la Constitución y de los derechos humanos 
 
El poder judicial y el juez constitucional garantista debe concebirse como un contralor del 
poder, esto es ponerse del lado de la sociedad y de los derechos y, no de las instancias de 
autoridad, ya sean públicas o privadas, pues el garantimos es el instrumento de control del 
gobernado para frenar las arbitrariedades del gobernante. 
 
Los jueces y tribunales de todas las jerarquías deben proteger el sistema de derechos previstos 
en la Constitución; 
 
Debido a su falta de legitimidad democrática directa u originaria, el poder judicial debe ampliar 
la transparencia, deliberación y participación en sus decisiones, procedimientos y 
funcionamiento, más allá de lo que hace cualquiera de las otras cuatro funciones del Estado.  
 
El sometimiento del juez no solo a la ley sino también a la Constitución de la Republica, 
conlleva exigencias especiales en muchas áreas, especialmente en el derecho procesal, pues 
como es conocido el proceso actualmente en el país tiene nuevos principios y garantías 
constitucionales, que deben ser conocidos por el juez. 
 
El Poder Judicial y el juez en concreto, tienen en un Estado Constitucional de Derechos y 
Justicia, la función de proporcionar rápidamente paz jurídica allí donde haya surgido una 
controversia; de tal manera que si los jueces debido al diseño inadecuado de las leyes 
procesales, a la falta de medios, a la falta de independencia o por otras causas no son capaces de 
cumplir con esta función, es poco probable que la sociedad logre una convivencia pacífica; en 
resumen se puede afirmar en términos genéricos que los ciudadanos que viven en el Ecuador 
esperan algún tipo de respuesta del nuevo Consejo de la Judicatura a la solución de los 
conflictos que surgen como consecuencia de la convivencia en sociedad y por los que los 
individuos acceden al Estado-Poder Judicial para su resolución, toda vez que el poder de los 
jueces ha aumentado porque la función de la ley ha cambiado con la nueva Constitución de la 
República. 
 
La Constitución de 2008 y el Código Orgánico de la Función Judicial expedido en 2009 
modificaron radicalmente la organización y principios aplicables a la actividad jurisdiccional, 
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para propiciar una mejor tutela de los derechos de las personas. Sin embargo, en el ámbito del 
proceso civil, aún no ha dictado un nuevo código que incorpore aquellos principios y, 
principalmente, desarrolle el procedimiento oral, mecanismo idóneo para hacer realidad los 
principios de celeridad, eficiencia y economía procesal. 
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RECOMENDACIONES: 
 
 
Que se agilite la reforma del proceso civil en el Ecuador,  y se incluyan artículos pertinentes con 
énfasis a la aplicación de la práctica de los términos y plazos en el Proceso Civil para garantizar 
que se cumpla con el Principio de Celeridad establecido en la Constitución del nuevo estado. 
 
Que las reformas de la propuesta del nuevo Código en el área Procesal Civil  sirvan para que el 
juez y los funcionarios apliquen los principios contemplados en la constitución, Código 
Orgánico de la función judicial, la celeridad, la eficacia, eficiencia, inmediación mediante la 
aplicación del sistema de audiencia, que da paso a la oralidad en los juicios civiles, para evitar la 
dilatación al momento de administras justicia, y el perjuicio a los usuarios. 
 
Que el juez y los funcionarios cumplan con los tiempos procesales para reducir la demora del 
despacho en la sustanciación de los juicios civiles.  
 
Que se apliquen las sanciones establecidas en la ley a los jueces y funcionarios que no 
contemplen los actos procesales, provocando deliberadamente la dilatación en la justicia en la 
sustanciación de los juicios civiles en concordancia con lo establecido en el código Orgánico de 
la función judicial. 
 
El estado tiene que garantizar la aplicación de justicia pronta y oportuna; situación que implica 
que los titulares de derechos obtengan una resolución justa a sus pretensiones, en un plazo 
razonable, de manera imparcial y conforme a los criterios y procedimientos estipulados por la 
Ley. 
 
Que el acceso a la justicia con la institucionalización que hizo el gobierno del sistema de 
defensa  pública, sea adecuado y eficaz, con el fin de garantizar el acceso gratuito a las personas 
que no puedan contratar los servicios privados, cuenten con la ayuda de un defensor que 
impulse el proceso manera continua, eficaz y oportuna, un servicio de calidad no de caridad.  
 
Que se incite al sistema actual de  nuestra Legislación Ecuatoriana, a la oralidad, ya que la 
oralidad permite al juez tener un verdadero contacto con la realidad sometida a su conocimiento, 
con lo cual hace efectiva la inmediación, pero además garantiza la publicidad, exigencia ya 
aspiración de todo estado de derecho.  
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Que se evite la  acumulación de  procesos en las dependencias judiciales, con la aplicación 
paralela de los medios físicos y tecnológicos por parte de los funcionarios judiciales, ya que la 
modernización tecnológica configura una Administración moderna, que haga del principio de 
eficacia y eficiencia su eje vertebrador siempre con la mira puesta en los ciudadanos. 
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RECOMENDACION DE UNA PROPUESTA QUE DEBERIA TOMARSE EN 
CUENTA EN LA REFORMA DEL NUEVO CÓDIGO EN EL ÁREA 
PROCESAL CIVIL. 
 
A través de la consulta popular del 7 de mayo de 2011, la ciudadanía se pronunció a favor de la 
transformación integral de la Justicia, el 26 de julio de 2011 atendiendo el requerimiento de la 
ciudadanía se posesiona el consejo de transición de la Judicatura, con el único fin  de garantizar 
que los ciudadanos del Ecuador cuenten con el  acceso gratuito a la justicia a la tutela judicial 
efectiva, imparcial y oportuna de sus derechos,  que se encuentran consagrado en la 
constitución, es así como comienza el trabajo de la transformación de la justicia en el país en 18 
meses establecidos por la ley, dentro de su accionar el  Consejo de la Judicatura sobre la base de 
la  Transformación integral de la Justicia lo realizara mediante 6 ejes que se refieren a:  Modelo 
de Gestión,  Talento Humano,  Infraestructura Civil, Infraestructura Tecnológica, cooperación 
Interinstitucional, Cooperación financiera Equitativa. 
 
En ese mismo sentido  dentro de los ejes planteados por el Consejo de la Judicatura de 
transición,  el 8 de septiembre se aprueba el Informe de “MODELO DE GESTION DE 
ORGANOS JURISDICCIONALES”,  claramente en el contenido del Texto de dicho informe 
(véase Anexo ), menciona que la función Judicial  tiene como realidad  la falta de elementos  
Técnicos y normativos, para la eficiente administración de justicia; de igual forma en el mismo 
documento aclara “la demanda de los servicios de justicia ha crecido de forma significativa cada 
año, y junto a este incremento de causas ingresadas, también existe igual un decremento 
significativo de causas resueltas”, en efecto se puede evidenciar el incumplimiento de Términos 
y plazos por parte de los funcionarios judiciales, juicio dilatados y eternos, vulnerando el 
derecho de los ciudadanos a una administración de justicia de celeridad  y a  obtener una 
resolución ágil y oportuna. 
 
Dentro de los objetivos de este  Modelo de Gestión tiene era el de  garantizar el acceso y 
servicio oportuno, eficiente y de calidad para los usuarios, y comprende los proyectos de los 
ejes de talento humano, infraestructura civil, infraestructura tecnológica y de comunicación. 
Como primer paso se llamó a concurso de méritos y oposición impugnación ciudadana y control 
social,  para los mejores abogados (as) para que sean jueces (as) en la función judicial, 
convocatoria abierta, para que también existan profesionales capacitados para formar parte del 
grupo de trabajo conjuntamente con los jueces en los diferentes juzgados, por otra parte se crean 
modernas infraestructuras 55 unidades judiciales con 90 juzgados en todas las ciudades del país, 
denominadas Unidades Judiciales de la Familia, Mujer Niñez y Adolescencia, en el 2013 se 
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entregaría 18 juzgados, y en el 2014 198 juzgados más; con el afán  para reivindicar el derechos 
de los ciudadanos,  estos nuevos edificios tienes dos accesos, unos para los funcionarios 
judiciales y otros para el público, y el juez ve únicamente a las partes en la audiencia con la idea 
de garantizar la transparencia en el proceso, esto quiere decir que este nuevo proceso de gestión 
se basa en la oralidad , en este propósito todos los proceso deberían resolverse en Audiencia y 
en presencia del juez asegurando que los jueces cumplan con su verdadera función la de 
administrar justicia; sin embargo aún no se ha resuelto la implementación o reforma de la 
materia procesal civil. 
 
El segundo accionar o eje es la Infraestructura tecnológica y comunicación, dentro de este 
ámbito que es una propuesta que se debería incorporar en la reforma del código procedimental 
civil que se está desarrollando,  el consejo de la judicatura dentro de su periodo de transición se 
trazó como unas de sus metas la medición e  indicadores para evaluar los procesos  y  la 
dotación tecnológica, con tecnología de punta que debería ser la mejor del continente, teniendo 
hasta la fecha en su etapa de transición y hoy en día ya como Órgano de control establecido por 
la ley,  la implementación de  nuevos modelos de computadoras, centrales telefónicas, y además 
instalación en las diferentes salas de medios auditivos con una capacidad para más de diez años 
para la filmación de las audiencias.  
 
Asimismo se  crea un departamento de Control Disciplinario, en todas las provincias del país, 
que  tiene la facultad de ser un ente vigilante de que se cumpla el derecho por parte de los 
jueces, mas no de ingerir en las decisiones del juez  en otras palabras las decisiones y 
procedimientos judiciales son de responsabilidad del juez; es un departamento receptor de  las 
denuncias o quejas para los funcionarios judiciales por parte  de los usuarios, realizan el proceso 
correspondiente y amparados en la Constitución de la Republica y en el Código Orgánico de la 
función Judicial;  y también el departamento de control de la Corrupción.  
 
En el marco de las observaciones anteriores y con la necesidad de trabajar bajo estándares que 
genera un modelo de gestión moderna y técnica que obliga a la preparación constante del 
funcionario judicial,  tratando en lo posible de conseguir la  certeza de calidad del servicio 
prestado y en una forma adecuada y eficiente en el cumplimiento de los tiempos procesales, la 
Unidad de Gestión del consejo de la Judicatura cuando estaba en transición, dentro del eje sobre 
la Infraestructura tecnológica y comunicación, mediante contrato con el Consejo de la 
Judicatura de Transición de Ecuador Indra, la compañía de TI número 1 en España y una de las 
principales en Europa y Latinoamérica, debe implementar una plataforma tecnológica que de 
soporte a la gestión electrónica de los expedientes y a las actuaciones de los agentes que 
intervienen en el sistema judicial ecuatoriano.  
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En base a todas estas consideraciones a la creación de edificaciones moderna, de  los 
departamentos y comisiones de disciplina para los funcionarios, del aumento de personal para la  
función judicial, de los ejes que debieron realizarse en favor de la transformación integral de la 
justicia;  en el año 2013 existen 180 mil procesos en  trámite, y actualmente han ido 
aumentando en base a  los resorteos que se realizó en ese mismo año, se enviaron para que se 
sustanciara en las modernas  unidades Judiciales, que en principio eran rápidas,  todos lo 
inherente  en temas de familia, mujer, niñez y adolescencia, teniendo como efecto la 
denominada  “CARGA PROCESAL”, motivo por el cual se sigue incumplimiento los  
términos y plazos en la sustanciación de los procesos civil,  dando muestras claras que el 
cambio ha sido de  casa y no en lo sustancial.  
 
El tiempo actual y en todo caso el siglo XXI, junto con los años a finales del siglo XX, tiene 
como uno de sus rasgos característicos la revolución que han supuesto las comunicaciones 
electrónicas, ya que la propuesta establecida en lo tecnológico, por el nivel de Gestión carece de 
sofisticación y actualización para cumplir con las  metas que se ha trazado el Consejo de la 
judicatura, no se ha visto la implementación adecuada de terminales y sistemas de red, y unos de 
sus objetivos los expedientes digitales, aún se   mantienen los físicos;  el sistema del SATJE 
medio electrónico que utiliza actualmente la función judicial, para  consulta de los proceso en 
todas las materias, igualmente las páginas web del mismo Consejo de la Judicatura que son 
también páginas de consulta de procesos, de libros, noticias etc. 
 
Otro “Avance” son las denominadas notificaciones electrónicas,  a partir de la entrada en 
vigencia de la implementación de la Notificaciones Electrónicas en el Ecuador, se exigió como 
requisito a toda persona, organismo o profesional, deberá constituir domicilio electrónico, para 
los asuntos judiciales que tramite o esté tramitando a tal fin el Poder Judicial instalará un 
sistema de correo electrónico, exclusivo, para las notificaciones electrónicas en los procesos 
judiciales. Este servicio será el único medio admitido a esos efectos y las cuentas que sean 
concedidas sólo podrán ser destinadas a recibir notificaciones, no estando habilitadas para 
responder, enviar o reenviar correos; el beneficiario (titular) de la cuenta será el único 
responsable del uso que realice de la identificación concedida. Lamentablemente no cumple con 
la función de notificar inmediatamente es decir el mismo día de elaboración del auto sentencia o 
decreto;  tampoco  la notificación electrónica es  paralela con la física, en otras palabras 
notificar el mismo día de la elaboración de auto respectivo por la vía electrónica y física, debido 
a que no existe una persona encargada para tal efecto, son los mismos funcionarios los que se 
encarga de llevar a cabo la notificación física y electrónica, es por este motivo que se demoran 
en el cumplimiento de los Plazos y términos y terminan con Carga de procesos sin despacho, 
pues no cumple con la notificación inmediata.  
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Es por eso que considero que las notificaciones de providencias, resoluciones y sentencias 
registradas   en   medio   electrónico,   que   deban   practicarse,   (ya  sea  solas o acompañadas 
de documentos emitidos en el mismo medio), se realizarán en el domicilio electrónico que el 
usuario deberá haber constituido y la notificación se considerará realizada cuando esté 
disponible en la casilla de destino; a lo que es lo mismo, La notificación se entenderá efectuada 
en el momento en que el interesado cuente en su casilla judicial la boleta correspondiente con 
sus respectivas copias, actuaciones o  expediente en su caso.  Se dejará constancia en el 
expediente de la fecha en que se produce dicho evento; permitiendo a cualquier profesional de 
derecho sea como profesional del actor o demandado, contestar  requerir desde la fecha de su 
notificación, mas no desde la fecha de su elaboración.  
Finalmente la implementación de los denominados EXPEDIENTES ELECTRONICOS, Con 
un nuevo diseño, sencillo y más intuitivo, desde la función judicial se facilita el acceso a la 
Administración de Justicia a toda la ciudadanía, desde este servicio público se difunde la labor 
que los Juzgados y Tribunales desarrollan diariamente, con la finalidad de, dar a conocer la 
Justicia y evitar el incumplimiento de los términos y plazos en los procesos civiles, es necesario 
crear un software libre que nos permita tener soberanía informática, con la finalidad de la mayor 
proximidad al usuario de la función judicial, ya que en nuestro país no  ha acabado de resolver 
la barrera que sigue distanciando todavía al ciudadano de la Administración,  incluida la del 
Estado, y no es otra que la barrera que levanta el tiempo y el espacio: el tiempo que hay que 
dedicar a la realización de muchos trámites de la vida diaria que empiezan a veces por la 
necesidad de una primera información que exige un desplazamiento inicial, más los sucesivos 
desplazamientos y tiempo que se dedican a posteriores tramites a hacer con las 
Administraciones  para las actividades más elementales; la distancia a la que hay que 
desplazarse y el tiempo que es preciso dedicar hoy día no tienen razón de ser. Las tecnologías de 
la información y las comunicaciones hacen posible acercar la Administración a los ciudadanos o 
hasta las oficinas y despachos de los profesionales, permitiendo relacionarse con la Función 
Judicial sin colas ni esperas.  
Con la sofisticación y actualización de la Plataforma Judicial Electrónica, teniendo como único 
fin el servicio a los ciudadanos, es necesario modernizar la página del consejo de la Judicatura 
evitando ser una página de consulta si no que tendrá que implementar, dentro de sus servicios, 
acceso a la extranet, firma electrónica, expediente electrónico, documento electrónico, 
presentación de escritos, copias y archivos electrónicos, atención ciudadana mediante un 
formulario on-line para quejas electrónicas, dando soporte a las oficinas encargadas de vigilar 
las disciplinas de los o las funcionarios judiciales y canales judiciales. 
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Trazar tiempos para ciertos temas que se realicen electrónicamente, para ir educando a la 
ciudadanía al acceso de la administración judicial electrónica, sin que con ello quiera indicar 
que todo se lo realizara por esta vía tecnológica, ya que el medio será única y exclusivamente 
para las cosas elementales que se pueda requerir, sin la necesidad de pasar por la enorme 
burocracia a la cual nos hemos acostumbrado desde siempre, con ellos dividir el personal 
quienes darán asesoría digital, es decir funcionarios ubicados en oficinas adecuadas en cada 
judicatura, quien darán atención a los usuarios que utilicen este servicio, lograr la experiencia de 
CERO PAPELES.  
Sin embargo manifiesto que dentro de esta cultura de CEROS PAPELES, en nuestra país es de 
difícil implementación pero no imposible lógicamente existen  Pro y Contra de la propuesta, 
pero  en un futuro cercano pueda seguir implementándose y actualizando sobre esta idea de 
tecnología.  
VENTAJAS (PROS) Y DESVENTAJAS (CONTRAS) DE LA ERA ELECTRÓNICA EN 
EL SISTEMA JUDICIAL ECUATORIANO 
 
Eficiencia 
 
Los sistemas informáticos permiten una mayor eficiencia en el desempeño de tareas judiciales 
de forma más efectiva y más rápidamente que cuando se lo hace utilizando, por ejemplo, un 
lápiz y un papel o un lápiz y un libro de ingresos, despachos, notificaciones, etc. Los sistemas 
computarizados también nos permiten fortalecer y mejorar la eficiencia en la capacidad de 
almacenamiento. Por ejemplo, el disco duro del sistema informático en una cantidad 
relativamente pequeña de espacio puede almacenar una gran cantidad de causas, escritos, 
demandas, etc. Un sistema basado en papel, por el contrario, tiene al menos uno y por lo general 
más, archivadores para el almacenamiento de las causas, que hay que mencionar la importancia 
de aquello para constancia real y objetiva, más cuando se producen daños en el sistema, pero 
esto dificulta y retrasa el trabajo de la función judicial. 
 
Aprendizaje 
 
Los sistemas informáticos judiciales también pueden facilitar los procesos de formación de los 
nuevos funcionarios judiciales. En un ambiente de oficina, la capacitación basada en 
computadora, permite flexibilidad en la gestión de la formación. Las capacitaciones no solo 
serán más dinámicas sino que se requiere de menor tiempo para lograr mejores resultados, los 
módulos de aprendizaje tienen en cuenta únicamente páginas de texto como diapositivas y tal 
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vez algunas preguntas simples para poner a prueba la comprensión. En el nivel más sofisticado, 
puede incorporar simulaciones de situaciones complejas que el aspirante a la función judicial 
con casuística emblemática para su mejoramiento profesional. La implementación de un sistema 
de herramientas informáticas tendientes a la modernización y actualización del servicio de la 
función judicial, permitirá una mayor efectividad y fluidez del servicio judicial, de manera 
integral con un programa de constante capacitación en línea consultiva y preparativa de manera 
simultánea, de tal manera que en cada unidad judicial o recinto judicial se cuente con la 
respectiva oficina de capacitación del sistema integrado de informática de la Función Judicial. 
 
Desventajas  
 
Uno de los obstáculos que se presentan a la hora de entrar completamente en la era digital, para 
la Función Judicial, sin duda es el factor tecnológico, pues no contamos con un servidor local, lo 
que nos crea dependencia tecnológica, además requiere de gran inversión económica para dar el 
paso a la era digital judicial, también se presentan problemas al momento de la accesibilidad a 
los aparatos y medios electrónicos tanto por la cobertura de la red (internet), como por el uso y 
manejo de los sistemas y aparatos electrónicos por los usuarios del sistema judicial. 
 
Primero tenemos que reconocer que los cambios rápidos en la tecnología pueden provocar que 
un equipo se vuelva obsoleto con relativa rapidez, lo que requiere mejoras o sustituciones de 
forma regular en los sistemas informáticos implementados en el uso institucional y para ello se 
requiere una adquisición de nuevas tecnologías y además un sistema integral que consista en la 
vigilancia, mantenimiento y actualización constante de los medios electrónicos utilizados en 
todas las dependencias de la Función Judicial. Los sistemas informáticos también pueden dar a 
algunos usuarios una sensación de falsa seguridad que puede dar lugar a un mayor grado de 
impunidad al no estar familiarizados con el manejo y conocimiento necesario con relación a las 
garantías de los sistemas electrónicos. También hay que reconocer que en la actualidad no hay 
seguridad informática ya que los Hackers Electrónicos, pueden vulnerar cualquier sistema o red 
informática para sacar provecho de aquello, lo que sí es preocupante para toda la comunidad 
internacional, ya que los datos pueden ser alterados, suplantados e incluso eliminados con 
facilidad, por lo que es recomendado tener copias de seguridad de todos los documentos que se 
pretenda almacenar en lugares seguros.   
Desventajas 
 
Otra de las contras al momento de la implementación de un sistema judicial electrónico y cero 
papeles son las copias o réplicas de las páginas judiciales, para interferir en información 
confidencial, que tenga como resultado el conocimiento de información que conlleve a una 
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ventaja para alguna de las partes dentro de un proceso, e incluso el incumplimiento de los plazos 
y términos para la presentación de pruebas vía electrónica, pues bien se pueden clonar los 
accesos y claves para la alteración de los sistemas informáticos de los sistemas electrónicos. 
 
Desventajas: 
 
Un problema que se puede presentar al momento de entrar a la era informática general, es la 
dificultad para la obtención de una firma electrónica, ya que requiere de ciertas pautas, 
requisitos y procedimientos  burocráticos que limitan el accesos e incluso se puede entender 
como un servicio privilegiado para pocos ciudadanos, por lo que se recomienda la 
implementación general de un sistema adjunto de registro con información cruzada con el 
registro civil a fin de que se estandarice y facilite la obtención del código judicial, para todos los 
usuarios así como también para el patrocinio de los abogados de manera sistemática y eficiente. 
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ANEXO 2: REGLAMENTO SOBRE ARREGLO DE PROCESOS 
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ANEXO 3: MODELO DE GESTIÓN DE LA FUNCIÓN JUDICIAL 
142 
 
143 
 
144 
 
145 
 
146 
 
147 
 
148 
 
149 
 
150 
 
151 
 
152 
 
153 
 
154 
 
155 
 
156 
 
157 
 
158 
 
159 
 
160 
 
161 
 
162 
 
163 
 
164 
 
165 
 
166 
 
167 
 
168 
 
169 
 
170 
 
171 
 
 
